INTERPONEN RECURSO DE CASACIÓN.

Excmo. Tribunal Oral Federal Nro. 3: 

Abraham Kaul, Presidente de la Asociación Mutual Israelita Argentina (A.M.I.A.), Jorge Kirszenbaum, Vice Presidente e.e. de la Delegación de Asociaciones Israelitas Argentinas (D.A.I.A.); y los abajo firmantes en nuestro carácter de integrantes del grupo de “Familiares y Amigos de las Víctimas del atentado a la AMIA”, todos debidamente acreditados en autos y en ejercicio de nuestro rol de querellantes, en las causas 487/00 y 496/00, con el patrocinio letrado de Marta Nercellas, Juan José Avila, Mariano Fridman, Miguel Bronfman y Carolina Fernández Blanco, manteniendo el domicilio legal constituido en Libertad 567, P 11, a V.E. decimos:

I- Objeto

Venimos en tiempo y forma a presentar recurso de Casación contra la resolución dictada por V.E. y notificada a las partes el día 29 de octubre de 2004. La sentencia  contra la que se interpone recurso dictó la absolución de los imputados Carlos Alberto Telleldin, Juan José Ribelli, Anastasio Irineo Leal, Raúl Edilio Ibarra y Mario Norberto Bareiro, todos ellos acusados de haber intervenido como partícipes necesarios (con excepción del último mencionado, a quien se acusó únicamente como partícipe secundario), en el atentado perpetrado contra la sede de la AMIA-DAIA el día 18 de julio de 1994 (puntos resolutivos I, II, III, IV, V y VI de la resolución).

Además, se interpone este recurso de Casación contra la resolución (adoptada también mediante el punto resolutivo III de la Sentencia) por la que se decidió absolver a Juan José Ribelli de la acusación de coacción agravada que se había formulado en su contra.-causa N 496 )

II- Algunas cuestiones previas no exigibles por el recurso de casación.

II.a.)

Después de un juicio oral de más de tres años de duración, se ha emitido finalmente un veredicto y, recientemente, entregado los fundamentos correspondientes.

De su extensa lectura surgen innumerables conclusiones y reflexiones que, por el escaso tiempo procesal, no podrán ser tratadas en su totalidad en esta presentación. De las cientos de páginas se desprende, sin embargo, una conclusión determinante, que irradia sus efectos sobre cada tramo de la sentencia. El Tribunal ha tenido por acreditado, que la instrucción que dio origen al juicio oral, fue en realidad un “arquitectónico armado”, destinado a culpar inocentes -a sabiendas- por el brutal atentado del 18 de julio de 1994.

Esa afirmación determina que se decida la absolución de los todos los acusados, por todos los delitos, cualquiera haya sido la prueba que al respecto se hubiese substanciado en las audiencias del juicio. Esta parte, como se desarrollará in extenso en este recurso, no comparte en absoluto esa percepción de los hechos históricos que dieron lugar a este juicio. Y menos aún, la pretensión de trasladar a esta querella responsabilidad de algún orden en tal supuesto complot.

En la sentencia, a la par que se absuelve a los acusados y se describen las conductas y a los supuestos responsables de la maniobra conspirativa, se reprocha recurrentemente a la querella unificada el haber cuanto menos consentido ese accionar;  se acusa a los instructores de haber “armado” el sumario, y se ataca personalmente a los representantes de la querella, por haber defendido esa “versión espuria” de los hechos.

El fundamento de tal imputación reside en que esta parte no denunció al juez instructor ni a los fiscales, habiendo pretendido además, sostener esa acusación “falsa” en el debate, durante el cual habría actuado de “mala fe”.

Más allá de negar enfáticamente semejantes agravios, nos asombra con alarma que provengan del propio Tribunal, que parece por momentos olvidar que se está refiriendo a los familiares y víctimas del atentado terrorista, y a las dos instituciones que sufrieron el ataque. 

Y esto no es un ejercicio retórico, ni mucho menos un apelativo sentimental. Se quiere poner de resalto que el razonamiento consagrado por el Tribunal, implica atribuir a las víctimas la intención abierta de castigar a personas inocentes y, lo que es peor, se los pretende hacer cómplices de una maniobra conspirativa trazada por funcionarios federales de los distintos poderes.

Parece que en el afán por destruir absolutamente todo lo vinculado con la investigación, se procuró también desacreditar a las personas e instituciones que, por convicción y por obligación, intentaron probar en un juicio oral una  versión de los hechos que entendían y entienden acreditada.
           El Tribunal realiza esas imputaciones  en respuesta a una crítica que le  dirigió esta parte en el momento procesal correspondiente. Ello hace que sus ataques parezcan más una defensa que excede el estricto ejercicio de la jurisdicción que era lo que  la sentencia exigía.

Al tomar ese camino, transitado a lo largo de la extensa resolución  incluye, por ejemplo,  una cita evangélica –que  pretende ser una enseñanza- y cuya completa lectura  permite concluir que es al menos un agravio, dejando en evidencia que, al perder la mesura que la circunstancia les reclamaba, cayeron en la pasión.

Quienes suscribimos esta presentación hemos tomado la decisión que la Sentencia dictada por V.E. sea  revisada por otro Tribunal que pueda confirmar o revocar lo allí resuelto, así lo exigen las normas internacionales y así lo sentimos nosotros , siendo además  un imperativo moral que resulta, , por una lado por ser familiares directos de las víctimas fatales y  por otro por nuestra función de dirigentes de la comunidad que sufrió la agresión directa del 18 de julio como repetición perversa de la ocurrida dos años antes, a la sede de la Embajada de Israel , sin obtener hasta el presente las respuestas que el Estado debe dar .

Lo ocurrido en la Argentina el 17 de marzo de 1992 y el 18 de julio de 1994, como la frustración que se trasunta de este fallo luego de diez años de ocurrido el hecho que lo motivó dejaron – cada una a su modo –, profundas huellas en la sociedad. Por eso el deber ineludible de agotar el esfuerzo para que esa revisión tenga lugar ,atento reiterar nuestros convencimiento que los hechos ocurrieron tal y como sostuvimos al momento de concretar las acusaciones en el alegato .    

Sin discutir los principios que se afirman en el punto “S” del capítulo VIII del Fallo – págs. 3421 y sgtes. “Investigación y Estado de Derecho”  sino por el contrario agregando lo que un abogado de la querella se permitió publicar , ya atemperado aunque aún no terminado el fragor del debate: “...interesaba presentar el dilema entre eficacia y ética ... Porque no puede haber eficacia sin ética: no puede haberla, si la eficacia ha de ser auténtica. ... no puede haber seguridad colectiva sin derechos humanos, salvo para los carceleros iluminados o sus portavoces ...”. 

Esta parte pretendió con su actuación mostrar la cara de la verdad que le tocó defender. Eso es lo que se exige de una parte: que presente – no que juzgue – los elementos incorporados al debate por quien tiene potestad legal para hacerlo (que no es la parte), y extraiga de ellos los argumentos que evalúe que hacen a la verdad que presenta: ésta solo comprende una pretensión de verdad, no La Verdad. Esta parte ha entendido que su compromiso ético y jurídico es con la presentación y la argumentación de esa pretensión, no con el modo en que se ha de juzgar aquello que presenta.

No pudimos en cambio  leer en el fallo de V.E. la meditada y cardinal posición que era exigible a un Tribunal imparcial , sino tan sólo una crítica acerba. No señala rumbos que propicien un equilibrio reflexivo en algunos de los múltiples conflictos que en este proceso se pusieron en evidencia entre mandatos de optimización y reglas – para tomar la terminología de R. Alexy –, en lugar de clausurarlos con  calificativos  enderezados siempre a la misma parte del proceso. Esto último contrastó, sin duda, con razonables soluciones tomadas durante el debate, como la incorporación y exhibición de los videos de abril y julio de 1996 dispuesta al comienzo; la nulidad de la declaración de Miriam Salinas durante la instrucción impidiendo su confrontación; la razonada solución al problema de la preservación del secreto de la fuente periodística, o la decisión de mantener lo ya resuelto por el P.E. en su primera decisión, en la cuestión del secreto de los agentes de la S.I.D.E..

Pero no es menos cierto que la tarea de V.E. fue ímproba: aun cuando contó con un numeroso equipo de colaboradores, la tensión – y atención – durante el debate, especialmente para quien le tocaba presidirlo, podría fácilmente mensurarse en la suma de las tensiones de todas las partes. Eso excusa el fuerte dicterio que tuvo como destinatario a uno de los suscriptos durante la indagatoria del procesado Leal, y alguna otra intervención fuerte que pudimos entender en la inmediatez y agotamientos de las largas horas de audiencia. Pero no mitiga los señalamientos que esta parte hiciera respecto de los duros  interrogatorios a alguna de las víctimas, o las diferencias  entre los que se dirigían a los diversos funcionarios que debieron declarar durante el proceso, ni los cambios de criterio sobre lo  habilitado a interrogar durante el debate ,o la forma en la que se manejó la prueba ordenada “de oficio”.

II.b.) 

Introducimos  lo que esta parte considera el vicio liminar de esta sentencia.

La necesidad de contar con convicciones seguras a las cuales poder aferrarse, parece ser una característica de nuestra especie aún entre sus ejemplares más esclarecidos, como los que componen la comunidad intelectual que permitió el desarrollo científico humano. Así, es posible afirmar que la teoría del conocimiento necesitó de al menos dos mil quinientos años para resolver lo que en el siglo XVIII se presentó como el “problema de la inducción”, que Karl Popper resolvería más de doscientos años después, cuando introdujo como criterios la falsabilidad y la puesta a prueba superada. Pero en el común de los mortales, aquella arraigada característica suele asumir la forma de la pasión, palabra que resume desde las más sublimes actitudes, hasta la más abyecta de las conductas. 

El entrenamiento y la formación jurídica, en especial, la que informa los discursos que tienen lugar en las contiendas judiciales, hacen que éstas suelan ser ámbitos poco propicios para la duda o la reflexión, salvo que se las utilice como argumentos retóricos para afirmar la convicción o actuar la pasión; en ellos la reflexión se da, generalmente, antes del discurso. Pero es preciso tener en cuenta que esa reflexión resulta fuertemente influida por el sesgo particular, parcial (es decir, lo contrario a general) que se haya asumido; ello se refleja tanto en el contenido proposicional como en el “tono” con que se transmite, pues en ambos impera la afirmación apodíctica, enfática, la que no puede admitir resquicios, ni dudas.

Esto es absolutamente válido – y hasta jurídicamente debido –, para las partes que, valga la redundancia, sólo son partes: asumen su función como parciales, no como “totales”. Precisamente para reforzar esa parcialidad se encuentra la norma del artículo 271 del Código Penal, que reprime al abogado que deliberadamente perjudica la causa que se le confía.  

 Ser juez ( a diferencia de ser parte) es un modo de vivir la vida porque su actividad cotidiana, su vocación, le exige imponerse la disciplina fuertemente antinatural de no someterse a sus pasiones y de hacer el ejercicio permanente de criticar las convicciones que pueda adquirir en su trabajo cotidiano – esto es, en las contiendas judiciales—.

Esta parte se siente en la obligación de señalar, con  mucho respeto y no menos dolor, que el Tribunal cedió a sus pasiones. 

Y que éstas afloran constantemente en cada página de su fallo, tanto en el modo de presentar y rotular sus argumentos, como en el tono general que adopta cuando debe referirse a la parte acusadora, y particularmente a esta querella. 

Apreciación que se robustece, a poco de observar que las disparatadas versiones que pretendieron introducir las defensas en el legítimo ejercicio de sus derechos–no sólo en este debate, sino a lo largo de estos largos y dolorosos años- en punto a la materialidad del atentado, en modo alguno recibieron las críticas que sí recibió esta parte. Lo que para unos fue ejercer sus derechos legítimamente, para otros fue actuar de mala fe, manipular la prueba; ello sin  entrar a considerar las reiteradas falta de respeto, e insultos gratuitos que por provenir de las defensas – especialmente de la Ribelli- no mereció no en el momento de proferirlas ni en ningún otro observación alguna por parte del tribunal, pese a que indudablemente era innecesarios para ejercer el derecho de defensa   . 

No es ocioso recordar, finalmente, que la sentencia reconoció que la explosión que demolió el edificio de la calle Pasteur se produjo tal como esta querella sostuvo, en soledad, desde los primeros tramos de esta investigación, a pesar de que esa circunstancia en modo alguno fue reconocida por los señores jueces.

Cree esta parte, en consecuencia, que en V.E. la pasión pudo más que la razón y olvidó - se repite- que la parte es parte y su obligación es presentar una versión de los hechos, versión que estuvo, sin duda, influida por la pasión ,en nuestro caso legítima; que pudo haber sido calificada de diversas maneras, pero jamás de mala fe; y que estuvo siempre presidida por el deseo de presentar ordenadamente lo que consideró acreditado para ayudar a pensar a todos, en la convicción de que una acusación ordenada era facilitar la defensa y la sentencia; pero no a insultar ni a denigrar a nadie. 

La apreciación precedente no está sólo motivada en las absoluciones dispuestas, que hace aparecer  a los imputados tan inocentes como  las propias víctimas, ni en el tono del fallo, sino también en el camino que se utilizó para llegar a ellas: se anuló la base misma de la investigación, la razón de ser de tres años de arduos debates en los que se escucharon a algunos procesados y mil trescientos testigos y peritos y en los que se preguntó, se polemizó y se argumentó como si todo fuera en serio; con la presencia legitimante de quien hubiera querido presenciarlo y formarse su opinión. 

 La pregunta que se impone a partir de estas reflexiones, es si resulta razonable y, desde el punto de vista de las víctimas, aceptable, que un fallo de esta trascendencia se homologue sin que se lo debata en una instancia superior revisora.  Los suscriptos entendemos que no, y por ello este recurso.

II.c) 

En el contexto de la sentencia que se impugna, el Tribunal dedica un capítulo a la decisión de esta querella de retirarse del debate -en señal de protesta frente al apartamiento de los fiscales de la causa- y al escrito donde se señalaban los agravios que nos ocasionaba tanto esa como otras disposiciones del Tribunal (nos referimos al denominado punto “X) “Escrito de A.M.I.A.-D.A.I.A.-“Grupo de Familiares”. Retiro de los representantes de las instituciones”).





Tratándose de una situación por completo ajena al estricto objeto procesal de la causa, no resultaba en modo alguno conducente que el Tribunal utilizara el contexto de la sentencia para formular tales comentarios, excediendo desmesuradamente su jurisdicción, la cual está delimitada por los hechos y las personas traídas a juicio. 

Lo cierto –y lamentable- es que los comentarios están, y que el tenor de los mismos revela al mismo tiempo una falta absoluta de decoro jurisdiccional –evidenciada, por ejemplo, en el recurso a expresiones ya irónicas, ya sarcásticas (ironías y sarcasmos no logrados, por cierto)-, y una lisa y llana irrespetuosidad para con la investidura de los letrados patrocinantes de esta querella.





Lamentamos profundamente esta actitud adoptada por el Tribunal, que en realidad no hace más que confirmar a esta parte lo que ya denunciara precisamente en aquél escrito que el capítulo bajo examen pretendió responder: la imparcialidad de la actuación jurisdiccional quedó irremediablemente afectada ya en el transcurso del debate; imparcialidad de la que la sentencia es un reflejo que se repite a través de sus cientos de páginas hasta parecerse, todas ellas, a una misma y única página, donde los argumentos son menos construcciones conceptuales destinados a convencer que ejercicios de autoridad destinados a vencer; resulta ocioso –o tal vez no-, recordar a V.E. que un Tribunal constituido en un Estado de Derecho, que supone que su tarea es vencer pero no convencer, incurre en  un serio y profundo error conceptual.





¿Qué, sino elegir el camino de la descalificación gratuita, es afirmar que “la querella A.M.I.A.-D.A.I.A. y “Grupo de Familiares”, en forma más que extemporánea, realizaron críticas al desenvolvimiento del Tribunal, fundadas en el desagrado que les causó determinadas decisiones, que nunca fueron materia de recurso, ni lo podrían haber sido, ante la ausencia de perjuicio; es decir de legitimidad para recurrir o impugnar”? (el resaltado y subrayado es nuestro)?.





Descalificación gratuita porque no se mencionan las razones que avalan la crítica de extemporaneidad –que, en tal caso, alcanzaría a esta tardía, virulenta e incomprensible respuesta por parte de V.E.- ni, mucho menos, se rebate  sino que por el contrario se confirma, el perjuicio concretamente argumentado por esta querella; bien saben los letrados patrocinantes –y V.E. no tiene que enseñárselo -, que sin perjuicio no hay legitimación para reclamar; esta querella no estuvo en este debate oral con ánimo de desafiar la agudeza dialéctica del Tribunal, sino con el afán de actuar como auxiliares de la Justicia en el esclarecimiento del más sangriento atentado perpetrado en la historia argentina.





¿Qué, sino elegir el sendero de la ironía, es afirmar que “en ese camino los querellantes actuaron durante casi todo el debate, tal vez por costumbre, como si debiesen ser consultados o tenido en cuenta sus pareceres, llegando al extremo de retirarse del debate frente al dictado de una resolución que en modo alguno les causó agravio”? (el resaltado es nuestro).





Ironía tentada pero no lograda: como parte en este proceso, efectivamente esta querella tenía y tiene voz y recursos para tomar posición frente a las decisiones del Tribunal; quizás algún ingenio, más bien romo, encuentre agudo calificar tal situación como una “costumbre”; en todo caso, hacer oír esa voz y apelar a tales recursos en defensa de los intereses que representamos nos parecen descriptos –mejor y más respetuosamente-, simplemente en términos de ejercicio de derechos y obligaciones.

¿Qué, sino irrespetuosidad para con los letrados patrocinantes de esta querella es afirmar que “dicha conducta, entendible en los familiares de las víctimas, resulta incomprensible en cabeza de sus dirigentes y más aún en la de los letrados, dado que frente a tantas irregularidades deberían haberse esmerado en pos de los intereses de sus representados”? (el resaltado y subrayado es nuestro).

                                          Hasta donde podemos ver, la estimación de la calidad de la defensa de los intereses de los mandantes corresponde, en primer lugar, a estos últimos, no al Tribunal; y sin embargo, a manera de árbitros, no ya de la materia de debate, sino del desempeño de las partes, los señores jueces distribuyen juicios de valor completamente extramuros de su competencia jurisdiccional, como impedidos de resistir la tentación de demostrar quién tiene el báculo, ya no la balanza.


Ironía, sarcasmo, irrespetuosidad: ¿qué, sino todos esos vicios se entremezclan cuando se afirma que “Tal vez, vale reiterar, debido a que en la anterior instancia se les permitió, casi de manera exclusiva, participar de actos procesales y hasta en lo que podría denominarse tareas de espionaje a detenidos y sus letrados, consideraron que en esta etapa dicha suerte continuaría y al frustrarse tales expectativas asumieron la actitud, imbuidos no se sabe por quién, de censores del Tribunal, cuestionando todos aquellos actos que no fuese de su gusto, pese a que no los perjudicara y no los recurriesen” (el resaltado es nuestro).

No vamos a demorarnos aquí en considerar la imagen de construcción conspirativa que el Tribunal posee respecto de la etapa de instrucción de esta causa, a partir de la cual supone que esta querella fue una suerte de invitada privilegiada a un festival investigativo; se trata de una visión demasiado pueril, incompatible con la dimensión de la tragedia que constituye el objeto procesal de la causa para que merezca respuesta.

Una vez más, es una gravísima limitación que el Tribunal considere inconveniente o reprochable que los letrados intervinientes en una causa, censuren (esto es, recurran o manifiesten su disconformidad dentro de los límites del decoro) aquellas conductas que entiendan perjudiciales a sus partes o contrarias a derecho.

En ese comportamiento que los señores jueces encapsulan mediante el sustantivo “censores”, se encuentra la esencia misma de la abogacía, que es la defensa a ultranza, dentro de los limites de la legalidad, de los intereses confiados; y, para el abogado cabal, la enemistad de un Tribunal derivada de la defensa a ultranza de los intereses que se le confían es motivo de honra, no de preocupación; en cambio, la República sí debe preocuparse cuando sus jueces comienzan a considerarse, menos servidores públicos sometidos a escrutinio permanente de sus conciudadanos, que prohombres iluminados.

En el capítulo mencionado se señala que la querella no denunció oportunamente diferentes irregularidades en la actuación del Tribunal. Se dice, en tal sentido, que los querellantes “de haber ello sucedido debieron abogar para que cesara esa situación o, en el otro supuesto, interrogar de manera más profunda, si es a eso a lo que se refieren”.

Es punto menos que incongruente que se aluda a una supuesta inactividad de la querella en un capítulo dedicado precisamente a considerar el momento –y la presentación escrita-, donde esa misma querella ni más ni menos decidió retirarse del debate oral como consecuencia de una decisión del Tribunal –que venía a coronar una serie de decisiones y actitudes arbitrarias por parte de V.E.; dice V.E. que “la lectura de la extensa acta de debate no refleja, en modo alguno, la apuntada crítica, dado que las incidencias que allí constan no difieren de las suscitadas respecto de otros testimonios”. 

Omite el Tribunal recordar que fue precisamente el doctor Avila quien, en la jornada en la cual declararon los testigos Daniel Pomerantz, Ana María Blugerman y Luis Grynwald, expresó el disgusto de esta querella unificada por el tenor de los interrogatorios a los que habían sido sometidos los testigos –víctimas y sobrevivientes del atentado- en lo que se asemejaba más a una investigación por administración fraudulenta que por un atentado terrorista; y que lo toleró, como lo hizo notar ante una pregunta de la Presidencia, porque pensó que de ese modo afianzaba una amplitud de interrogatorio que luego se cambió; como también se hizo notar. 

Podrá hacer el Tribunal alusión a las actas del debate; podrá alegar que esta querella, cuando debió hacerlo, no se opuso a los interrogatorios que luego criticó. Sin embargo, encontrándose filmadas todas las audiencias, será ese el fiel registro para la historia, y quien quiera hacerlo podrá comprobar, por ejemplo, cómo el Tribunal permitió que se interrogara a la testigo Blugerman –sobreviviente y madre de una víctima fatal- por cuestiones absolutamente ajenas al objeto procesal, y cómo, el mismo Tribunal, no permitió que el Fiscal ni esta querella confrontaran los dichos falaces y mentirosos del ex Comisario Salguero, que a todas luces pretendía cambiarle el sentido a actuaciones por él mismo labradas - y que por cierto guardaban estrecha vinculación con el objeto procesal- burlándose de los presentes en la sala.

En cuanto a la omisión de criticar la tarea del instructor que se nos atribuye, debemos confesar que nos vuelve a sorprender el manejo antojadizo que realiza el Tribunal de ciertas situaciones, como por ejemplo, la unifación y separación arbitraria que realiza una y otra vez de esta querella: parece olvidar el Tribunal que la querella unificada, a través del doctor Federik, a quien por su representación, se le asignó esa parte de un alegato evidentemente unificado, realizó una fuerte crítica a la labor del instructor al momento de culminarlo, el día 21 de enero de 2004. Se mencionó incluso que se iba a requerir su juicio político por su actuación en esta causa. Al hablar en ese momento el abogado Federik, lo hacía también en representación de las querellantes AMIA y DAIA, y por eso no se entiende por qué en este tramo el Tribunal parece desandar sus propios pasos y, con tal de formular la crítica, desune a la querella.

Se reprocha a esta querella, confundiendo, evidentemente su función como parte, que “nada se dijo del oscilante criterio del Dr. Galeano que, en causas paralelas y simultáneas –“A.M.I.A.” y “Brigadas”-, íntimamente vinculadas, a un sujeto le recibía declaración testimonial en una e indagatoria en la otra, empleando luego la parte que le convenía... Guardaron silencio, también, frente al oscilante criterio del magistrado instructor que, con total arbitrariedad, adoptó disímiles temperamentos respecto de quienes se encontraban en idéntica situación, extremo que llevo a que unos fuesen detenidos en tanto los otros sólo declararon como testigos, v. g. lo acontecido con los suboficiales García y Lasala”.

Ante la inoportunidad de los comentarios, además de recordar que la estrategias de las partes no debe ser calificada por el tribunal, parece oportuno recordar que a pesar de las serias imputaciones que realiza, V.E. tampoco  tuvo reparos –cuando entendió que el fin perseguido así lo justificaba- en recibir declaración bajo juramento a las  personas que consideraba involucradas en  hechos que el propio tribunal calificó como delictivos ; o realizar interrogatorios abiertamente autoincriminantes, como el caso de la mayoría del personal del Juzgado Federal nro. 9,-ordenando inclusive la detención de uno de los ex -secretarios por el supuesto delito de falso testimonio- ; y a los agentes de la S.I.D.E. que se refirieron al pago a Telleldín,habiendo intervenido en él , circunstancia que le constaba a los miembros del Tribunal al menos después de la declaración de GARCIA,  o el paradigmático caso del abogado Semorile.

La escalada verbal contra la dignidad de la investidura de los letrados patrocinantes de esta querella adquiere visos calumniosos e injuriantes cuando los señores jueces, ya fuera de toda  prudencia exigible de un Tribunal, se permiten señalar que “pareciera que se agudiza la crítica respecto de quienes se empeñaron en la búsqueda de la verdad real, en tanto se apañó y protegió a los funcionarios que resguardaron una versión espuriamente concertada.” (el resaltado es nuestro).

Evidentemente, el Tribunal ha utilizado aquí, una vez más, sus llamativas capacidades de interpretación, puesto que afirma semejante imputación pasando por alto que en el escrito de esta querella unificada expresamente se consignó que la decisión que se estaba tomando –que a esta altura es obvio, despertó la cólera del Tribunal- no debía interpretarse como una defensa de ningún funcionario público ; y que quienes buscaron la verdad real o la alejaron de nuestro conocimiento es una conclusión que aún no resulta posible afirmar.

V.E. recuerda que los doctores Nercellas y Ávila, al regresar al debate se disculparon ante sus colegas de la defensa por no haber escuchado sus alegatos, señalando que su ausencia de las correspondientes audiencias respondieron a órdenes de sus mandantes.

Esas disculpas fueron un gesto de elemental cortesía frente a colegas, pero en modo alguno una retractación respecto de la tacha de arbitrariedad efectuada sobre la decisión del Tribunal que motivó la decisión de retirarse de las audiencias en señal de protesta por la misma. Y la referencia a las órdenes recibidas de los clientes no fue, de ninguna manera, una suerte de descargo de responsabilidad en tales órdenes, sino una simple descripción de los hechos.

Por ello, con todo el respeto que nos merece la memoria y la sapiencia de don Ángel Ossorio y Gallardo, tenemos la convicción de que el Tribunal invoca su nombre en vano, clásico argumento ad baculum: “obedecer” al cliente no es hacer todo lo que el cliente quiere, sino cumplir con el encargo de proteger, dentro de la legalidad, su pretensión, esto es, “comportarse con lealtad, probidad y buena fe en el desempeño profesional.”, conforme lo ordena el art. 6 –inc. (e)- de la ley 23.187, reguladora del ejercicio de la abogacía y que los letrados patrocinantes no dudan haber cumplido cabalmente.

III- Estructura de la sentencia y de este recurso.

La sentencia que aquí recurrimos ha sido estructurada de una particular manera. Todo aquello que se refleja en la parte resolutiva tiene su fundamento en los Capítulos VIII y IX del Título I (respecto de la causa 487/00) , y del Título II (respecto de la causa 496/00) de la sentencia. Es decir, las absoluciones que aquí se recurren se fundamentan únicamente en esos Capítulos. Otros títulos y capítulos de la sentencia fundamentan decisiones sobre las que esta parte no es querellante y algunos restantes son de cumplimiento de cuestiones formales exigidas por los arts. 399 y  404 del CPP (incs. 1 y 3).

Un Capítulo que vale la pena mencionar pues resulta claramente atípico en una sentencia judicial es el del llamado “Derecho a la Verdad” (Capítulo X del Título I), en él, V.E. deja claramente establecido que lo allí dicho no es fundamento de las decisiones absolutorias asumidas en la parte resolutiva. Expresamente dice la Sentencia al iniciar el mentado Capítulo X que:

“Conforme surge de lo expuesto, el Tribunal decidió declarar la nulidad de todo lo actuado en la causa a partir del decreto de fs. 37.557/37.559, a la vez que descartó la existencia de una vía investigativa independiente
 que permitiese sortear las piezas invalidadas.

Consecuencia necesaria de la solución alcanzada es la absolución de los imputados, extremo que torna innecesario el examen de la acusación formulada por las querellas y el Ministerio Público Fiscal.

No obstante, considera el Tribunal que frente a un hecho terrorista como el traído a juicio corresponde dar acabada respuesta a las legítimas expectativas de conocer la verdad de lo acontecido, puestas sobre este debate por las víctimas del hecho y la sociedad, dado que ella incidirá sobre el ejercicio de los futuros cursos de acción”. 

Así, todo lo contenido en ese Capítulo X formaría parte de un inmenso “obiter dictum”, suprimible mentalmente sin privar de fundamentación a lo resuelto (obviamente, en caso de que la fundamentación dada en los capítulos VIII y IX fuese realmente válido como para arribar a las resoluciones asumidas).

Expuesto lo anterior esta parte adelantará mínimamente la estructura de este escrito dado que el “recurso” argumentativo utilizado por V.E. puede generar dudas acerca de las posibilidades de interponer en este recurso motivos que discutan aquello incluido en esa especie de “obiter dictum”.

Esta parte entiende que aquello que la Sentencia pretende transmitir en ese capítulo de “Derecho a la Verdad” padece, además de deficiencias lógicas propias, del reflejo de otras deficiencias argumentativas y arbitrariedades expuestas en los Capítulos que supuestamente son los indicados para sustentar la parte resolutiva. Así las cosas, se expresará en cada caso en el que se introduzcan motivos vinculados con ese Capítulo de “Derecho a la Verdad” el porqué se está tratando alguna cuestión relativa a ese “obiter dictum”. 

IV- Exigencias del recurso de casación.

IV.1- Autosuficiencia.

IV.1.a) La causa 487/00

Inicio de las actuaciones.

El 18 de julio de 1994, la Argentina fue nuevamente elegida por el terrorismo internacional como blanco de sus demoníacas intenciones. En esta ocasión el sitio escogido fue el edificio que albergaba a las instituciones centrales de la comunidad judía argentina. 

Así, la primera inspección llevada a cabo en el lugar luego de ocurrido los hechos, permitió observar que el edificio menciona​do se encontraba redu​cido a una montaña de escom​bros desde la línea de edificación hacia los fondos. El Comisario Inspector Carlos Castañeda –por entonces a cargo del  Departamento Protección del Orden Constitucional- describe a fs. 1 del sumario la escena del crimen señalando que “...las estructuras del edificio se encon​traban visi​ble​mente dañadas, fractu​ra​das, con des​prendi​mientos de pisos de parquet que habían queda​do sustenta​dos en algún punto que no se apreciaba. La montaña de escombros aludi​da, decrecía en altura hacia el frente en un ángulo estimado a los 45 grados. El edificio de departamentos ubicado frente al inmueble siniestrado, sobre la vereda de las numeraciones pares, compuesto de planta baja y nueve pisos, se encontraba totalmente daña​do. Se apreciaba en las cuadras adya​centes al lugar del siniestro daños de magni​tud en las propie​da​des, en parti​cular sobre la calle Pasteur a la altura del 400, 500 y 700, siendo éstas de mayor intensidad al 600, observán​dose que los mayores daños perifé​ri​cos al nivel del suelo se en​con​traban en la ochava de Tucu​mán y Pasteur. Lo propio se repetía sobre la arteria Tucumán al 2200 y 2300 – entre Uriburu y Pasteur - y sus parale​las sobre la calle Viamonte” (confr. Acta de fs.1/6, material fotográfico agregado a la causa y la totalidad de las filmaciones efectuadas en el lugar de los hechos por funcionarios intervinientes, canales de TV, y aficionados).

El brutal atentado, dejo como saldo 85 muertos y 120 lesionados de acuerdo a los registros de los anexos correspon​dientes y cuantiosos daños materiales tal como surge de la pericia realizada por la División Inmuebles de la Policía Federal (Conf. Anexos “Muertos” –reconocidos y entregados-, I, II, III, IV y V; “Restos humanos”, anexo VI; “Desaparecidos y encontrados”, anexo VII; “Daños en bienes de terceros”, anexos VIII, IX y X;  “Terceros lesionados”, anexo XI; “Personas desaparecidas”, anexo XII; al igual que los anexos XIII de “Daños a bienes de terceros”; XIV, “Cadáveres” y los legajos XV “Daños y bienes de terceros” y XVI “Actas de retiros de efectos y entregas definitivas”).

Ya desde el mismo día del atentado, el hallazgo de piezas pertenecientes a un automotor en las inmediaciones del lugar del hecho –cuya dispersión y deformación respondían a un patrón común- indicaban que éste podría haber sido el contenedor del explosivo utilizado para derrumbar el edificio. 

Sumado a esto, las proyecciones del esquirlamiento provocado por el artefacto explosivo determinó la posición en la que debía encontrarse el mismo, descartando así por sus efectos, otras hipótesis de mecanismos de producción (vgr. que el contenedor del mismo fuera el volquete que se encontraba en la puerta del edificio).

Durante la tarde del mismo 18 de julio, como consecuencia del hallazgo de un trozo automotor que podía orientar respecto al vehículo que habría transportado el explosivo, personal de la Policía Federal, Superintendencia de Bomberos, se trasladó a distintas fábricas automotrices, siendo informados en la empresa CIADEA S.A. (fabricantes de Renault en la Argentina), que la pieza hallada equipaba las camionetas Renault Trafic. De tal forma se dispuso la colaboración de personal de dicha empresa con la Superintendencia de Bomberos de la PFA a los efectos de reconocer las piezas que éstos recogían en el lugar de los hechos.

El día 25 de julio, cuando los trabajos de escombramiento en lo que había sido la sede de la AMIA / DAIA se encontraban ya bastante avanzados, es hallado en el interior del mismo por personal perteneciente al Ejercito Israelí -llegados al país a los efectos de colaborar con la tarea de rescate-, el block del motor perteneciente al vehículo utilizado como contenedor de la bomba. Éste fue extraído del interior del edificio y llevado a la carpa utilizada por los miembros del ejercito israelí a fin de ser fotografiado y determinar su numeración. 

Lo cierto es que a partir de la numeración (N° 2831467) de dicho motor es que se pudo llegar hasta el último tenedor del vehículo.

El motor hallado condujo a los investigadores hasta sus  propietarios “Messin S.A.”. Estos explicaron que la camioneta había sufrido un siniestro (incendio) y que la Compañía de seguros “Solvencia S.A.” del grupo “Juncal” había entendido que se trataba de un caso de “destrucción total” y había abonado a la gente de “Messin S.A”, el seguro correspondiente a esa cobertura.

Posteriormente la investigación condujo a la Compañía de seguros “Solvencia S.A.” donde se constató que los restos de esa camioneta siniestrada habían sido vendidos a la firma “Alejandro Automotores S.A” , empresa a la que, además, se le había entregado la documentación del automotor con excepción de la cédula verde que se había destruido durante el incendio.

Se llegó finalmente a la firma “Alejandro Automotores S.A.” y allí se corroboró que la carrocería quemada y el motor  habían sido vendidas, junto con la documentación del automotor (con excepción, como dijimos de la cédula verde) al Sr. Carlos Alberto Telleldin.

Asimismo y aun antes de haberse dado con el motor de la camioneta que sirvió como contenedor del explosivo, personal de la SIDE, comenzaron a realizar averiguaciones en los garajes ubicados en las inmediaciones de lo que fuera la sede de la AMIA/DAIA. De esta forma, pudieron comprobar que en el estacionamiento denominado Jet Parking, sito en la calle Azcuenaga 959, se había estacionado una camioneta Trafic color blanco el sábado 15 de julio de 1994. Si bien las personas que conducían dicho vehículo abonaron la quincena completa de la estadía, la misma ya no fue vista en la playa el domingo 17 de julio (conf declaraciones de Elena Schargorodsky a fs 203 y 8799; Jorge Carlos Giser a fojas 204 y 12.243/4; José Antonio Diaz fs. 208, 1784 y 9148; César Omar Alderete a fs 1913 y 4393; Ricardo Víctor Buggiano a fs. 5032; Daniel Bernardo Israel Goldenberg a fs. 10.255/6; Néstor Alfredo Gibernau a fs. 11.804; María del Carmen Sallette a fs. 11.807; Alejandro Mario Lucchelli a fs. 12.361; Jorge Alberto Hurst a fs. 12.366; Adriana Inés Segall a fs. 12.370; Elba Noemi Alesso a fs. 13.731; Mario Alberto Boskin a fs. 20.751; José Alejandro Cimbolo a fs. 23727; Francisco Rubén Rosendo a fs. 25.128; Jorge Alberto Ruiz a fs. 25.271 y las constancias de fojas 206 y 207).

Se aportó a la instrucción el ticket de estacionamiento que contenía el dominio de la camioneta dejada en el estacionamiento “Jet Parking” (difiriendo en un número con la camioneta que perteneció a Messin –sustituyéndose un número “9” por un “0”-- y luego adquiriera Telleldín). 

Carlos Alberto Telleldín  y su entorno.

Una vez acreditado que la empresa “Alejandro Automotores” vendió la camioneta siniestrada a Carlos Alberto Telleldín, se realizaron las siguientes diligencias probatorias tendientes a determinar la responsabilidad que le cupo al nombrado y su entorno en el hecho investigado.

Personal tanto del DPOC como de la SIDE, se constituyeron el 26 de julio de 1994 en las inmediaciones de la casa de Carlos Alberto Telleldín, en la calle República 107 de Villa Ballester, Pcia. de Buenos Aires. 

El personal enviado a la casa de Telleldin relató (en la instrucción y luego en el debate) que dos personas que salían de la casa fueron interceptados e identificaron como los policías Inspector Mario Norberto Bareiro, y el Subinspector Diego Enrique Barreda, ambos de la Policía Bonaerense, los cuales refirieron tener un alto grado de amistad con la persona buscada. Tras ellos, salió del mismo domicilio una mujer de cabellos rubios, que se identificó como la esposa de Telleldín. Refirió tener conocimiento de la venta de la camioneta Trafic realizada por su esposo, y así fue llevada a prestar declaración testimonial.

En ese momento Carlos Alberto Telleldin no se encontraba en Buenos Aires y tanto su esposa como otros testigos (amistades de éste) manifestaron desconocer el paradero de Telleldin. Luego se supo que se encontraba en la ciudad de Posadas y explicó que había tomado el primer ómnibus que salía desde la terminal de Luján hacia el interior del país.

Su regreso a Buenos Aires se produjo luego de diversas comunicaciones telefónicas en las que su concubina y sus amigos Barreda y Barreiro explicaban la situación que se vivía en Buenos Aires. También mantuvo conversaciones con personal de SIDE que intentó convencerlo de que regresara a Buenos Aires.

A fojas 305 prestó declaración testimonial Ana María Boragni, concubina de Carlos Alberto Telleldín. Explicó la relación comercial que los unía con la firma “Alejandro Automotores”, a la cual le compraban autos siniestrados. Luego relató que unos 15 días antes del 10 de julio, de “Alejandro Automotores” fue enviada una Trafic color blanca quemada a la que le extrajeron el motor en la casa de uno de sus mecánicos –Guillermo Cotoras-, relatando dicho episodio. Luego refirió que el motor fue llevado a un taller de Ituzaingó y colocado dentro de otra carrocería. La camioneta fue anunciada en el diario “Clarín” con el domicilio de República 107. Asimismo refirió que la misma fue vendida el 10 de julio, estando ella presente en la transacción, a una persona de nombre de Ramón Martinez. Describió físicamente a dicha persona y refirió que parecía extranjero. Boragni aportó una copia del boleto de compraventa de esa camioneta.

El domicilio allí insertado, San Jose 972 de Capital, resultó inexistente (conf. Fs. 313).

Conforme estas primeras diligencias se allanaron los domicilios de Claudio Guillermo Miguel Cotoras (fs. 378); de Ariel Nitzcaner (propietario del taller de la localidad de Ituzaingó) y de Carlos Alberto Telleldín (fs. 407/21). Respecto del taller de Nitzcaner se realizó también un segundo allanamiento a fs. 10.551. 

Hugo Antonio Pérez, amigo de Telleldín prestó declaración a fs. 2302 y relató que a mediados de julio de 1994, Telleldín  había publicado para la venta una camioneta Renault Trafic, y que la había podido vender un día domingo, aunque no recordaba la fecha. En cuanto al comprador, dijo que no lo pudo ver porque en ese momento estaba en la cocina viendo televisión con otro amigo de Telleldín de nombre Pérez Mejias. Dijo saber que se había realizado la operación porque Telleldín  se lo comentó, y que respecto del comprador éste le dijo que “hablaba medio raro, europeo o centroamericano”.
Respecto de lo ocurrido el domingo 10 de julio en la casa de Telleldín, prestó declaración testimonial Carlos Enrique Schonbrod (fs. 3006 y se amplió la misma a fs. 6309 y a fs. 12.585, 31.407/8). Así relató que por estar interesado en comprar un automóvil Renault 19, y al ver un aviso en el diario Clarín, fue a la casa del nombrado, llamando primero por teléfono, el sábado 9 y luego regresó al día siguiente. Refirió que el primer día, es decir el sábado 9 de julio, vio una camioneta detrás del Renault 19. Notó que a la altura del techo, por sobre el parabrisas del lado del conductor, tenía una abolladura de unos 40 a 50 centímetros, como si hubiera tocado contra un borde al ingresar a algún sitio de techo bajo. Era de color blanco o claro y no estaba bien presentada.




A fs. 10.362/10.375 se le amplió la declaración testimonial a Ana Maria Borogni, quién relató acerca de su vida privada y a la actividad de su pareja. Asimismo dijo que vendido un lavadero de autos que tenía Telleldín  (que funcionaba también como taller) y a raíz de haberse separado de éste al reconciliarse con aquél cinco meses después, la testigo le presentó a Nitzcaner y a Jouce mecánicos a los que conoció circunstancialmente mientras duró su separación. De esta forma Telleldín  comenzó a utilizar el taller de éstos a los fines de su actividad en el rubro automotor, ocurriendo ello aproximadamente en el mes de abril de 1994. Con relación a la compra de vehículos, aclaró que la mayoría eran siniestrados y que se realizaba en “Alejandro Automotores”. Respecto de la camioneta Trafic investigada, dijo que recién vio la misma cuando Telleldín  le refirió que la acompañara a lo de Guillermo Cotoras. Luego de relatar como le fue extraído el motor de la misma, refirió en cuanto a la carrocería de, que había quedado en lo de Cotoras, si bien fue retirada desde allí, no recuerda si fue Telleldín  ó Hugo Antonio Pérez quién se la llevó, utilizando para ello una grúa particular. Dijo que después de ello no tuvo más noticia de la camioneta hasta tres ó cuatro días después cuando fue hasta el taller de  Nitzcaner. En cuanto a la venta de la misma, dijo que el sábado 9 de julio de 1994 en horas de la tarde, concurrieron a su domicilio a ver la camioneta tres hombres de aspecto tipo coreano, a quienes pudo ver desde el interior de su domicilio. Con relación a éstos, el que atendió el llamado fue Telleldín. Que éste luego de estar con éstas personas le refirió que habían dicho que regresarían al día siguiente con otra persona para ver si la camioneta servía o no. Que el día domingo, recibió Telleldín  varios llamados, cuyo número no puede precisar, de una persona interesada en la compra de la camioneta. Que respecto de los llamados, Telleldín  le comentó que no le entendía bien, que le había dado la dirección para llegar y que inclusive en uno de los llamados esa persona le hizo saber que se había perdido y que se encontraba en el partido de San Martín, por lo que Carlos tuvo que orientarlo. 




Relató que una vez que llegó este individuo, Carlos lo atendió afuera, le mostró la camioneta y salieron a probarla. Dijo que finalmente luego de un intercambio acerca del valor de ésta, se llegó a un acuerdo siendo vendida en la suma de once mil quinientos dólares. Dijo que no presenció toda la operación porque se encontraba preparando la comida, inclusive invitó al comprador a almorzar. Que el comprador sacó el dinero de un attaché negro, se la dio a Carlos quién a su vez se la entregó a la misma para que lo controlara. Que luego se realizó el boleto de compraventa, para lo cuál Carlos le dijo al comprador que “le cantara el número del DNI”, a lo que el mencionado sacó el documento y se lo mostró, manifestando a preguntas de Carlos que era un documento para extranjeros. A su vez, dijo la testigo que ella verificó la foto, comprobando que la persona que se veía no era la misma que se había presentado a comprar el auto. El comprador dijo que en realidad el rodado lo adquiría para una persona, que dio a entender venía a invertir en el país, a quién se refería como “el viejo”. Lo describió con acento centroamericano. El comprador no se llevó el formulario 08. Al momento de la transacción se encontraban en su domicilio Hugo Antonio Pérez y Pérez Mejía, quienes se hallaban en la cocina y en ningún momento tuvieron contacto con el comprador y ni siquiera lo vieron. Dijo que los nombrados vivían en su domicilio  hasta aproximadamente el 25 de julio de 1994.




Agregó que Telleldín,  junto a Hugo Pérez concurrieron al domicilio que figuraba en el boleto para entregarle al comprador los formularios 08 correspondientes, enterándose por Carlos que ni el domicilio ni la persona pudieron ser ubicados. Que el motivo que originó ir a entregar dichos formularios, era que el comprador no había concurrido a retirarlos en el plazo estipulado y siendo que con Carlos ya habían decidido mudarse, tanto que había señado el alquiler de otra propiedad, se vieron en la obligación de alcanzárselo. Asimismo refirió haber tenido inconvenientes para dicha época con la Brigada de V. López.


En cuanto a la semana del 18 de julio de 1994, dijo que ese día fue a comprar facturas y que cuando regresó le dijo a Carlos que prendiera la televisión ya que había ocurrido algo, enterándose en definitiva por los medios del atentado contra el edificio de la AMIA.  

Las indagatorias prestadas en la instrucción por Carlos Alberto Telleldín  y su entorno.

Claudio Guillermo Miguel Cotoras  

A fojas 1412 se le recibió declaración indagatoria a Claudio Guillermo Miguel Cotoras (30/7/94), quien refirió que conocía a Telleldín  desde hacía seis u ocho años. Refirió conocerlo por medio de Ana Boragni. Con Telleldín tenía una relación comercial, aunque después de tanto tiempo había “confianza”.  Telleldín  se dedicaba a la compra-venta de automotores, que primero debía arreglar para poder venderlos. A él se los llevaba para que hiciera los arreglos de mecánica.

A principios de aquél mes (7/94) le llevó una Renault Trafic, motor 1400 a gas, quemada pero recuperable. Se la llevó para sacarle el motor y así poder llevarla a reparar. Por una cuestión de tiempo le aconsejó –a Telleldín - que llevara el motor a arreglar a otro taller, ya que él no lo podría hacer. Así fue entonces que extrajo el motor y lo colocó en el baúl de un Ford Escort de Telleldín .
A simple vista se dio cuenta que el motor tenía quemado el alternador, el distribuidor, el burro de arranque, el múltiple de admisión y el carburador. También tenía quemado el radiador y otras partes.

Telleldín se llevó el motor, quedando algunas partes en su casa. El chasis de la camioneta quedó por esa noche en la calle, en la esquina, y Telleldín retiró la camioneta al otro día mientras él no estaba. Si bien no recuerda qué día exacto le dejó la camioneta, sabe que fue durante la primer semana de ese mes de julio. A la camioneta no le hizo ningún arreglo, y las auto-partes de la misma que fueron secuestradas en su casa quedaron allí porque en su momento las tuvo que sacar para poder extraer el motor.

Asimismo a fojas 8135 amplió su declaración indagatoria Claudio Guillermo Miguel Cotoras (23/1/95) quien  refirió que en los primeros días del mes de julio de 1994, sin poder precisar la fecha, llegó a las 19:30 horas a su casa, y en la esquina vio estacionada una Renault Trafic quemada. A las 21 horas aproximadamente llegó Telleldín , quien primero le preguntó si podría reparar el motor. La respuesta fue negativa por cuanto no tenía tiempo para hacer tal tarea, y entonces Telleldín  le solicitó que extrajera el motor de la carrocería así lo llevaba a otro taller, a lo cual accedió.

Explicó que para hacerlo tardó unos cuarenta y cinco minutos, y que ese mismo día Telleldín  se llevó el motor, aclarando que a éste no lo desarmó ni le hizo ninguna limpieza de las partes quemadas, solamente lo sacó y lo puso en el baúl del Ford Escort de Telleldín. Respecto de las auto-partes y patentes secuestradas en su domicilio, refirió que debieron sacarse de la camioneta para poder extraer el motor.

En cuanto a quiénes estaban presentes, refirió que estaban Telleldín , Ana Boragni, él, y nadie más, aunque luego manifestó que no recordaba si había estado también Hugo Pérez.

Por otro lado, explicó que la camioneta había sido trasladada hasta su domicilio por una grúa, lo cual le fue comentado por Telleldín  y por un vecino de nombre “Walter”, y dijo que no sabía quién se la había llevado, pues quedó ahí hasta el otro día, y cuando volvió del trabajo ya no estaba, suponiendo que habría sido el propio Telleldín  por cuanto no se la reclamó y además le había dicho que la iba a reparar.

Al serle exhibidas las fotografías de fojas 232/9, manifestó en primer lugar que la Renault Trafic que se le estaba exhibiendo en las fotografías se encontraba más quemada que la que tuvo ante su vista, aclarando de todos modos que a esta última la había visto de noche, mencionando de todos modos que la camioneta que él vio tenía más color blanco.

En cuanto al motor, refirió que podría tratarse del mismo (el de la foto y el que sacó la carrocería), aunque también puso énfasis en que era de noche cuando vio el motor, agregando que aunque no había visto los tubos de gas que se veían en la foto, estaba seguro de todas maneras que el motor que había extraído era a gas, ya que había observado el regulador correspondiente.

Asimismo a fs. 27880 prestó declaración testimonial Laura Marcela Scilione, concubina de Claudio Cotoras quien manifestó que “...  trabajaba de mecánico en su casa y además en la empresa ¨ La Camionera ¨ que se dedicaba al rubro de grúas para el automotor ... que el Sr. Telleldín  le traía a menudo trabajo para su pareja ... Telleldín  se dedicaba a la compra de automotores usados, y cuando estos estaban rotos , se los llevaba a su marido para que los arregle ... que luego de cometido el atentado contra la sede de la AMIA y con posterioridad a que Cotoras recuperara la libertad, él le hizo algunos comentarios relacionados con la camioneta Trafic. En este sentido le hizo saber que Telleldín  le había llevado la camioneta para que le hiciera algunos arreglos. Que al no tener tiempo material para llevar a cabo los arreglos ... lo único que hizo ... fue extraer el motor del vehículo para posteriormente entregárselo a Telleldín  o Boragni ... ¨.

Con fecha 4 de diciembre de 1997, Roberto Fabian de Lucia, agente del DPOC, prestó declaración testimonial y manifestó que realizando tareas de inteligencia pudo determinar que Claudio Cotoras trabajó en la empresa Transportes y Gruas la Camionera S.R.L. desde agosto de 1992 hasta julio de 1994; cumpliendo funciones de mecánico.

Ariel Rodolfo Nitzcaner
A fojas 1417, prestó declaración indagatoria Ariel Rodolfo Nitzcaner (30/7/94), quien refirió que es mecánico y hace chapa y pintura. Un cliente suyo habitual, Telleldín , le llevó una camioneta Renault Trafic a remolque con detalles de carrocería para cambiarle el motor y “disfrazarla” (sic). No recordaba fecha exacta, pero debió haber sido el primer sábado de ese mes de julio, porque recordaba que se la entregó el viernes 8 de julio ya arreglada.

La recibió entera, solamente con el techo picado y medio lateral sin pintura, de cada lado. El motor estaba sin batería, sin carburador, sin accesorios. Telleldín  le llevó otro motor y le pidió que se lo coloque, obviamente sacando el anterior. Este nuevo motor tenía faltantes, por lo que le cambió la tapa del cilindro, del carburador y les puso otros de otros motores. Conocía a Telleldín  desde hacía cinco meses, aunque primero conoció y fue cliente suya la mujer.

Jouce lo ayudó a ponerle el motor a la Trafic. Lo único que comentó Telleldín  fue que tenía la camioneta publicada para venderla el sábado 9 y domingo 10 de julio. Volvió a ver a Telleldín el lunes siguiente a la noche, cuando ya había vendido la camioneta. Le había quedado debiendo plata y el lunes fue a buscar el saldo y Telleldín  le pagó, comentándole que había vendido la camioneta. Le contó que primero lo habían llamado por teléfono, después fueron dos personas a verla y que hablaban en japonés o un idioma que no conocía y que le habían peleado el precio. La mujer de Telleldín , de nombre Ana, le comentó que seguramente esta gente quería la camioneta para algo raro, “porque no quisieron verificarla, solamente la revisaron”.

A fojas 7959 se amplió la declaración indagatoria a Ariel Rodolfo Nitzcaner (17/1/95). En esta oportunidad explicó que había conocido a Telleldín  unos cinco meses antes del atentado, habiendo sido el mismo llevado a su taller por su mujer, Ana Boragni. Incluso a ésta la conoció un mes antes que a Telleldín, debido a que su vehículo (un Ford Escort) había sufrido un desperfecto mecánico en las inmediaciones de su taller. El primer trabajo que le encomendó Telleldín  fue el armado de una camioneta Trafic: le llevó un motor desarmado y la carrocería de una Trafic, solicitándole que armara dicho motor.

Dicho trabajo lo realizó en una semana, y Telleldín  le comentó que se lo encargaba por cuanto estaba disconforme con su anterior mecánico, de quien sólo supo que se llamaba “Guille”.

Respecto de la camioneta en cuestión, refirió que Telleldín  se la llevó remolcándola en un Ford Sierra de color verde, aparentemente perteneciente a un amigo suyo de nombre “Miguel”. Esto ocurrió el sábado anterior al viernes 8 de julio de 1994, entre las 13 y las 13:30 horas, y no recordó si estaba también Ana Boragni. 

La Trafic aludida no funcionaba porque le faltaba la batería y el carburador. Telleldín  le dijo que ese motor estaba roto y que él tenía uno entero para ponerle, y que debía entonces sacar el motor, aunque sin desarmarlo. El lunes siguiente, al mediodía, Hugo “el cordobés” (de quien sabía que en esa época vivía con Telleldín ), le llevó un motor para colocar en la carrocería, con una fotocopia del formulario 04 (dada de baja del motor), en el Ford Escort, sin compañía de otras personas.

Este motor estaba “oxidado, como si hubiera estado a la intemperie un tiempo, no tenía grasa afuera, por lo que puede decir que se encontraba oxidado por la intemperie, considerando ... que pudo haber estado expuesto a las inclemencias del tiempo por una o dos semanas” . 

Asimismo, refirió que el motor estaba “clavado”, sin bujías, sin distribuidor, alternador, sin filtro de aceite, sin perjuicio de lo cual era recuperable.

Respecto de los trabajos de chapa y pintura que hubo que hacer, explicó que debieron realizarse en el marco del parabrisas, en el techo –que tenía una “abolladura”- y se debieron pintar los paneles de costado, “ya que daba la impresión que se hubieran efectuado trabajos para borrarle algún logotipo de propaganda que hubiera presentado... también a pedido de Telleldín  le quitó un revestimiento de maderas que tenía adentro”.
Asimismo agregó Nitzcaner que los repuestos necesarios para poner en condiciones el motor a colocar en la camioneta le fueron facilitados por Telleldín , quien le había aclarado además que el motor que venía en la camioneta no debía desarmarse, siendo retirado posteriormente por el propio Telleldín  en compañía de Ana Boragni, el lunes a las 18 horas, en su Renault 19.

El martes o miércoles siguiente, Telleldín  le llevó personalmente los repuestos para armar el motor a colocar en la Trafic, aunque, aclaró, quien normalmente se ocupaba de llevar los repuestos o de darle las instrucciones, en el caso de otros rodados, era Ana Boragni.

Así, continuó explicando que el viernes 8 de julio tuvo lista la Trafic encomendada, y Telleldín  y Boragni se presentaron a las 20 horas aproximadamente, la probaron y le pidieron que la tuviera hasta el día siguiente, debido a que no tenían lugar donde dejarla. Respecto del motor que le colocara a la misma, indicó que era de 1400 centímetros cúbicos y que no era a gas, no pudiendo precisar mayores datos. En relación al otro motor, el que tuvo que extraer, refirió que no podía dar precisiones, por cuanto no lo había desarmado.

Siguiendo con lo ocurrido, relató que el sábado 9 se presentó Boragni a las 11 horas, retirando la camioneta, andando. En cuanto a sus honorarios, explicó que los pactó en la suma de ochocientos cincuenta pesos, habiendo recibido seiscientos cincuenta pesos el viernes 8. El resto lo fue a buscar personalmente a la casa de Telleldín  el lunes 11, y recibió el dinero por cuanto aquél había vendido la camioneta, según le dijo. 

Posteriormente, manifestó que en una conversación telefónica mantenida con Ana Boragni, ésta le contó que la camioneta utilizada en el atentado a la sede de la AMIA, había sido la vendida por ellos (ella y Telleldín ), que a la vez había sido arreglada en su taller. Esta conversación -según declaró- fue el día mismo en que Boragni recuperara su libertad luego de haber sido demorada.

Por otro lado, refirió Nitzcaner que Telleldín , el día lunes 11 de julio en ocasión de haber ido hasta su casa para cobrar el dinero adeudado, le comentó que “el flaco que había ido era medio raro, que estaba medio disfrazado, que para algo raro querían la camioneta”. Agregó que no sabía los motivos que tenía Telleldín  al hacerle ese comentario, en tanto en ninguna de las oportunidades anteriores en que realizara trabajos para él le había hecho comentario alguno en relación a las operaciones llevadas a cabo con los vehículos.

Incluso refirió que le comentó Telleldín  que se habían presentado en su casa dos personas de habla japonesa, quienes luego de discutirle el precio le dijeron que la camioneta sería adquirida por un sujeto que había llamado previamente por teléfono. Aclaró que según veía las cosas, estos datos le habían sido comentados por Telleldín  y su señora para que él los supiera al momento de declarar, pero que en realidad no le constaba que así hubieran ocurrido las cosas.

Al serle exhibida la fotografía obrante a fojas 239 en su parte inferior -en la que se ve el motor de la camioneta que perteneciera a la firma “Messin S.R.L. y que resultara incendiada- contestó con total seguridad que el motor que allí aparece de ninguna manera era el que había recibido por parte de Hugo “el cordobés” y que colocara por pedido de Telleldín  en la carrocería de la Trafic.

Explicó tal conclusión refiriendo que el motor ilustrado presentaba varias partes quemadas, y de haber sido el mismo que él armara, al abrirlo tendría que haber encontrado vestigios de aluminio derretido, lo que no sucedió. Además, pudo advertir el equipo de gas correspondiente, y el que él instalara carecía de tal.

En su taller trabajaban, en la época del armado de la Trafic, Marcelo Jouce, Francisco Bonefon y Pablo de la Cruz.

Finalmente, refirió que luego de declarar por primera vez, y una vez levantada la incomunicación, Telleldín  le había ofrecido un Renault 12 a cambio de que declarara que la Renault Trafic arreglada era la quemada.




Que a fs. 10.182 el Dr. Claudio Nitzcaner, defensor de Ariel Nitzcaner, efectuó una presentación en la cuál manifestó que la Trafic reparada por su defendido no poseía puerta lateral corrediza derecha, lo que se contrapone con el “Informe Técnico Pericial Final”, siendo a que a fs. 116 se afirma que el “El vehículo utilizado en el atentado fue una camioneta RENAULT TRAFIC,...con portón sobre el lateral...derecho”; “...con puerta lateral corrediza derecha...”. Asimismo refirió que de acuerdo a lo declarado en la última indagatoria por su defendido, éste refirió que retiró del interior de la camioneta un revestimiento en madera que el vehículo poseía, siendo que parte del mismo, fue secuestrado junto a otros elementos, al momento de la detención de Nitzcaner en julio de 1994, no obstante, el resto del revestimiento de madera que cubría el techo y ambos laterales aún se encuentra en el taller mecánico propiedad de su defendido.




A fs.12.915/922 se le amplió la declaración indagatoria a ARIEL RODOLFO NITZCANER, quién refirió que la carrocería de la camioneta que poseía en su taller, presentaba lijados dos sectores en ambos laterales, como si se correspondiera a algún logotipo que existiera en esos lugares con anterioridad. Que a su vez, en la parte inferior de la puerta posterior trasera advirtió la presencia de un logotipo color rojo y negro. Agregó que si bien los laterales descriptos se encontraban lijados, igualmente se podía percibir la presencia de una dibujo, en forma difusa, que representaba a la mitad de un disco, y por debajo de éste un recuadro con la inscripción de una leyenda de color rojo, siendo igual al dibujo que lucía la camioneta en su parte posterior, aunque mucho más grande. Asimismo reprodujo los dibujos que describió e indicó su precisa ubicación en copias fotoestáticas de un modelo Renault Trafic TA 12 del informe de CIADEA S.A.. Hizo saber que tal Renault Trafic no se compadece en modelo y diseño con la que en realidad le llevaron a su taller, ya que aquella no poseía puerta lateral, como si presentaba aquella que se le exhibía.




Agregó Nitzaner, que la carrocería era blanco chapelco, y la repintó en las partes donde se hallaban pulidas, con igual color de la marca colorín, marcando aquellos lugares que se encontraban repintados. Se le exhibió la fotografía de la camioneta aportada por Pedro Sarapura, y dice que efectivamente es la camioneta que viera, le dejaran y reparara en su taller de la calle Ituzaingó. En relación al motor que colocara en la Trafic mencionada, reitera que éste se lo llevó Hugo Antonio Pérez el día lunes a las doce del mediodía. Que el mismo se encontraba “clavado”, oxidado, como si hubiera estado seis o siete meses a la intemperie, típico motor de “desarmadero”, asegurando que el mismo no estaba quemado porque las partes de aleación liviana estaban enteras y no presentaban daños por no haber sido expuestas a latas temperaturas. Explica el motivo. Agrega que dejó la misma bomba de nafta y que de haber estado sometido ese motor a la acción del fuego, lo primero que se hubiera quemado hubiese sido esa parte, e incluso el múltiple de admisión no presentaba vestigios de aluminio derretido en su interior, por cuanto de haber sido sometido a calor intenso ello tendría que haber ocurrido.




Se le exhibió la fotografía obrante a fs. 86 del Informe Preliminar y dice Nitzcaner que las cubiertas descriptas no se corresponden con aquella que poseía la camioneta Trafic que le llevaran a su taller, dado que ésta presentaba cuatro cubiertas marca “Rangler” y no “Fate AR 30” como luce en el precitado informe. Recuerda que cuando se encontraba arreglando la camioneta Trafic mencionada, Telleldín se hizo presente con una persona que tripulaba una Renault Fuego GTA de color rojo, que tenía una pierna enyesada y que Telleldín  le refiriera que se trataba de personal policial de la Brigada de Vicente López, siendo que concurrió a llevarle repuestos  o dinero por trabajos realizados. Agrega que éste se “pavoneaba” en cuanto a que personal policial le cuidaba las espaldas y que incluso comían en su casa, agregando que en otra oportunidad y antes del episodio que narrara vió a este policía en la puerta de la casa de Telleldín .




Nitzcaner resaltó que Telleldín respecto de la Trafic reparada en su taller le dio referencias con lujo de detalles acerca de la persona a la que le había vendido, cuando por el contrario en las tres oportunidades anteriores en que le reparó camionetas Trafic, en ningún caso le hizo referencias a las circunstancias que rodearon sus ventas ni de las personas a que fueron vendidas.

Marcelo Fabián Jouce
A fojas 1465 prestó declaración indagatoria Marcelo Fabián Jouce (30/7/94), quien refirió ser de profesión mecánico y compartir el taller con Ariel R. Nitzcaner. Una persona de nombre Carlos “Tellerin”, cliente del nombrado, le avisó que el sábado 2 de julio le iba a llevar una camioneta. Fue por eso que Nitzcaner le pidió que se quedara para ayudarlo a sacar el motor. Eso fue el mismo sábado, y “Teillerin” llevó el rodado aproximadamente a las 18 horas. Es así entonces que el mismo sábado en que recibieron la camioneta, le sacaron el motor, además de las tapas del cilindro y el embriague.

Agregó que durante la semana le pintaron el techo, arriba de la puerta porque estaba arrugado por un golpe. También pintaron los dos paneles laterales y el portón trasero.

Por su parte, refirió que “Telleirin” se llevó el resto del motor extraído a la carrocería. Entre el martes y el miércoles de esa semana, el prenombrado llevó un motor para colocarlo en la Trafic. Ariel lo armó y él lo ayudó a colocarlo, y el jueves y viernes se amoldó el motor al resto de la camioneta, la cual estuvo lista el viernes al mediodía, cuando él se fue (a Entre Ríos con amigos a pescar, regresando el domingo a la noche). El lunes se enteró por Ariel que la camioneta ya había sido entregada el mismo viernes a la tarde 

Al preguntársele por su conocimiento de Telleldín, refirió Jouce que “se dedica a la compraventa de autos. Que antes de vender los autos siempre se los lleva a ellos para que se los arreglen. Desconoce de donde consigue o compra los autos Tellerin, pero que siempre los trae con sus papeles en regla”.

Refirió desconocer a quién había vendido Telleldín la camioneta Trafic, y que las autopartes que fueran secuestradas en su taller las había llevado Telleldín  cuando llevara los primeros trabajos porque las iban a necesitar para sus encargos.

Aproximadamente una semana después de haber terminado con la Trafic volvió a ver a Telleldín , “por el tema del Escort” de la mujer. Aclaró que no hablaron de la Trafic, pero sin embargo Ariel le comentó que cuando fue a cobrarle a Telleldín  a la casa éste le comentó que la había vendido, y que le había llamado la atención que quien la había comprado no se preocupara por la verificación y que por ello suponía que podía tratarse de un traficante.

A fojas 8047 amplió su declaración indagatoria de Marcelo Fabián Jouce (20/1/95), quien relató que en enero de 1994 había empezado a trabajar con Ariel Nitzcaner, y que en marzo de ese mismo año concurrió al taller una mujer por un problema mecánico en su rodado, un Ford Escort, que fue solucionado por Nitzcaner. Posteriormente, esta misma mujer –de quien sabía se llamaba Ana- fue acompañada de su marido, al que presentó a Nitzcaner, a quien le dijo que se dedicaba a la compra-venta de vehículos y que tenía varios trabajos para llevarle porque se había peleado con su anterior mecánico. 

El marido de Ana resultó ser Carlos Telleldín , y respecto de los trabajos que llevó al taller, explicó que los dos primeros fueron camionetas Trafic. A una de ellas la alfombró en su interior, porque el prenombrado quería hacerla tipo “ejecutiva”. A la otra Trafic, la primera, hubo que armarle el motor y hacerle dos paneles de pintura.

En relación a esta camioneta, refirió que la llevó Telleldín  el sábado 2 de julio, aproximadamente a las 18 horas. Nitzcaner le pidió que lo ayudara a sacarle el motor porque Telleldín se lo quería llevar y así lo hicieron, cargando el motor en el Renault 19 de Telleldín, que se encontraba acompañado por Ana Boragni. La camioneta tenía un golpe sobre la puerta y el parabrisas, en el techo, un golpe atrás en el borde con el techo. Telleldín  dijo, les pidió que arreglaran los golpes y que pintaran los paneles laterales.

Por otro lado, a los dos o tres días llevó un motor para colocar en la camioneta. En realidad, explicó, ese día salió desde las 11:45 hasta las 15:30 horas, y al regresar Nitzcaner le comentó que habían llevado el motor aludido, sin decirle quién lo había hecho. En cuanto al arreglo del motor, aseguró no haber colaborado, toda vez que se dedica a realizar arreglos de chapa y pintura, mas no de mecánica, y lo único que hizo fue ayudar a Nitzcaner a colocar el motor reparado en la carrocería de la Trafic.

Respecto de dicho motor, explicó que el mismo estaba reseco, notándose que había estado en la intemperie. Le faltaba el carburador, y estaba “clavado”, no pudiendo precisar si era a gas o no.

Refirió asimismo que tampoco se ocupó de los trabajos de chapa y pintura, sino que se limitó a darle las indicaciones pertinentes al pintor que trabajaba en el taller, de nombre Pablo.

El arreglo en total demandó seis días, continuó, agregando que el viernes 8 de julio la camioneta estaba lista, y lo único que faltaba era que arrancara el motor. Por su parte, ese mismo día se fue a pescar con unos amigos a la provincia de Entre Ríos, regresando recién el día domingo a la noche. En tal ocasión, su mujer le contó que Nitzcaner había ido a su casa a llevarle parte del dinero que había abonado Telleldín  por el trabajo. El lunes siguiente, Nitzcaner le contó que finalmente habían hecho arrancar el motor, y que Telleldín  se había llevado la camioneta ese mismo día del taller.

Al preguntársele si el motor que se colocó en la Trafic pudo haber estado quemado, respondió que no lo podía asegurar, pero que a su entender no era posible, por cuanto en tal caso el mismo debiera haber estado negro y con piezas fundidas, y que el motor realmente colocado estaba más bien blanco, reseco como si hubiera estado a la intemperie. En consecuencia, al serle exhibida la fotografía de fs. 239, no reconoció el motor allí ilustrado como el que fuera colocado en la camioneta en cuestión.

En relación a esta última, refirió que la misma era de color blanco, al igual que las otras dos que llevara Telleldín  al taller, y en cuanto a los repuestos, al no haberse ocupado de la parte mecánica no pudo decir quién los llevó, aunque refirió que suponía que habría sido como en los otros casos, en los que el propio Telleldín  llevaba los repuestos a utilizar.

Por otro lado, refirió que creía que en el taller habían quedado unas maderas, las cuales estaban en el piso de la camioneta, y cuatro o seis listones de madera ubicados en los laterales del interior. Dichos elementos, agregó, fueron extraídos a pedido de Telleldín .

Miguel Gustavo Jaimes

A fojas 8148 prestó declaración indagatoria Miguel Gustavo Jaimes (23/1/95), quien explicó que conocía a Telleldín  desde hacía un año aproximadamente, por haber llevado su automóvil particular al lavadero que aquél tenía en la zona de Olivos, en la Pcia. de Buenos Aires, y al comenzar a ir con cierta frecuencia llegó a tener cierta relación tanto con el prenombrado como con su señora de nombre Ana.

En cuanto a sus ocupaciones, refirió que en ese momento se desempeñaba como visitador médico, y que anteriormente se había dedicado a la compra-venta de automotores, actividad que luego de haberla dejado retomó tras conocer a Telleldín . Por otra parte manifestó que tenía ciertos conocimientos de trabajos de chapa y pintura, por lo que si los rodados que compraba para vender necesitaban de mejoras de ese tipo las hacía él mismo. Asimismo, dijo que sabía que Telleldín  se dedicaba a la compra-venta de automotores siniestrados, los que adquiría en la agencia “Alejandro Automotores”. A Alejandro Monjo, por cierto, dijo haberlo conocido en una oportunidad en que Telleldín  lo acompañó a la agencia mencionada para ver si podían realizar una permuta con su automóvil particular, operación que finalmente no se realizó.

En otro orden de cosas, refirió también que en una de las ocasiones en que había ido a la casa de Telleldín , éste le pidió que lo ayudara a remolcar con su Ford Sierra de color verde una camioneta Renault Trafic blanca, hasta el taller mecánico de quien conocía como “Ariel”, ubicado en la zona de San Andrés, cerca de Villa Ballester. 

En relación a dicha camioneta, manifestó que no sabía cómo ni por quién la había adquirido Telleldín, negando cualquier tipo de vinculación con la misma. Respecto de su estado, explicó que era blanca, con la pintura bien conservada, pero no pudo recordar más detalles, ni siquiera si era “corta” o “larga”.

Por el traslado referido no cobró ninguna suma de dinero, ya que se trataba de un favor solicitado por Telleldín , y si bien aseguró que fue antes del atentado investigado, no pudo precisar la fecha, más allá de decir que fue entre los meses de junio y julio de 1994. En cuanto al día en que ello habría ocurrido, manifestó que posiblemente haya sido un sábado en horas de la mañana o mediodía.

Agregó además que cuando llegó a la casa de Telleldín  la camioneta se encontraba estacionada en la esquina en diagonal de la mano de enfrente de la casa de aquél en la calle República de Villa Ballester. Luego, una vez que llegaron al taller, desenganchó la camioneta y se retiró hacia su domicilio. En el taller también vio el Ford Escort de Telleldín  (ó Boragni), pero no prestó atención respecto de si estaba para ser arreglado o para que Telleldín  regresara en él.

Siguiendo con su relato, refirió que Telleldín  no le dijo cuál sería el destino de la camioneta; únicamente le dijo que andaba mal y que la tenía que llevar a arreglar, sin hacerle mayores comentarios.

En lo que a él respecta, aseguró no haber realizado ningún trabajo en la camioneta Trafic aludida, y explicó que no sabía si tenía o no motor, porque no había visto el interior del rodado, y que Telleldín  le pidió que la remolcara de manera totalmente casual, es decir, porque en el momento en que necesitaba tal ayuda él se presentó en su domicilio con su rodado.

Finalmente, manifestó que dos o tres días después de ir al taller de Ariel con Telleldín  volvió para hacer un presupuesto para su vehículo, y en dicha ocasión no vio la camioneta que remolcara, aunque aclaró que no prestó atención al respecto.
Hugo Antonio Pérez

A fojas 7849 prestó declaración indagatoria Hugo Antonio Pérez (11/1/95). En relación a la camioneta Renault Trafic involucrada en el atentado y en la presente investigación, refirió que por comentarios de Carlos Alberto Telleldín  sabía que éste había adquirido una camioneta siniestrada en “Automotores Alejandro”, unos diez o doce días antes del atentado. Aclaró que para dicha época vivía con el nombrado Telleldín  en el domicilio de la calle República 107 de Villa Ballester, y que recién vio la camioneta dos o tres días antes de que Telleldín  la vendiera, encontrándose la misma estacionada en la puerta del domicilio indicado.

En cuanto al estado del rodado, explicó que si bien la pintura estaba un poco desprolija, estaba “arreglada”, aunque se notaba en la pintura y en el costado derecho especialmente que no había sido pulida la pintura, y el guardabarro derecho denotaba como si le hubieran hecho un mal arreglo. Un domingo (no pudo precisar qué fecha), mientras él estaba en la cocina con Peres Mejias, a las 16 ó 16:30 hs. escuchó que tocaban el timbre de la casa. Momentos después, continuó, ingresó Ana Boragni a la cocina, comentado que había un cliente para comprar la Trafic.

Transcurridos unos veinte minutos, regresó a la cocina la prenombrada, esta vez junto a Telleldín, comentando ambos que habían vendido la camioneta a una persona de origen extranjero, que hablaba un idioma centroamericano. Recordó asimismo que ambos comentaron que esta persona no les había gustado, “por la forma en que hablaba y la cantidad de dinero que exhibía, refiriendo... que parecía un narcotraficante”. De todos modos, aclaró Pérez que en ningún momento había visto al comprador de la camioneta, ya que había permanecido todo el tiempo en la cocina.

Asimismo refirió que el día anterior, sábado al mediodía, mientras se encontraba en una ventana del domicilio de Telleldín, pudo observar que tres sujetos, dos de ellos coreanos y uno occidental, estaban mirando la camioneta junto con Telleldín . En ese momento debió retirarse de la casa para ir a trabajar, y al salir el prenombrado continuaba en la calle conversando con aquéllas personas. Al regresar, a las 18 horas de ese mismo día, Telleldín  le comentó que los coreanos no tenían dinero y que no les había gustado la camioneta.

Por otro lado agregó que al menos que él supiera éstas habían sido las únicas personas que había ido a ver la camioneta, y que además ese mismo sábado habían llamado por teléfono en dos o tres ocasiones para preguntar cómo llegar al domicilio de Telleldín . El domingo, asimismo, además del sujeto que finalmente compró la camioneta, no se presentó nadie más.

Respecto de la semana subsiguiente, refirió que a los dos o tres días de ocurrido el atentado, mientras veían con Boragni y Telleldín los noticieros televisivos éstos comenzaron a ponerse cada vez más nerviosos, ante la posibilidad, por ellos mismos contemplada, de que la camioneta utilizada como coche-bomba en el atentado a la sede de la AMIA fuera la que habían vendido una semana atrás. Este estado de nervios se acentuó y agravó, hasta que el viernes de esa semana, al volver de trabajar, Telleldín  le pidió que lo acompañara a entregar la documentación del rodado en cuestión o bien a verificar la real existencia del domicilio del adquirente del mismo, ya que al realizarse la operación de compra-venta había quedado pendiente la entrega de la documentación del rodado. 

A continuación, relata Pérez que fue junto a Telleldín  en busca del comprador de la Trafic, Ramón Martinez, a quien no sólo no pudieron encontrar, sino que en la dirección correspondiente había un portón con un terreno baldío, y los vecinos que interrogaron les respondieron que no conocían a ningún Martinez.

Así fue que el estado de nervios al que antes aludiera se incrementó, y el domingo 25 de julio decidieron con Boragni y Telleldín que éste último, Pérez Mejias y él mismo debían irse de ese domicilio. Por su parte, fue primero a la casa de Eduardo Telleldín , permaneciendo sólo un día, para luego alojarse en una pensión ubicada en la calle Soler 6082, sin saber dónde habían ido Telleldín  y Pérez Mejias.

Continuando con su declaración, relata Pérez cómo conoció a unos hermanos de apellido Lira, e introdujo algunos datos con la intención de involucrarlos en el atentado. Al respecto dijo que los Lira tenían contacto por razones laborales con la Embajada de Irán. También nombró a un arquitecto Gordillo, que también estaría involucrado. 

A fojas 7898 continuó prestando declaración Hugo Pérez, quien se refirió a los hermanos Lira. Posteriormente, se le preguntó qué personas visitaban a Telleldín  mientras él había vivido con éste último, refiriendo que lo visitaban su madre, su hermano Eduardo, una persona de nombre Adrián (más adelante se retracta al acordarse de que en realidad se llama  Ariel), en dos o tres oportunidades una persona de nombre “Miguel”, el cual aparentemente compraba o vendía automóviles. Agregó finalmente que Ariel era el que arreglaba los automóviles que posteriormente vendía Telleldín .

Por otro lado, refirió que personalmente no conocía a Alejandro Monjo.

A continuación, se le exhibieron las copias de la causa labrada en relación al hallazgo de la carrocería de una camioneta Trafic incendiada en la Ruta 8 en José C. Paz. Al respecto, refirió que se trataba de una camioneta que había comprado Telleldín  en “Alejandro Automotores” y mientras la estaba llevando a la ciudad de Córdoba para refaccionarla y convertirla en un “arenero”, la grúa que la transportaba se descompuso en la localidad mencionada y tuvo entonces que dejar la camioneta sobre la ruta, encontrándose al ir a buscarla posteriormente que la misma había sido trasladada a la Comisaría del lugar, donde finalmente le hicieron entrega del rodado.

En otro orden de cosas, explicó que había hecho los trámites en la Comisaría por expreso pedido de Telleldín , agregando que las instrucciones que recibió de éste fueron que concurriera a la Comisaría con un amigo suyo, un policía de nombre Diego. También le dijo que una vez que retirara la camioneta de la Comisaría, la llevara a un desarmadero que es de una persona apodada “El Cordobés”, lo que así hizo, oportunidad en la cual Telleldín  lo paso a buscar por el desarmadero en el Ford Escort de Ana Boragni.

Luego refirió que al desarmadero de “El Cordobés” habría ido en tres o cuatro oportunidades, siempre acompañando a Telleldín .




A fs. 13.927/33 se le amplía la declaración a Hugo Antonio Pérez, quién ratificó sus anteriores deposiciones prestadas a fs. 7848/57 y 7897/7910. En relación al 10 de julio de 1994 dice que en horas del mediodía comienza a almorzar, haciéndolo junto a Pérez Mejias, Ana Boragni, Telleldín  y los hijos de Ana. Que siendo las 17 horas, ingresó Ana a la cocina donde se encontraba el declarante junto a Pérez Mejias mirando televisión, la que les comentó que su esposo se encontraba con una persona que había venido a comprar la camioneta, retirándose nuevamente al living (lugar donde se estaba realizando la venta); para volver luego de aproximadamente treinta minutos junto a Carlos Telleldín , donde les comentaron que habían realizado la venta de la camioneta a una persona que les parecía extraña, que hablaba con acento centroamericano, y que era de cabellos largos.




Posteriormente dijo que “....Telleldín  para guardar sus papeles, solía utilizar un maletín de color negro y de tamaño normal. Que dicho maletín siempre lo guardaba en su habitación. Que al ingresar a la cocina luego de efectuar la venta, Telleldín  no lo llevaba consigo. Que cree que la noche en que se efectuó la venta de la Trafic, JACINTO Cruz ya se encontraba en la casa de Telleldín ...” 




En cuanto al día 18 de julio de 1994, refirió que luego de trabajar se dirigió con Cruz hasta el domicilio de Telleldín. Que al llegar a la casa, encontró a Ana Maria Boragni, sus hijos, no recordando si estaba Carlos Telleldín. Que en ese momento no hicieron comentario alguno de la explosión, que recién a los tres días de sucedido el mismo es que conversan sobre aquello.

Jacinto Cayetano Cruz




A fs. 13.920/26 se le recibió declaración indagatoria a Jacinto Cayetano Cruz, quién refirió ser albañil, siendo que realizó algunos trabajos para Telleldín , describiendo los mismos. Relata que para el año 1994 Boragni se muda a una casa que alquiló en la calle República 107 de Villa Ballester, lugar a donde inclusive se fue a vivir hasta el 30 de agosto de 1994, aunque en los últimos meses como tenía un trabajo en Villa Dominico había oportunidades en las que dormía allí. Que esta discontinuidad en lo de Boragni comenzó a partir del 30 de mayo.




Recordó que en la primera semana del mes de julio de 1994, estuvo durmiendo en la casa de los Telleldín, efectuando diversas “changas” de plomería, regresando a la casa aproximadamente a las 18 horas. Que se fue de la casa el 9 de julio de 1994 regresando recién el 11 de aquel mes. Al regresar ese día, le fue comentado por Ana que la camioneta Trafic se había vendido por buena plata a una persona bien vestida que pagó al contado, que fue el único comentario que se le hizo.




En cuanto a la camioneta pudo decir que era blanca, no recordando si tenía puerta lateral, si bien aclaró que no la vio del costado derecho, sino del otro y en ese no tenía vidrio alguno salvo el del conductor, tenía puertas traseras. Que a la misma la vio el día 5 de julio de 1994 y ese mismo día al volver a la tarde no la vio más, ni ese día ni los posteriores hasta el sábado 9 de julio, en que se retiro a la obra en que estaba trabajando. Dice que durante esa primer semana de julio y antes del 5 de julio, Boragni y Telleldín  comentaban con Hugo Pérez , quién para esa época se encontraba viviendo allí, que había que ir al “taller de San Martín” a arreglar la camioneta, siendo que recuerda que los dos primeros lo mandaban a Pérez a dicho taller para que verifique si habían terminado el arreglo de la misma. 




Agregó también que para el día 8 de julio de 1994 quedaron registrados algunos llamados en el contestador automático, de personas que llamaban interesándose en la compra de la camioneta, siendo que cuando Boragni ó Telleldín  corrían a atender dichos llamados contestaban que aún restaban algunos arreglos, por lo que entiende que dicha camioneta fue publicada inclusive con anterioridad al fin de semana en que Boragni le dijo que fue vendida.




Se continúa con la declaración a fs. 13.961/69 donde Cruz brindó un pormenorizado relato de los trabajos que realizó para Telleldín .




A su vez en la declaración a fs. 13.983/990, refirió recordar “que la semana anterior al 1 de julio de 1994, Telleldín  le dijo a HUGO ANTONIO Pérez que no se olvidara de ir a buscar la Trafic a ALEJANDRO. Que entre el cuatro y siete de julio del año pasado, el dicente observó salir de la vivienda que ocupaba en la calle República 107 una camioneta RENAULT TRAFIC de color blanca, en buen estado, la que se encontraba estacionada en dirección contraria al sentido del tránsito y de la vereda de enfrente, por lo que solo pudo observar el lateral izquierdo de la misma, la cual no presentaba ventana o abertura alguna, desconociendo –por no haberlo visto-, si el lateral derecho de la precitada camioneta poseía o no puerta lateral, o ventana”

  


“Que con posterioridad a haber visto dicha Trafic, pero siempre entre los días cuatro y siete de julio de 1994, el dicente escucha al salir de la cocina y al pasar por el living donde se encontraban CARLOS Telleldín , ANA Boragni y HUGO ANTONIO Pérez, que Telleldín  con tono fuerte le decía a Pérez que había que hacer desaparecer o sacar la Trafic para poder traer la otra para venderla, sino iban a ir presos, agregando: “llamalo a Diego” (SIC)..” 




“.....Agregando que al ver la camioneta Trafic blanca en frente al domicilio de Telleldín , como asociando el comentario que escuchara respecto de hacer desaparecer una Trafic, hizo suponer al dicente que tanto Telleldín  como Pérez poseían una camioneta de esas características, por lo que le solicita a HUGO Pérez si le podía facilitar la misma para llevar herramientas suyas que tenía en la casa de Telleldín  hasta la localidad de Villa Domínico, a lo que Pérez le expresó que no podía por encontrarse la camioneta que le pedía en arreglo....”




Posteriormente narró un suceso que aconteció el 11 ó 12 de julio de 1994, para luego decir que al  día siguiente, a las 13.30 horas aproximadamente, llega a la casa de Telleldín , el ex-esposo de Ana Boragni de nombre Schiavone. Que alrededor de las 14.00 horas aparece un abogado, quién recibe una llamada telefónica de Carlos Telleldín, el que luego le pide a su hija de nombre Jesica que le pusiera los papeles del “barco” dentro del maletín de color negro, lo cerrara, y se lo entregara al mencionado abogado. Luego relata que el abogado se retira, y siendo aproximadamente las 20.00 horas regresan Carlos Telleldín, Ana Boragni, Hugo Pérez y una persona a quien llamaban “Diegui”, que portaba un arma de fuego bajo el brazo por lo que supuso que era policía. Que ellos se encierran en la cocina, menos el declarante, Pérez el peruano y Schiavone.




Agregó que luego del atentado y en circunstancias que había vuelto a venir de la casa de su amigo de Villa Domínico, notó que Ana lloraba por sentir culpa al no haber llevado los papeles, o no haber firmado ellos. Que Telleldín se encontraba preocupado, no profiriendo palabra alguna. Que también recuerda que Ana, Hugo Pérez y Telleldín, salieron a buscar al comprador de la camioneta Trafic, no encontrándolo ya que en el lugar donde había dado el domicilio se encontraba un garage. Se le exhibe legajo fotográfico, donde reconoce a varias personas.




Finalmente dijo que Telleldín en una oportunidad refirió que tenía un documento de identidad en el que le había cambiado una letra a su apellido para así poder “zafar” en caso que lo detuvieran, dado los antecedentes delictivos que poseía.



A fs. 14.004/008 se continúa con la declaración de Cruz, quién reitera que se va de la casa de Telleldín el sábado 9 de julio de 1994, no observando la presencia de la camioneta Trafic, ni dentro ni en las proximidades de dicha vivienda. Labra cuerpo de escritura.

Carlos Alberto Telleldín 

A fojas 1440 prestó declaración indagatoria Carlos Alberto Telleldín  quien refirió ser comerciante, dedicándose a la compra-venta de vehículos. Por mes compraba tres o cuatro automotores, generalmente a la firma “Alejandro Automotores”. Efectivamente, compró la Renault Trafic investigada a dicha firma, la cual estaba en las siguientes condiciones: “quemada, el motor funcionaba, aunque para poder venderla debió comprar todos los elementos inflamables: tapa de cilindros, carburador, alternador, burro de arranque, distribuidor, radiador, etcétera.

Agregó que respecto al chasis, suponía que era robado, y que para poner la camioneta a la venta, hizo colocar el block del motor siniestrado al chasis posiblemente de origen ilícito. Es decir que el vehículo que vendió estaba formado con las partes de dos rodados distintos.

Respecto del motor, explicó que lo sacó Cotoras y lo llevó al taller de Ariel (Nitzcaner), tirando las restantes partes del motor que no servían. Ariel, por su parte, procedió al cambio de las piezas quemadas por las nuevas, retocaron la caja, la cabina, y la terminó de reparar el viernes 8 de ese mes de julio.

A continuación (fs. 1442) se refirió a la supuesta venta de la camioneta, realizada en su casa al tal “Ramón Martinez”, y todo el resto de la declaración giró en torno a ella.

A fojas 2197 amplió su declaración indagatoria Carlos Alberto Telleldín  (6-8-94). Refirió que tenía trato comercial con la firma “Alejandro Automotores” desde hacía aproximadamente dos años y medio. El propietario es Alejandro Monjo, siendo además la persona con la que trataba la compra-venta de los rodados. Además conoce a varios de sus empleados, como ser a Pedro y a Fernando.

Relató que a lo largo de su actividad comercial, vendió cinco camionetas Renault Trafic: 

1) La compró cero kilómetro en el año 1991. Cree que la vendió a fines de 1992. 

2) La compró en “Alejandro Automotores”  durante 1993; era corta, la compró chocada; no recuerda fecha de venta, pero fue a los dos o tres meses.  La vendió a una agencia de autos, sita en la Avda. San Martín de esta capital, cerca del local de “AA”.

3) También la compró en “Alejandro Automotores”, y estaba incendiada en parte. La operación fue en abril del año 1994. Luego de repararla la publicó en el diario Clarín y la vendió. La vendió a un agenciero, en un local ubicado en la ruta 8, zona de Loma Hermosa.

4) También la compró en “Alejandro Automotores”. Al igual que la anterior, era un modelo tipo largo, motor 2.000. La compró entre los meses de mayo y junio (1994). Estaba siniestrada y se había quemado todo el interior, desde la puerta hacia atrás. La vendió después de repararla a las dos semanas aproximadamente, a una mujer que le había manifestado que vivía en la zona de Zárate. La vendió en su domicilio su amigo Hugo Pérez, quien para esa fecha vivía en su casa (habiéndolo hecho hasta el lunes 18 de julio). La vendió Pérez porque él figuraba como comprador, y además porque Pérez tenía nro. de C.U.I.T.-

5) Es la Trafic investigada en la causa. La compró en “Alejandro Automotores”. Refirió creer que esta firma le entregó el rodado el 4 de julio, aunque podía ser que se la hubieran entregado con anterioridad, no obstante lo cual no estaba seguro que hubiera sido el 26 de junio (la fecha en la que habría llevado el automotor siniestrado a lo de Cotoras para que le sacara el motor), aclarando que ello debe surgir de la documentación de la agencia. Por otro lado, el vehículo siniestrado fue trasladado al domicilio de Cotoras por una grúa de dicha firma (“Alejandro Automotores”).

Asimismo, relató nuevamente la supuesta venta de la camioneta Trafic el día 10 de julio de 1994. Se refirió a la detención de Hugo Pérez en la Brigada de Investigaciones de Vicente López, en la que le dieron ingreso por averiguación de antecedentes. Seguidamente menciona su encuentro con Bottegal y que se hizo un “arreglo”.

Preguntado acerca de su actividad durante la semana previa al atentado, relata que el 17 de julio de 1994 vendió por intermedio del diario Clarín un Renault 9 GTL, a una chica joven, por la suma de $ 10.700 dólares.

El 18 a la tarde, y los días 19 y 20 de julio, se dedicó exclusivamente a buscar propiedades para mudarse, porque tenía problemas con la policía de la Pcia. De Buenos Aires. El día 22 concretó una operación para alquilar una vivienda que días antes había visitado. Señó el alquiler, y pagó mil dólares.

El 24 a la noche fue a Córdoba, a llevar a los chicos de vacaciones de invierno. Al día siguiente llevó el auto a reparar, y su mujer lo llamó para avisarle que tenía que firmar el contrato de locación. Así que se tomó un avión a las 20.55 hs. de la línea Austral.

Llegó a su casa a las 23: 00 hs. Al ver movimientos de autos extraños en la puerta, decidió ir a dormir a lo de su hermano. Al otro día habló con su mujer y le dijo que había más movimiento que el día anterior. Entonces llamó a uno de la Brigada de Vicente López para que averiguara qué pasaba.

Ese mismo día (26/7) pasado el mediodía se fue al domicilio de Miguel, donde también vio movimientos raros. Es así que tomó un remis a Luján, y desde allí un micro a Posadas, Misiones. Llegó el 27 a las 8:30 hs. A las 8:55 llamó por teléfono a su mujer, quien le hizo saber que lo buscaba gente de la SIDE por relacionarlo con la Trafic que había vendido. En virtud de ello fue al aeropuerto y llegó a las 17 horas a esta ciudad; llamó por teléfono a su casa, habló con gente de la SIDE y fue detenido.

Manifestó que la carrocería de la Trafic se la adquirió a una persona de nombre Miguel, quien se domicilia en la calle Astiz al 1800 de Haedo. Respecto de la Renault Trafic, manifestó que cuando la compró era a gas, pero como el equipo estaba dañado porque estaba quemado, no lo reinstaló, por lo que quedó naftera. Describe minuciosamente al sujeto que fue a pagar la Trafic y que se la llevó, con el que concretó la operación. Manifestó que el boleto de compraventa lo confeccionó en el mismo momento de cerrar la operación, el domingo 10 de julio.

A fojas 7022 amplió su declaración indagatoria Carlos Alberto Telleldín  (29/12/94), quien comenzó refiriéndose a su regreso a esta Capital el día en que resultó detenido, desde la ciudad de Posadas, en la Pcia. de Misiones. Explicó entonces que arribó al aeroparque a las 14.40 hs. y que desde allí llamó por teléfono a su domicilio, enterándose de que personal de la SIDE lo estaba buscando, por lo que se presentó por su propia voluntad ante personal de Policía Aeronáutica, identificándose. Por otro lado, aclaró que el billete de avión le fue extendido a su requerimiento a nombre de Hugo Pérez, no obstante lo cual al embarcar la aeronave presentó su documento de identidad y así quedó registrado ante las autoridades correspondientes.

A continuación se refirió nuevamente a lo ocurrido el día lunes 25 o martes 26 de julio de 1994, cuando al regresar a su casa se encontró con “movimientos extraños” en la puerta de la misma. Explicó que había un sujeto desconocido que lo llevó a pensar que lo estaba esperando, relacionando esta situación con la persecución y el incidente que narrara en su anterior declaración ocurrido el día 14 de julio de ese mismo año, en el que fuera hostigado por personal de la Brigada de Investigaciones de Vicente López.. Ante tal situación, decidió no entrar a su casa, y así comenzó el derrotero que finalmente lo llevaría hasta la ciudad de Posadas, previo paso por Luján, tal como lo relatara en su anterior descargo.

Luego continuó refiriéndose a su paso por la Policía de la Provincia de Córdoba, en la que también se desempeñó su amigo Hugo Pérez.

Por otra parte, volvió a explicar cómo fueron las ventas de las cinco camionetas Renault Trafic que tuvo en su poder, sin aportar nuevos datos con relación a su anterior declaración.

Respecto del equipo de gas de la camioneta objeto de la investigación, refirió que el regulador de dicho equipo estaba muy dañado, que el equipo no tenía “papeles” y que lo entregó a una “gente de José C. Paz”, a la cual conocía porque tenían una grúa y le habían hecho varios traslados de vehículos. Aclaró además que no se trataba de una empresa, sino que era una persona particular, cuyo sobrenombre era “El Jorobado”,  habiendo sido esta persona la que retirara el equipo de gas del taller de Villa Martelli, en Alsina y Perú, de Cotoras  .

Agregó que el equipo en ese momento lo entregó como pago a cuenta de futuros traslados de vehículos que este sujeto debería realizar con su grúa.

En cuanto a los repuestos que previamente manifestara haber adquirido para la reparación de la camioneta, explicó que los mismos le significaron un gasto de mil quinientos o dos mil dólares. Asimismo, parte de la reparación se efectuó en el taller de Nitzcaner, y el repuesto del motor se le entregó al nombrado para que cambiara todas las partes dañadas por partes usadas en buenas condiciones. Tales repuestos los entregó la semana anterior de retirar la camioneta del taller, o en el período de reparación. 

En cuanto a la carrocería, como dijera en su anterior declaración, se la compró a un tal “Miguel”, y en dicha carrocería y chasis correspondiente se colocó el motor de la camioneta Trafic quemada que había adquirido en “Alejandro Automotores”, modificándose únicamente la numeración de la carrocería y no del chasis, en tanto este último no figura en la documentación del rodado.

En cuanto al destino de la carrocería y chasis de la camioneta quemada, explicó que los mandó a cortar a un desarmadero de José C. Paz, ubicado en la ruta 8. Refirió desconocer de quién era el desarmadero, agregando que la mandó con la grúa del aludido “Jorobado”.

En cuanto al motor, refirió que lo sacó y lo cargó en el baúl del Ford Escort y lo llevó al taller de Nitzcaner, todo el mismo día. Y en cuanto al motor de la camioneta proveída por “Miguel”, respondió que el mismo había desaparecido, habiendo sido dejado en el taller de Nitzcaner, previo a sacarse las partes que servían y que de hecho se utilizaron para armar el motor de la camioneta quemada. En este punto, el imputado aclaró que cuando previamente había hablado de los repuestos que había tenido que comprar y en relación a la suma gastada, que en ello incluía la camioneta Trafic adquirida a “MIGUEL”.

En relación al traslado del motor de la camioneta quemada, refirió que no podía precisar si ello ocurrió el mismo día o al día siguiente, ya que el motor lo extrajeron en horas de la noche, en la calle, justo enfrente al domicilio de Cotoras  , encontrándose presentes este último, el imputado, y Hugo Pérez o Pérez Mejias, no pudiendo determinar quién de ellos exactamente, y nadie más.

Dicha maniobra (la extracción del motor) según explicó se realizó en dos horas, pues al estar quemado tuvieron algunas complicaciones, y agregó que llevó el motor a lo de Nitzcaner en las mismas condiciones en las que estaba cuando lo sacó en lo de Cotoras  .

A continuación el imputado se explayó sobre su relación con Alejandro Monjo, y volvió a referirse a la ficticia venta de la camioneta Trafic al supuesto “Ramón Martinez”.

En cuanto a las personas que se encontraban en su domicilio el día de la supuesta venta, refirió que en el living de su casa estaba Ana Boragni, y en la cocina-comedor se encontraban Hugo Pérez, Pérez Mejias y sus hijos, los que no presenciaron la operación de venta.

En otro orden de cosas, se le preguntó al imputado por el block del motor del Renault 9 secuestrado en su domicilio de la calle República 107 de Villa Ballester. Al respecto, señaló que en dicho domicilio había una habitación detrás de las cocheras que se la sub alquilaba a un tal Marcelo Barg, el que, agregó, tenía un taller en la calle Hipólito Irigoyen. Explicó que le había sub alquilado la habitación porque el nombrado se había separado de su mujer, desde el mes de abril hasta el mes de julio de ese año, y que en consecuencia tanto el motor referido como otras auto partes allí secuestradas pertenecían al nombrado Barg.

Posteriormente, a fojas 7213 (2/1/95) se continuó recibiéndole declaración indagatoria a Telleldín, quien se refirió a la relación que tenía con los policías Barreda y Bareiro, explicando que los conoció en 1984 o 1985, y que con ellos tenía una pequeña amistad, en función de la cual los nombrados le solucionaban algunos problemas, aunque no indicó a qué clase de problemas se refería.

Al serle exhibido el papel secuestrado en su domicilio con el manuscrito “Embajada Islámica de Irán...”, refirió desconocerlo, asegurando que dicha escritura no correspondía a su puño y letra y que tampoco correspondía al de su mujer, agregando finalmente que le parecía que podía tratarse de las grafías de Hugo Antonio Pérez.




Que a fs. 10.358/60 se le amplía la declaración indagatoria a Carlos Alberto Telleldín, manifestando que no es su deseo declarar sobre el hecho que se investiga, pero si sobre una circunstancia que lo aqueja, acerca de las visitas que tuvo en el penal donde se encuentra detenido por parte del Capitán Vergez, quién se presentó como personal de la Secretaría de Inteligencia de Estado.

Los careos

Atento a las contradicciones existentes que se desprendieron con relación a las declaraciones prestadas tanto por Carlos Alberto Telleldín como por su entorno, la instrucción dispuso la realización de los careos que mencionaremos a continuación.

*A fojas 8128 (23/1/95) se realizó un careo entre los imputados Carlos Alberto Telleldín  y Ariel Rodolfo Nitzcaner, en virtud de las contradicciones existentes entre sus respectivas declaraciones indagatorias. Puestas las mismas en conocimiento de ambos, los dos se mantuvieron en sus dichos previos. Cedida que fue la palabra al nombrado Telleldín , puntualmente expresó:

1) Que el motor para colocar en la camioneta Trafic de “Miguel” lo llevó (a lo de Nitzcaner) en compañía de Hugo A. Pérez, en el baúl del Ford Escort, aclarando que “así como lo sacó Cotoras  , en el mismo estado lo llevó junto a Pérez al taller ...”.
2) Con relación a los repuestos, algunos los llevó y otros fueron sacados del motor de la carrocería de “Miguel”, para colocar en el otro motor a armar.

3) Respecto del motor extraído a la carrocería aludida, manifestó que el mismo quedó en el taller de Nitzcaner.

4) En orden a la imputación efectuada por Nitzcaner en su descargo, relativa al ofrecimiento que le habría efectuado de darle un Renault 12 a cambio de que efectuara ciertas manifestaciones en su declaración indagatoria, refirió que eso no era cierto y que además no tenía ningún vehículo de esas características, agregando por otro lado que no tenía constancias de que Nitzcaner hubiera colocado en la carrocería que le llevara el motor que le acercara luego con Pérez, ya que no había podido ver la numeración del mismo y no había presenciado el trabajo.

Por su parte, Nitzcaner también mantuvo sus dichos, manifestado puntualmente que:

1) El motor para colocar se lo llevó Hugo Antonio Pérez, siendo falso que Telleldín  estaba con él.

2) En relación a los repuestos, del motor que sacó de la carrocería no utilizó nada para colocar en el motor que le llevó Pérez. En ese sentido, reiteró que el motor que sacó de la carrocería, tal como lo sacó lo colocó con ayuda de Jouce en el Renault 19 de Telleldín , quien se lo llevó junto a Boragni.
3) En otro orden de cosas, ratificó que luego de prestar declaración indagatoria por primera vez, Telleldín  le ofreció un Renault 12 a cambio de que dijera que la Trafic arreglada era la quemada.

Posteriormente, les exhibieron a los dos imputados las fotografías obrantes a fojas 232/9, y concretamente la que luce  en la parte inferior de fojas 239, manifestando Telleldín  que efectivamente ese es el motor que sacó Cotoras y que luego le llevara a Nitzcaner. Agregó que si bien el motor ilustrado en dicha fotografía es el mismo que le llevara a Nitzcaner, al sacarlo de la carrocería Cotoras le quitó los accesorios que estaban quemados, por lo que se le llevó a Nitzcaner el block con la tapa de cilindros, quedando algunos de aquellos accesorios en lo de Cotoras   y otros en lo de Nitzcaner.
Por su parte, Nitzcaner en relación a las fotografías aludidas se mantuvo en sus anteriores dichos, en cuanto afirmó que el motor fotografiado no es el que colocara en la carrocería que le llevó Telleldín .

*A fojas 8131 se practicó un careo entre los imputados Hugo Antonio Pérez y Ariel Rodolfo Nitzcaner, quienes al igual que en el caso anterior, se mantuvieron en sus dichos. Una vez cedida la palabra al nombrado Pérez, manifestó puntualmente:

1) Que recordaba haber llevado a pedido de Carlos Telleldín  un motor al taller de Ariel Nitzcaner, más específicamente un motor de camioneta Reanult Trafic, habiéndolo hecho solo, en el Ford Escort gris de propiedad de Telleldín .

2) Que no estuvo presente cuando Cotoras sacó el motor que debía llevar a lo de Nitzcaner, pues cuando llegó al taller del mismo ya había realizado tal tarea, pero sí vio cuando lo cargaron en el baúl del Ford Escort con el cual lo trasladó hasta lo de Nitzcaner, agregando además que cuando fue a lo de Cotoras   a buscar el motor, estaba con Carlos Alberto Telleldín .
3) Respecto del estado del motor, refirió que estaba quemado, sin poder dar mas detalles por no ser experto en el tema, aclarando que el motor fue lo único que llevó a lo de Nitzcaner.

4) En cuanto a la fecha en que concurrió a lo de Cotoras a buscar el motor, refirió que dado el tiempo transcurrido no la podía precisar, aunque efectivamente había sido antes del atentado. Aclaró sin embargo, que todo fue el mismo día. Asimismo, explicó que llegó al taller de Cotoras a bordo del Ford Escort, y que Telleldín  aun no había arribado, sino que lo hizo después en su Renault 19, cuando Cotoras estaba cargando el motor en cuestión en el baúl del Escort.

5) Ya con el motor en el rodado, se dirigió al taller de Nitzcaner, y Telleldín  por su parte también se retiró del taller de Cotoras, en el Renault 19, sin decirle cuál era su destino, “es decir que llegaron separados y se retiraron de igual manera”.

Por su parte, Nitzcaner se remitió a su anteriores declaraciones, aclarando que Pérez le llevó el motor cerca del mediodía, a lo que este último respondió que podía haber ocurrido de esa manera, y que se tratara de alguno de los días en que no debía trabajar.

*A fojas 8603 se realizó un careo entre los imputados Carlos Alberto Telleldín  y Miguel Gustavo Jaimes (30-1-95). Concedida la palabra al segundo de los nombrados, refirió que tal como dijera en su anterior declaración, “como favor llevó a remolque con su Ford Sierra verde, una camioneta Trafic que estaba estacionada en lo de Telleldín, desconociendo si la misma fue utilizada para el atentado investigado”, agregando que Telleldín  iba en la camioneta mientras él manejaba su vehículo.

Por su parte, al ser interrogado Telleldín sobre si su cocareado era quien le había proveído la carrocería y chasis en los cuales colocara el motor de la camioneta Trafic siniestrada que adquiriera en “Alejandro Automotores”, a lo que respondió en forma negativa, agregando que en sus declaraciones se había referido a un tal “Miguel”, pero que esa persona –la que efectivamente le entregara la carrocería en cuestión- no era su cocareado –Jaimes-; y en cuanto al hecho narrado por este último, dijo no recordarlo en atención al tiempo transcurrido.

Por otro lado, dijo que este otro “Miguel” vivía en la misma zona que Jaimes, y que no podía aportar otros datos respecto al mismo por cuanto los desconocía.

En relación a Jaimes, dijo Telleldín  que jamás le entregó ningún tipo de vehículo, y que nunca tuvieron relación comercial alguna, “y menos relativa a vehículos automotores”.

*A fojas 8606 se realizó otro careo, esta vez entre el mismo Telleldín  y Hugo Antonio Pérez, para que se expidieran respecto de las contradicciones existentes en sus respectivos dichos, concretamente en relación a los siguientes puntos:

La extracción del motor de la camioneta Trafic siniestrada en lo de Cotoras: Pérez había declarado que dicho motor había sido llevado al taller de Nitzcaner en la misma noche, mientras que Telleldín  había manifestado que el motor se había sacado a la noche para recién ser llevado a lo de Nitzcaner al día siguiente.

Al respecto, manifestó Pérez que no recordaba con exactitud los hechos, recordando sí que cuando llegó a lo de Cotoras   ayudó a cargar el motor en el baúl del Ford Escort de Telleldín  en el cual se había movilizado, y que lo llevó a lo de Nitzcaner, pero no pudo precisar las horas.

Por su parte, Telleldín  reiteró que luego de sacar el motor de la camioneta y cargarlo en el baúl del Ford Escort Pérez lo llevó en este último rodado a su casa, para recién al otro día llevarlo a lo de Nitzcaner.
Finalmente en cuanto a este punto, concedida nuevamente la palabra a Pérez, refirió que en realidad las cosas pudieron haber sucedido de la manera relatada por Telleldín, pues debido al tiempo transcurrido no podía precisar detalles de cómo habían sucedido las cosas.

A continuación se les preguntó a los imputados por las contradicciones existentes en sus declaraciones en relación a circunstancias relativas a la visita el día sábado 9 de julio al domicilio de Telleldín  de los supuestos interesados en comprar la camioneta Trafic de origen coreano. Aquí, nuevamente, luego de concedida la palabra a cada uno, Pérez volvió a admitir que las cosas podían haber ocurrido como las relataba Telleldín .

Seguidamente se les hizo saber a los imputados que Telleldín  había declarado no recordar dónde quedaban los desarmaderos de la zona de Jose C. Paz,  y que no tenía trato con sus dueños ni encargados, mientras que Pérez concretamente recordaba haber acompañado a Telleldín  en varias oportunidades al desarmadero de una persona apodada “el Cordobés”.

En esta oportunidad, Telleldín  refirió que en una sola ocasión había ido a lo de un sujeto apodado de esa manera pero que tenía un taller y no un desarmadero, para ver un camión Fiat modelo 1974 que estaba interesado en comprar, y que Hugo Pérez lo había acompañado, pero recalcó que esa había sido la única vez que en que habían ido a lo de tal sujeto.

Nuevamente, Pérez manifestó a su turno que Telleldín  tenía razón, y que así habían sido las cosas, pues no recordaba ninguna otra ocasión en la que hubiera ido a lo de “el cordobés”.

Luego los imputados fueron interrogados respecto a lo manifestado por Telleldín  en cuanto a que sólo había vendido cinco camionetas Trafic mientras que Pérez había referido que la camioneta secuestrada en Jose C. Paz, precisamente en el domicilio de “el cordobés” había sido vendida por Telleldín  y que le fuera encargado por éste que la retirara de la Comisaría de Jose C. Paz 

Al responder Telleldín , dijo que no recordaba detalles de la camioneta mencionada, aclarando que cuando había manifestado que había vendido cinco camionetas se había referido a camionetas “terminadas”, pudiendo tratarse esta camioneta de una siniestrada que comprara utilizando el nro. de C.U.I.T  de Pérez, pero reiteró que no recordaba esta camioneta en particular.

A su vez, Pérez reiteró lo volcado en su anterior declaración, es decir, que dicha camioneta la había adquirido Telleldín  en “Alejandro Automotores”.

Al retomar la palabra Telleldín , manifestó que no recordaba si había comprado o no la camioneta en cuestión en “Alejandro Automotores”, así como tampoco recordaba cuántas Trafic “siniestradas” había comprado. Agregó en cambio que la camioneta que fuera entregada a Pérez en la Comisaría de José C. Paz la había adquirido utilizando el nro. de C.U.I.T. del prenombrado, y que efectivamente le había encargado que fuera a retirarla a la comisaría, a la que fue con un amigo suyo de nombre Diego BARREDA, policía de la Pcia. de Buenos Aires, habiendo sido trasladada la camioneta al desarmadero pero en una grúa, y sin la participación ni suya ni de Pérez. Por último, dijo que no le había vendido la camioneta al “cordobés”, sino que se la había otorgado en forma provisoria.

Concedida otra vez la palabra a Pérez, explicó que luego de retirar la camioneta de la comisaría se utilizó una grúa que había por el lugar para trasladarla, y que junto a Barreda esperó a Telleldín  en una estación de servicio “Shell” ubicada en ruta 197 y ruta 8, sin recordar dónde fueron después, todo lo cual fue asentido luego por Telleldín .

A fs. 1502/1528 de la causa 1598 se procede a ampliar declaración indagatoria de CARLOS ALBERTO TELLELDIN. Sin perjuicio de que esta declaración ha sido declarada nula por el Tribunal y su valoración ha sido omitida por esta querella al formular sus alegatos por considerarla fuertemente contaminada, es menester reseñarla a los fines de la autosuficiencia pues ella integra el sumario y además diversas cuestiones que se discuten en este recurso tienen relación con ella. 

En esa oportunidad Telleldín manifiesta que ¨... quiere referirse a diferentes extorsiones de las que fuera víctima por parte de las extorsiones de las que fue víctima por parte de personal de la Policía Bonaerense y que culminaron con la venta de la camioneta Traffic a una persona que los acompañaba ... Estando el dicente con SANDRA, ANA BORAGNI lo llama pidiéndole dinero para los chicos, por lo que quedaron en encontrarse en Ugarte y Maipú a las 21:00 hs. ... se le acercan dos personas que dicen que son policías y que se baje del auto ... dio marcha atrás, chocó un auto nuevo y se rompió el baúl del 18. Uno de los dos tipos se le cuelga de la ventanilla del lado del declarante y lo apunta ... A la altura de la quinta presidencial, el tipo cayó y el dicente lo pisó .... Después se entera que el que estaba a cargo del procedimiento era IBARRA, quien había dado ordenes de no tirar ni un tiro porque si no, tendrían que blanquearlo. Que eso se lo dice personalmente IBARRA en Lanús ... También su hermano tuvo un problema. Estando en Munro con la mujer, son detenidos y trasladados por una Brigada a la Comisaría de Martelli ... juntaron $10.000 (diez mil pesos) para entregar ...¨

Respecto del hecho sucedido en Tortuguitas con SANDRA PETRUCCI, el mismo refiere que ¨...Pasan por el video - club después de las 9 de la noche. Al salir sube al auto y antes de llegar a la esquina se le cruza un auto Renault 12 viejo color blanco ... Un Sub Comisario la lleva a SANDRA  a su auto ... Al dicente le llamó la atención que lo pusieran en el piso trasero del auto para trasladarlo, tapándolo con una frazada y que mientras pasaban por la autopista 1 le dijeron que si los paraba la Policía Federal no hablara y se quedara donde estaba. Llega a la Brigada de Lanús ... Es llevado al despacho del Crio. Ribelli, quien estaba de civil y le dijo que ¨ ponga lo que tenía que poner y se va ¨ ... Ala horalo llevanarriba - Operaciones - donde los dos Sub Comisarios que estaban en la detención le dan un Movicom ... Le dicen que si se quiere ir, llame y consiga $50.000 ... A la mañana llega SPAGNUOLO y le dice que pedían una ¨ boludez ¨ de plata, $50.000, que no pusiera nada y salía de Tribunales ... Se hace una reunión con SEMORILLE, EDUARDO, y un Comisario Mayor apellidado BOTEY que había ido con EDUARDO y es quien habla con RIBELLI para que se llegara aun arreglo lógico ... Sabe que EDUARDO fue a la casa de LOPREIATO a buscar el Falcon y la moto que había recibido por la venta del lavadero. La moto es llevada a la Brigada por el fletero ¨CACHO¨ ... El Falcon lo lleva EDUARDO. También entrega el auto del dicente, en el que circulaba en el momento de la detención ... Que de esta operación quedó debiendo U$S 20.000  ... Aclara que tuvo que firmar un boleto porque la moto no tenía 08 y evidentemente porque podían sospechar que después el dicente podía denunciar el robo ... Que reconoció al entrar al que había pisado días antes, ya que estaba enyesado ... ¨

Respecto del hecho ocurrido el 10 de julio de 1994, refiere que ¨... se presenta en su casa una persona que dijo estar interesado en la Traffic que había publicado la venta, por lo que el dicente sale a la calle. Ahí esa persona le exhibe una credencial verde de policía y le dice que hay gente que lo quiere ver. Esta persona estaba disfrazada, con peluca, anteojos y gorra. Se subieron a la Traffic que estaba en la vereda de enfrente, siendo manejada por el nombrado. Fueron hasta la vuelta de su casa, donde pararon detrás de u Duna blanco. Ahí, una persona que se identifica como el oficial PINO de la Brigada de Investigaciones, le dice ¨ tenemos la manzana rodeada, sabemos como laburás y tenés que pagar lo que debés ¨ pidiéndole la Traffic y el Renault 19 ...  En el Duna estaba un SubComisario que había conocido en la detención de Lanús ... Vuelve a su casa con el que había tocado el timbre y había manejado la camioneta, quien saca el documento a nombre de RAMON MARTINEZ para hacer el boleto ... Hicieron el boleto para hacer el 08; así hizo también con el arreglo de Lanús respecto de la moto, ya que faltaba el 08 ... cuando el dicente estaba con este RAMON MARTINEZ afuera discutiendo, apareció GUILLERMO COTORAS a quien le dijo que había problemas ... Cuando vuelve de la vuelta, le dijo el declarante a COTORAS que llamara a BARREDA y le avisara que tenía un Brigada y que estaba al mando de un oficial PINO ... Agrega que la camioneta que entregara el día 10 de julio de 1994, tuvo los siguientes pasos: Guillermo Cotoras le sacó el motor de la camioneta siniestrada que comprara en lo de Alejandro Automotores. Posteriormente HUGO PEREZ trasladó el motor al taller de NITZCANER. En ese taller se le puso a otra camioneta Traffic el motor de la camioneta siniestrada. La carrocería donde se metiera el motor, se correspondía a una camioneta de origen ilícito, que era propiedad de un discjockey de apellido SARAPURA. Que esta camioneta la consiguió MIGUEL JAIMES por intermedio de CESAR FERNANDEZ ... el 9 de julio recibió un mensaje raro, ya que le dijeron que llamara a CARLOS  de MENDOZA ... Agrega que la Traffic no tenía tarjeta verde porque se había quemado ... ¨

Respecto del tal RAMON MARTINEZ, refiere que ¨... Desconoce su verdadero nombre. Piensa que puede ser un policía que lo ponen en disponibilidad y ¨ labura trucho ¨ ... efectivamente la persona que figura en el DNI  a nombre de BARG es la misma que se llevó la Traffic y firmó el boleto. Que LOPREIATO también conoció a esta persona ...¨.

En relación a los sucesos del 14 de julio de 1994, refiere que ¨...El declarante había llegado de Córdoba la noche anterior ... estaba el mismo 128 del que le avisara la peletera y un Galaxy oscuro; no era el azul que había visto el 10 ... Atrás iba un Galaxy azul que también lo persiguiera el 14 de julio y que después traslada a PEREZ. Este auto interviene entonces en tres lugares claves: escoltando la Trafic el 10 de julio, lo persigue al dicente el 14 y lo ¨ levanta ¨ a PEREZ la noche del 14 ... Que un Peugeot 505 viejo ... y un Duna blanco - el mismo que participó el 10 de julio - lo cruzan al salir de la casa ... choca al Duna en la puerta delantera izquierda y rompe el espejo retrovisor ... Que BARREDA le dice que podía ser de la Brigada de Vicente López con la de Lanús, pero que no tenía forma de averiguar e Vicente López ... Que BARREDA le arregla una entrevista con un abogado que le manda la Brigada de Investigaciones llamado BOTTEGAL ... el dicente llama a YESSICA avisándole que iba a pasar el Dr. BOTTEGAL a retirar un maletín en el que estaba la documentación del barco y de propiedades de ANA ... Que el formulario es el mismo que el de la Traffic porque usó el mismo talonario ... cuando llama a su casa, PEREZ le dice que estaban rodeados y que había una cámara de video apuntando a la casa. Que PEREZ estaba con  PEREZ MEJIA y CRUZ ... Al salir PEREZ, a los tres pasos es detenido por PINO y fue torturado durante seis horas para que dijera donde estaba el dicente ..¨.

Respecto de RAMON EMILIO SOLARI refiere que ¨... lo conoció en la Alcaldía de Tribunales en los primeros meses de 1995. Estaba en una celda ... y le dijo que era SOLARI y que estaba en la causa AMIA. Que tenía que reconocerlo como el comprador de la camioneta ... los últimos meses de 1994 lo visita en el POC la amante de BAREIRO, de nombre VICKY. Va con ANA y le cuanta que había un detenido que corroboraba todos los dichos del declarante y que era creíble. También uso días antes ANA le había dicho que BAREIRO le había contado que en la Brigada de Vicente López había un detenido que corroboraba todo lo que había declarado el dicente en esta causa ...¨.

A fs.31.464/31.469 se encuentra agregada la ampliación de la declaración indagatoria prestada por Carlos Alberto TELLELDIN donde ratifica sus anterior deposición de fecha 5 de julio de 1996.

Las distintas resoluciones acerca de la situación procesal de Carlos Alberto Telleldín.

Carlos Alberto Telleldín fue detenido el 27 de julio de 1994 en el aeroparque Jorge Newbery de esta Ciudad, en oportunidad en que regresaba de la Provincia de Misiones y luego de haber consensuada su entrega con las fuerzas de seguridad nacionales, permaneciendo en dicha situación hasta finalizado el juicio.

Con fecha 9 de agosto de 1994 se le dictó auto de procesamiento y prisión preventiva en orden al delito de encubrimiento que concurre idealmente con reemplazo ilegítimo de motor de automóvil, los que concurren en forma material con el de falsificación de documento privado (arts. 54, 55, 277 inc. 1° y 392 de CP y 33 del Decreto Ley 6582), mandándose trabar embargo sobre sus bienes hasta cubrir la sima de cien mil pesos ($100.000).

Con fecha 28 de diciembre de 1994 la Sala I de la Excma. Cámara del Fuero con un voto en disidencia, Confirmó parcialmente la resolución mencionada por el cual se decreta el procesamiento de Carlos Alberto Telleldín, en orden al delito de encubrimiento (arts. 277 inc. 3° del CP) en carácter de autor penalmente responsable y que dispone su prisión preventiva, sin perjuicio de la calificación que en definitiva pueda corresponder, habiendo confirmado el monto del embargo dispuesto.

Con fecha 2 de noviembre de 1995, el Juzgado Federal N° 9 resolvió ampliar el procesamiento de Carlos Alberto Telleldín, en orden al delito de asociación ilícita, el que concurre en forma material con los delitos de encubrimiento calificado por la habitualidad, sustitución de chapa patente, falsificación de Documento Nacional de Identidad, adulteración de la numeración estampada en chasis y motor en forma reiterada –once hechos- el que concurre idealmente con el de estafa reiterada –once hechos- (art. 54, 55, 172, 210, 277, inc. 3° último párrafo y 292, párrafo 2° del CP y art. 33 del Decreto Ley 6582, mandando trabar embargo sobre sus bienes y dinero hasta cubrir la suma de dos millones de pesos ($2.000.000).

Con fecha 2 de mayo de 1996 la Sala I de la Excma. Cámara del Fuero resolvió confirmar la resolución apelada en cuanto dispone ampliar el procesamiento de Carlos Alberto Telleldín, en todo cuanto fuere materia de apelación y sin perjuicio de la calificación que definitivamente corresponda, con excepción a o relativo a la falsificación de Documento Nacional de Identidad, hecho respecto del cual dispuso la falta de mérito para procesar o sobreseer al nombrado (art. 309 del CPPN) y confirmó también en cuanto dispone la prisión preventiva del nombrado.

Con fecha 30 de abril del año 1998, el Sr. Juez a cargo del Juzgado Criminal y Correccional Federal N°9, resuelve ampliar el procesamiento de Carlos Alberto Telleldin, en orden, al delito de  uso  reiterado  (4 hechos) de  Documento Nacional de Identidad adulterado, en calidad de autor (arts. 45, 55, 296 en función del 292 segundo párrafo del Código Penal), y mantener la prisión preventiva dispuesta de conformidad con el art. 312 inc. 1°. del Código de forma. La resolución antes referida fue confirmada oportunamente por la Cámara de Apelaciones.

Con fecha 2 de noviembre del año 1998, el juez instructor resuelve ampliar el procesamiento de Carlos Alberto Telleldin, por encontrarlo “prima facie” responsable  como participe necesario de los delitos de homicidio calificado, lesiones -leves, graves y gravísimas- y daño, cometidos todos en forma reiterada (86 muertos, 109 lesionados - de acuerdo a los registros de los anexos correspondientes - y daños- conforme  pericia realizada por la División Inmuebles de la policía Federal Argentina) agravados en función de lo dispuesto por la ley 23.592 ( arts. 45, 55, 80 inc. 4, 89, 90, 91 y 183 del Código Penal) ello en virtud de la participación que le cupo con el atentado a la sede de la Asociación Mutual Israelita Argentina acaecido el 18 de julio de 1994 y mantener la prisión preventiva dispuesta de conformidad con el art. 312 inc. 1° del Código Procesal Penal. Esta resolución también fue confirmada pro el superior con fecha 11 de mayo de 1999.
El requerimiento de elevación a juicio respecto de Carlos Alberto Telleldín.

A su tiempo, cursadas que fueron las vistas a las partes acusadoras a tenor del art. 346 CPPN, respecto de Telleldín todos requirieron la elevación de la causa a juicio por entenderlo participe necesario en orden a los delitos de homicidio calificado, lesiones -leves, graves y gravísimas- y daño, cometidos todos ellos en forma reitera​da (86 muertos, 120 lesionados de acuerdo a los registros de los anexos correspon​dientes y daños tal como surge de la pericia realizada por la División Inmuebles de la Policía Federal) y agravados en función de lo dispuesto por la ley 23.592 (arts. 45, 55, 80 inc. 4°, 89, 90, 91 y 183 del Código Penal) por su aporte esencial en la perpetración del atentado cometido contra la sede de la AMIA/DAIA.

Así, esta parte compuesta por las querellas de la AMIA, DAIA y Grupo de Familiares de Víctimas del Atentado perpetrado el día 18 de julio de 1994 (Familiares), entendimos –por separado pues entonces no actuábamos de manera unificada-- que se encontraba probado que Telleldín se dedicaba al doblaje de vehículos robados para su posterior reventa contando con la debida protección de los funcionarios policiales, quienes procuraban su impunidad a cambio de dinero o bienes patrimoniales. Este “peaje” abonado por Telleldin - con parte de las ganancias obtenidas - era esencial y oneroso para poder operar como lo hacía.

Se entendió al formular el requerimiento de elevación a juicio que, TELLELDIN para poder llevar a cabo las actividades ilícitas en el rubro automotor, contó con la colaboración de personal de la Policía Bonaerense, en cuya jurisdicción desplegaba sus actividades. así, se puede afirmar que actuaba en ¨sociedad¨ con los integrantes de dicha fuerza policial, cumpliendo cada una de ellas un rol debidamente identificado, y participando todos de las ganancias obtenidas por el quehacer ilícito.

Luego de la extorsión de fecha 4 de abril, los socios siguieron operando en forma conjunta, debiendo TELLELDIN cancelar parte de lo exigido al obtener su libertad en la fecha indicada. Aquí es donde se produce el acuerdo donde los imputados pactan la entrega y recepción de la camioneta que posteriormente volara el edificio de la AMIA/DAIA 

Telleldín prepara muy especialmente esta camioneta, y conforme las constancias hoy reunidas, arma otra semejante para que le sirva de ¨coartada¨ a él y a sus amigos uniformados.

Asimismo, se sostuvo al pedir la elevación a juicio que TELLELDIN mintió en cuanto a los pasos que se realizaron para el arreglo de la camioneta entregada, armando una ¨mise en escene¨ para hacer creer que la camioneta dada a los policías fue ensamblada en el taller de NITZCANER.

En resumen, TELLELDIN armó por lo menos dos camionetas Trafic, simuló la venta de una de ellas publicándola en el diario Clarín los días 9 y 10 de julio de 1994, le comentó a todo su entorno datos falsos de esa venta, para que fueran testigos veraces de las mentiras que afirmaría; pretendió convencer a alguno de sus colaboradores que habían intervenido en el armado de la camioneta que explotó, no siendo la verdad de lo ocurrido; lo cierto fue que entregó la camioneta Trafic a sus socios de la Policía Bonaerense, tal como se había comprometido, antes del armado, motivo que determinó que procediese en la forma inhabitual en la que lo hiciera.

Se sostuvo al pedir la elevación a juicio que TELLELDIN armó y acondicionó muy especialmente la camioneta que les entregó a los uniformados y a sabiendas del destino final que se le daría. Ello por cuanto, al armarla, colocó elásticos traseros correspondientes a otro vehículo a fin de que soportara una carga compatible con la necesaria para volar el edificio de la AMIA/DAIA
Con relación a lo dicho en los requerimientos de elevación respecto de los policías bonaerenses también imputados de participación en el atentado a la sede de la AMIA, nos ocuparemos en el capítulo referido a la causa “Brigadas” 


Antecedentes de la causa 1598 conocida como “Brigadas”.

1) En su segunda indagatoria Telleldin nombra a miembros de la Policía Bonaerense que lo habían extorsionado y sobre la protección que en ciertos personajes encontraba (Barreda/ Bareiro). Además Barreda y Barreiro habían declarado como testigos al inicio de la investigación por encontrarse en la casa de Telleldin en el momento en que las fuerzas de seguridad llegaron a ella.

2) El 9 de junio de 1995 Galeano libra un oficio al Jefe de la Policía Bonaerense, Crio. Klodczyk, solicitándole que investigue minuciosamente el entorno de Telleldin, especialmente sus relaciones con personal de la Policía Bonaerense (fs. 1 B), y en particular, que dispusiera las averiguaciones necesarias para establecer tanto las actividades ilícitas que en el ámbito de la provincia realizaba Carlos Telleldín antes de su detención, como así también las relaciones que en ese marco pudiera haber tenido con integrantes de la fuerza.

3) El 23 de junio de 1995, el Jefe de la Policía Bonaerense, designa al Crio. Mayor Ramón Orestes Veron para dar cumplimiento a la solicitud de Galeano (fs. 3 B) 

4) El 28 de Junio de 1995 Verón admite tener conocimiento de procedimientos llevados a cabo en las brigadas de Vicente Lopez y Lanús. Libra oficio a esas dependencias (fs. 4 B). Verón se constituyó en la sede de la División Sustracción de Automotores, y allí comenzó con las tareas que le fueron solicitadas, el 28 de junio de 1995, disponiendo una serie de medidas investigativas relacionadas con Carlos Alberto Telleldín y sus actividades en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires.

5) El 16/7/95 Telleldin formula declaraciones ante el periodista Roman Lejtman  (fs. 76/77 de Brigadas) en las que vincula a los oficiales de la Policía Bonaerense con el atentado (el subtítulo de la nota dice “Telleldin implica a toda la Policía Bonaerense”). En este mismo sentido las declaraciones al mismo matutino de Telleldin de los días 25 de julio; 31 de agosto, 27 de septiembre, 1, 3, 26 y 28 de octubre y 3 de noviembre de 1995, vinculan claramente a los policías con la investigación del atentado.
6) El 18 de julio de 1995 en el acto conmemorativo del atentado Beraja (entonces presidente de DAIA) alude a que existieron conexiones de Telleldin con la Policía Bonaerense para la realización del atentado. 

7) El 19 de Julio de 1995 Beraja se reúne con Klodczyk y Piotti para solicitarles la colaboración de la Policía y de la Subsecretaría de Seguridad de la Provincia en la investigación que se estaba llevando adelante sobre personal de la Policía Bonaerense.

8) El 21 de Julio de 1995 Verón resuelve elevar las actuaciones al Señor Director General de Asuntos Judiciales para que se instruyan los sumarios judiciales y administrativos a raíz de las publicaciones en las que se involucraba a miembros de la Policía Bonaerense.

9) El 15 de agosto de 1995 la Dra. Riva Aramayo suministra información sobre una reunión que mantuvo con Telleldin (ver fs. 14.516 en la que se ordena la formación del legajo “Información suministrada por la Dra. Riva Aramayo”). Los datos que aporta Telleldin en esa oportunidad se detallan a continuación: 

· Acta del 24/8/95 Telleldin le mencionó a la Dra. Riva Aramayo que “quienes recibieron la camioneta eran policías de la Provincia de Buenos Aires que conocía”... “Uno de ellos es un suboficial que usa anteojos gruesos de aumento, gorra y credencial verde y que el otro es un oficial que se caracteriza por usar campera de cuero color beige claro y cuyo nombre, apellido o apodo es “Pino”.

· Acta del 5/9/95  Telleldin agregó en una conversación mantenida con la Dra. Riva Aramayo que el suboficial “Pino” era propietario de un Ford Galaxy azul.  También manifestó que “con relación al subcomisario descripto le refirió que con anterioridad a las circunstancias mencionadas Telleldin ya le había entregado 40.000 pesos el día 7 de abril de 1994 fecha en que lo encañonó con su arma en la Brigada de Lanús. Este también se encontraría en el rodado junto con el nombrado Pino”

10) El 11/8/95 la fuerza que integraban dispone el pase a disponibilidad preventiva de Barreda y Bareiro por las circunstancias que surgen de la causa y del sumario administrativo que llevaba adelante la Policía Bonaerense.

11) El 4/10/95 el Juez Galeano dispone la acumulación por conexidad del legajo de Brigadas con la causa AMIA (Fs. 275 B). El fundamento de ese auto es que la camioneta Trafic que explotó en Pasteur 633 había sido entregada por Telleldin a miembros de la Policía Bonaerense.

12) El 12/10/95 declara la testigo Sandra Petrucci quien relata la extorsión sufrida el 4 de abril por ella y Telleldin y menciona la intervención que en este episodio tuvieron diversos miembros de la Brigada de Lanús incluyendo a quien denomina el comisario de esa brigada, que luego resultaría ser Juan José Ribelli. Inclusive realiza un croquis ubicando el despacho de Ribelli. 

13) El 17/10/95 se produce el requerimiento de instrucción del Dr. José Barbaccia imputando a una serie de policías entre los que se encuentran todos los acusados por el atentado con excepción de Ribelli. En ese requerimiento se describe la entrega de la Trafic a miembros de la Policía Bonaerense.

14) En Junio de 1996 se intervinieron los teléfonos de la policía Bonaerense, por ejemplo, el celular personal del Sr. Ribelli fue intervenido el 24 de junio de 1996. 




* Con fecha 8 de julio de 1996, se regis​tra una llamada entre una persona de nombre Raúl (R) y Raúl Edilio Ibarra (I), del abonado 425-8982 en la que hacen refe​ren​cia a que JUAN JOSÉ RIBELLI se en​contraría ner​vioso por el "tema de la AMIA". De la misma surge:




I:... Ese Juan está que corta bulo​nes con el or​to...!




R:... estamos todos así...




I: Ah... me dice Juan: "mirá que ahora viene el tema de la AMIA"..., la puta que te parió, le di​go...!, y me dice: "mirá, no... mirá que alguna nove​dad va a ha​ber...". 

*Con fecha 5 de julio de 1996 (del abonado 440-6746 perteneciente a JUAN JOSÉ RIBELLI), se ha registrado una conversación entre RAÚL IBARRA (I) y JUAN JOSÉ RIBELLI (R): 




R: Y bueno, tengan todo proli​jo....no nos olvidemos que ESTAMOS CERCA DEL ANIVERSA​RIO. 




I:... Si no? 




R: No ? 




I: Mmmn. 




R: Que decis vos? 




I: Y esta bien JUAN, estamos dis​pues​tos, que va a ser... cuando llegue (interrumpe R). 









Continúa diciendo RIBELLI: No, ya sé, pero te digo... 




I: Mmm..esta bien. 




R: Y bueno, pero... 




I: No me voy a dar a la fuga, tranquilo me quedo. 




Continúa diciendo IBARRA: los saludare​mos, estare​mos "uniformados". 




* Con fecha 12 de julio de 1996 del mismo abonado consta un llamado de RIBELLI (R) a una mujer (M):... ​R: El tema de ... de Basi, debe ser. 




M: De Basi ? 




R: Y... digo yo. 




M: no me digas que me mue​ro... 




R: Que se yo... 




M: ¿que... andaba flotan​do de nuevo eso ? 




R: Y digo yo... COMO VIENE EL ANIVERSA​RIO.  




Así también, y con igual fecha el Subco​misa​rio IBARRA (I) se comunica con RIBELLI (R). Manifiesta: 




R: Y uno esta sensibili​zado estos últimos días... 




I: Y que te parece... 




R: No, no, estamos con el ANIVER​SARIO CER​CA...., para luego refe​rirle "el escritorio mío en todo caso, viste que esta todo desparramado por ahí... bueno, esta bíen dejalo así nomás, no, te iba a decir que lo "dejes prolijo por cualquier cosa".




Avanzada la conversación, se regis​tra: 




R:... a mi se me prende la lampari​ta... "relacio​nar​lo"..."relacionar la fecha" nada más .. me en​tendés?....




I: Que va a hacer? 




R: Que sea lo que DIOS quiera... "EN MI CASA NO HAY NADA", quedate tranqui​lo!. 




En la misma conversación IBARRA le manifes​tó a RIBELLI: "Está todo "limpio" negro...".




En la conversación de fecha 12 de julio de 1996 (abonado 440-6746) se advierte el poder que RIBELLI tiene sobre los demás imputados, a punto tal que explica que se va a negar a declarar e igual actitud adoptan los demás. En esta RIBELLI (R) conversa con RAUL IBARRA (I).




R: Qué decís?




I: Más unido que antes no?




R: Y viste que te dije, para mí también había.




I: Bueno, escuchame. Lo único que te pido...




R: Sí.




I: Que tenemos que estar unidos.




R: Y mas bien que va hacer...




I: La determinación que vos tomes, vos sos el pensante acá...




R: Y que determinación... escuchame. Yo me presento y me niego a declarar, que voy a decir...




Luego de las detenciones y debiendo estar incomunicados todos los policías involucrados, algunos de ellos continuaron manteniendo conversaciones. Prueba de ello, resulta la conver​sación manteni​da entre el Comisario JUAN JOSÉ RIBELLI (R) y RAÚL IBARRA (I), el día 12 de julio del cte. año, la que fuera regis​trada en  el cassette nro. 66, del abonado 440-6746: 




R: Me estoy haciendo fichar. (se ríe)... Hacé una cosa. 




I: Si. 




R: Decíle ahí a Sosa háganse fichar to​dos... ​Con ficha de Reincidencia y todo....




I: Esta bien JUANCITO....




R: Incluso tam​bién... no sé, cuando nos lleven para ahí, vamos a ver si hacemos tramitar los informes ambientales viste?.

Asimismo, del mismo registro surge una llamada entrante hacia el Movicom de RIBELLI, donde éste (R) al saludarse con quién lo llama (N.N.) le dice: 




R: "Esperá que me están entintando los dedos".




N.N.: "(se ríe). Escuchame. Ahí me esta llamando el Mayor ..."



R: "Si"

N.N.: "Ah, porque me está llamando el Mayor y me está pidiendo el domicilio exacto ..."




Es dable aclarar que debido al quebrantamiento de las incomunicaciones se extrajeron testimonios, por el incumplimiento de oficiales de la Policía Bonaerense que hicieron caso omiso a la orden del Juez GALEANO de mantener incomunicados a los imputados.

15) Según lo han manifestado Telleldin y su abogado defensor en declaración testimonial (causa seguida contra Juan José Galeano ante el Juzgado Federal 4) la familia de Telleldin y el propio abogado defensor se encontraban amenazados por personal de la Policía Bonaerense antes de que Telleldin ampliara su declaración indagatoria en la causa 1598. 

16) El día 5 de julio de 1996 Carlos Telleldin amplió su declaración indagatoria en la causa 1598 y allí relató lo que ya ha sido reproducido en el capítulo anterior.

17) Con fecha 12 de julio de 1996, se dispuso la detención de Juan José Ribelli, Alejandro Burguete, Bautista Alberto Huici, Raúl Edilio Ibarra, Jorge Horacio Rago, Anastacio Irineo Leal, José Miguel Arancibia, Marcelo Gustavo Albarracín, Oscar Eusebio Bacigalupo, Claudio Walter Araya, Daniel Emilio Quinteros, Víctor Carlos Cruz, Argentino Gabriel Lasala, Mario Norberto Bareiro, Diego Enrique Barreda.

18)  Al recibírseles declaración indagatoria a tenor del artículo 294 del C.P.P., todos los nombrados, a excepción de Leal, Barreda y Bareiro, hicieron uso del derecho a negarse a declarar.

19)  Posteriormente, con fecha 31 de julio de 1996 (fojas 3069/3156 de la ex causa 1598) resolvió el juez instructor la situación procesal de los imputados. Si bien dictó el procesamiento de casi todos los nombrados por una amplia gama de delitos (privación ilegítima de la libertad; extorsión; asociación ilícita; falso testimonio, etc.) en lo que concierne a esta querella y su legitimidad procesal, dictó el procesamiento de Juan José Ribelli, Raúl Edilio Ibarra, Anastacio Irineo Leal y Mario Norberto Bareiro, “por encontrarlos –prima facie- responsables como partícipes necesarios de los delitos de homicidio calificado, lesiones –leves, graves y gravísimas- y daño, todos cometidos en forma reiterada ... y agravados en función de lo dispuesto por la ley 23.592 (arts. 45, 55, 80 inc. 4°, 89, 90, 91 y 183 del Código Penal) ello en virtud de la participación que les cupo con relación al atentado a la sede de la Asociación Mutual Israelita Argentina, acaecido el 18 de julio de 1994...”.

20) En ese auto resolutorio, además, se dictaron procesamientos a los policías acusados por el atentado y a los restantes que luego fueron juzgados en el Juicio Oral por los delitos cometidos los días 15 de marzo de 1994; 4 de abril de 1994 y 15 de julio de 1994, en los que habían resultado víctimas Carlos Alberto Telleldin, Hugo Pérez y Sandra Petrucci. Acerca de estos delitos, las instituciones y personas que aquí recurrimos, debido a que no hemos sido “ofendidos” no hemos sido legitimados para constituirnos como querellantes. 

21) Con fecha 16 de septiembre de 1996, la Excelentísima Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal confirmó, entre otros puntos, el reseñado en el párrafo anterior, es decir, el procesamiento de cuatro de los ex policías por considerarlos partícipes del atentado a la sede de la A.M.I.A.

22)  Una vez confirmado el procesamiento de Telleldín por su participación en el atentado, y firme el que se había ya dictado respecto de los ex policías, el juez instructor corrió vista a las querellas y a la fiscalía para que se expidieran en los términos del artículo 346 del código procesal.

23) Además de los elementos probatorios reseñados anteriormente se encontraban acumuladas al sumario las siguientes pruebas:

I. Declaración testimonial de Ana María Boragni (fs. 1556/68).

II. Declaración del taxista Héctor Sexto (fs. 491/2), quien depuso en relación a lo ocurrido el 15 de marzo de 1994 en Vicente López, cuando su automóvil fue chocado.

III. Declaración testimonial del Suboficial Marcelo Darío Casas (fs. 1721), quien integró el grupo que intentó detener a Telleldín el 15 de marzo. Fue quien resultó lesionado ante la huida de aquél.

IV. Declaración testimonial del Sargento Eduardo Diego Toledo (fs. 1714), quien participó del mismo procedimiento, y dijo haberlo hecho por expreso pedido del Subcomisario Ibarra, quien además, le dijo qué tenía que decir en su anterior declaración en sede policial.

V. La inexistencia de actuaciones en relación a la resistencia a la autoridad y lesiones en perjuicio de Marcelo Casas, que sin duda deberían haberse labrado.

VI. Declaración testimonial de Sandra Petrucci (fs. 460/74, 1398/400 y 4667/8), quien fue detenida junto a Telleldín y depuso en idénticos términos respecto de lo sucedido.

VII. Declaración testimonial de Eduardo Telleldín (fs. 1583/91, 2426 y 4735/6), quien intervino en la negociación llevada a cabo en la Brigada.

VIII. Declaración de Oscar Alfredo Setaro (fs. 486/89, 1553/4 y 4737), quien transportó la motocicleta entregada a la Brigada como parte del acuerdo para que Telleldín y Petrucci recuperaran su libertad.

IX. Declaración testimonial de José Luis Lopreiato (fs. 1432/34 y 1577/80), quien aportó el Ford Falcon y la motocicleta aludida a la Brigada, para efectivizar el acuerdo con los policías.

X. Declaración de Antonio Lopreiato, (fs. 1450), padre del anterior, quien corroboró sus dichos.

XI. Declaración de Héctor Omar Banga (fs. 2536/8), hermanastro de Carlos y Eduardo Telleldín, quien acompañó a este último a la Brigada de Lanús.

XII. Declaración testimonial de Luis Salvador Botey (fs. 5851/54), quien acompañó a Eduardo Telleldín y a Banga a dialogar con los policías, y se presentó él mismo ante éstos en la Brigada.

XIII. Declaración testimonial del abogado Alberto Fabián Spagnuolo (fs. 1401/04), quien concurrió a la Brigada a asistir a Telleldín mientras estaba detenido, y se negó a realizar un acuerdo económico con los policías.

XIV. Declaración testimonial del testigo de identidad reservada (fs. 1195/7) identificado con el nro. 2, claramente incriminante en relación a Juan Jose Ribelli.

XV. Listado de entrecruzamiento de llamadas telefónicas: en la fecha en que Telleldín se encontraba detenido en la Brigada de Lanús, se recibieron cuatro llamados telefónicos en la línea de su domicilio (768-0902), provenientes tres de ellos del teléfono de Juan Jose Ribelli, y el restante del perteneciente a Walter Alejandro Castro.

XVI. Tanto Ambrosi como Buján, que serían quienes le habrían dicho al Subcomisario Huici de la existencia del “enano” Telleldín, negaron conocer a este último y haberle efectuado manifestación alguna a Huici o a otro personal de la Brigada. (recuérdese que esta declaración era la que habían utilizado los policías para perseguir a Telleldín)

XVII. El relato confesorio de Huici, quien reconoció que los datos que informó en su declaración vinculando a Telleldín eran falsos y obedecían a un pedido expreso de Ribelli.

XVIII. El testimonio de Javier Roberto Smurro (fs. 4761 y 6794) y de Oscar Lorenzo Díaz (fs. 4766) integrantes de la Brigada, quienes brindaron sustento a lo manifestado por Huici.

El día 5 de mayo de 1999 la Excma. Cámara Federal confirmó el auto de procesamiento dictado contra los ex policías. Esta resolución de la Cámara resultó en su momento de importancia fundamental, pues no sólo convalidó lo actuado por el instructor, sino que armonizó la atribución de responsabilidad tanto a Telleldín como a los ex policías ya en ese entonces procesados.

Sostuvo entonces la Cámara que “no se advierten, por otro lado, contradicciones serias con la imputación que en la misma causa se formulara a los policías Ribelli, Bareiro, Leal e Ibarra, quienes recibieran la camioneta preparada por Telleldín... En todo caso, debe valorarse la ambigua situación que vinculaba a Telleldín con los nombrados, sin que quepa excluir la extorsión ni la participación dolosa de aquél en el armado de una camioneta cuyo destino conocía”.

Continuamos con la transcripción del fallo citado, por la claridad con que se expidieron los integrantes del Tribunal. Agregaron, en efecto, que “en tal sentido, se ha acreditado una suerte de sociedad entre Telleldín y los nombrados que no se hallaba exenta de “roces” y presiones enderezadas al pago por parte de Telleldín de las “deudas” que con su actividad iba generando”.

Finalmente, sostuvo el Tribunal que “las pruebas valoradas en autos permiten afirmar... que Telleldín preparó la camioneta para esa entrega, y nada obsta que a pesar de haber sido preparada especialmente, los policías hayan debido, como ya era costumbre en el cobro de las “cuotas convenidas”, emplear la fuerza, tal como se desprende de las probanzas relativas a lo acontecido el día 10 de julio de 1994”.
Por último, en lo que concierne a la etapa procesal que aquí se recrea, es preciso dejar asentado que además de esta querella –en aquél entonces no unificada, sino la A.M.I.A., la D.A.I.A. y el Grupo de Familiares en forma independiente- formularon requerimiento de elevación a juicio el Ministerio Público Fiscal, y la otra parte querellante que luego actuó en el juicio en forma autónoma, el grupo denominado Memoria Activa.

En todos los casos, el requerimiento de elevación a juicio se formuló respecto de Carlos Alberto Telleldín, Juan José Ribelli, Raúl Edilio Ibarra, Anastacio Ireneo Leal y Mario Norberto Bareiro, acusándose a todos ellos de haber participado en la realización del atentado del 18 de julio de 1994.

Posteriormente, el juez instructor notificó a las defensas de los respectivos requerimientos, a los fines dispuestos en el artículo 349 del C.P.P. Sin embargo, de los cinco acusados, sólo dos de ellos se opusieron a la elevación a juicio, Telleldín y Leal, instando a sus respectivos sobreseimientos. 

Finalmente, concluida la etapa de contradicción entre acusadores y defensas, el instructor dictó auto de elevación a juicio, en los términos del artículo 351 del C.P.P., declarando clausurada la instrucción de la causa nro. 1156 con relación a las personas ya nombradas y acusadas de haber participado en el atentado, como así también respecto de aquellas otras vinculadas al proceso por otros delitos. 

Este auto fue dictado con fecha 26 de febrero de 2000. Allí, además de tratarse en forma particular cada una de las situaciones procesales, se hizo un raconto de lo actuado, una nueva valoración de la prueba colectada, y se dejaron expuestas una innumerable cantidad de peculiaridades propias de esta investigación, entre ellas las trabas y dificultades que se fueron presentando a lo largo de los años, muchas de ellas provenientes de las distintas fuerzas de seguridad.

El Juicio Oral

Ingresado el expediente al Tribunal Oral en lo Criminal Federal nro. 3, fue registrado bajo el nro. 487/00.

Cumplidos los pasos procesales previos (examen y revisión del expediente por parte de los jueces; ofrecimientos de prueba de las distintas partes, etc.) el Tribunal se expidió el 16 de julio de 2001: allí se resolvió sobre la prueba solicitada por las partes, se fijó audiencia para dar comienzo al debate, y se dispuso una importante cantidad de medidas de instrucción suplementaria. Se aclaró que, dada la magnitud del caso y su trascendencia, y que varios de los imputados se encontraban privados de su libertad, era necesario dar comienzo al debate aun cuando la instrucción suplementaria no estuviera concluida. 

Así las cosas, el 24 de septiembre de 2001 se abrió el debate oral y público, cumpliéndose con los requisitos formales del caso: lectura del requerimiento de elevación a juicio y del auto de clausura de la instrucción. Luego se trataron y resolvieron las cuestiones preliminares y, antes de comenzar con la prueba testimonial, se ofreció a cada imputado la posibilidad de prestar declaración ante el Tribunal.

El único que declaró y aceptó ser interrogado fue Anastasio Ireneo Leal; Juan José Ribelli, por su parte, sólo realizó manifestaciones sin permitir que las partes y el Tribunal lo interrogaran. Los restantes acusados por el atentado se negaron a declarar.

Abierto entonces el debate, el día 24 de septiembre de 2001 y luego de las cuestiones preliminares y declaraciones indagatorias de los imputados, se escuchó al primer testigo, Carlos Heidenreich el día 29 de octubre de 2001. A partir de allí, y durante 340 jornadas de audiencia, se recibió declaración testimonial a aproximadamente 1300 personas, incluidos testigos y peritos.

Entre las personas que declararon como testigos, deben incluirse víctimas y sobrevivientes del atentado, personas que trabajaban en el edificio atacado; ocasionales transeúntes que también sufrieron consecuencias o  simplemente apreciaron parte de lo ocurrido; vecinos de los edificios linderos o circundantes, etcétera.

También declararon prácticamente todos los integrantes del Departamento de Mitigación de Explosivos de la Superintendencia de Bomberos de la P.F.A. que realizaron alguna tarea, por menor que haya sido, en el lugar del hecho, como así también integrantes de la Superintendencia de Policía Científica e  integrantes del Cuerpo Médico Forense de la C.S.J.N.

Concurrió al debate personal de S.A.M.E., Defensa Civil y Dirección General de Obras Públicas del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, que realizó tareas de rescate y remoción de escombros.

Hicieron lo propio integrantes de la Policía Federal Argentina, que participaron en distintos tramos de la investigación: así declararon, por ejemplo, numerarios del ex Departamento de Protección al Orden Constitucional (D.P.O.C.), del Departamento Unidad de Investigación Antiterrorista (D.U.I.A.), y de otras varias divisiones y departamentos, incluidos quienes fueron jefes de la fuerza antes y después del hecho.

Hicieron lo propio integrantes de la Policía Bonaerense, de distinto y variado rango y jerarquía, ya sea por haberse desempeñado como investigadores, o bien por guardar alguna vinculación con los ex policías acusados.

Brindaron su testimonio en el debate funcionarios y empleados del Juzgado Federal nro. 9, como así también agentes y funcionarios de la Secretaría de Inteligencia del Estado (S.I.D.E.), al igual que funcionarios del Poder Ejecutivo Nacional y miembros del Congreso Nacional.

Fueron varios los testigos que aportaron su información provenientes desde el exterior, como el caso del agente Charles Hunter (E.E.U.U.), por ejemplo, o los funcionarios de las fuerzas de rescate y del ejército israelí.

Por supuesto, también prestaron declaración testimonial numerosas personas en directa vinculación con los hechos y personas sometidas a proceso, y así también lo hicieron personas relacionadas con distintas líneas de investigación que, no obstante no guardar directa vinculación con el objeto procesal del debate, igualmente fueron admitidas.

Es de mención que también se recibió declaración a testigos a quienes en la etapa de instrucción se les había reservado la identidad, medida que fue dejada sin efecto por el Tribunal cuando debieron declarar en el debate.

Fueron varios los peritos que, además de haber actuado en tal carácter, prestaron declaración testimonial en el debate: técnicos de la empresa C.I.A.D.E.A., de la firma automotriz Renault; del Laboratorio Químico de la P.F.A., de la División Policía Científica de Gendarmería Nacional; Ingenieros estructurales de la Universidad Nacional de Tucumán; peritos calígrafos y peritos contadores.

De los testigos aludidos, la mayoría fue requerida por las distintas partes, pero vale recalcar que un gran número de testimoniales fue ordenado por el Tribunal de oficio, en uso de las facultades que le acuerda la ley procesal vigente.

Al proveer a la prueba solicitada como instrucción suplementaria por las partes, también en este aspecto el Tribunal dispuso la realización de diversas medidas de oficio, como por ejemplo: peritaje químico sobre el block de motor hallado entre los escombros del edificio; caligráfico sobre numerosas piezas obrantes en el sumario; oficio al Servicio Meteorológico Nacional para que informe las condiciones climáticas en la Capital Federal en el momento del hecho; oficio a la Editorial Atlántida para que remita el archivo fotográfico que pudiera tener de la A.M.I.A. con anterioridad al ataque; y numerosas medidas relacionadas con intervenciones telefónicas y cruces de llamadas –solicitadas al D.U.I.A.-, entre muchas otras.

Por otro lado, se requirió al Juzgado instructor la remisión de los legajos de investigación que corrían por cuerda al expediente principal, y su permanente actualización; del mismo modo, se requirió la remisión, a distintas sedes judiciales de variada jurisdicción, de un importante número de causas –más de ciencuenta-, “ad effectum videndi et probandi”. De todo ello dan cuenta numerosos certificados actuariales obrantes tanto en el expediente principal como en el de instrucción suplementaria.

Desde ya que estas categorías aquí trazadas en modo alguno pretenden describir exhaustivamente la prueba recibida, sino simplemente referenciar las distintas fuentes que nutrieron el vasto plexo probatorio propio de esta causa.

Como es obvio, y dada la inusual magnitud de la prueba testimonial producida en el debate, resulta prácticamente imposible reproducirla aquí, aunque más no sea someramente. Por otro lado, considera esta parte que realizar tal tarea tornaría no sólo engorrosa la lectura de este recurso, sino que además resultaría a todas luces innecesario e inconducente.

Por otro lado, tampoco sería coherente limitarnos a reproducir sólo aquéllos testimonios o evidencias de interés para esta parte, o aquéllos a los que se pudiera asignar algún grado de valor. Ello resultaría, además, arbitrario, en virtud de lo inabarcable del material probatorio, que demandó más de dos años de audiencias para su producción.

El día 9 de diciembre de 2003 se recibió la última declaración testimonial. Posteriormente, a través de la resolución de fecha 29 de diciembre de 2003, el Tribunal resolvió la incidencia que tuvo por objeto determinar –según los pedidos y oposiciones de las partes, más las decisiones tomadas por el Tribunal, de oficio- qué prueba se tenía por incorporada al debate por lectura.

El 13 de enero de 2004, realizó su alegato el representante de la querella denominada “Memoria Activa”, culminando con el pedido de condena a Carlos Alberto Telleldín como partícipe primario en el atentado contra la A.M.I.A.

Durante los días 19, 20 y 21 de enero de 2004, fue el turno de esta querella de realizar su alegato. Allí se solicitó la condena a reclusión perpetua como partícipes primarios del atentado a Carlos Alberto Telleldín, Juan José Ribelli, Raúl Edilio Ibarra y Anastasio Ireneo Leal, y de veinte años de prisión para Mario Norberto Bareiro, por considerarlo partícipe secundario en la realización del atentado.

Consideró esta querella que existían elementos de convicción  para sostener, fundadamente, que Carlos Telleldín había preparado la camioneta Trafic luego utilizada como coche-bomba y que, el 10 de julio de 1994, se la había traspasado a los ex policías acusados. 

Posteriormente, durante los días 3, 4, 10 y 12 de febrero de 2003, realizó su alegato el Ministerio Público Fiscal. También fueron solicitadas las condenas de las cinco personas acusadas de haber participado en la concreción del atentado. 

Por su parte, llegado el turno de las defensas, primero realizaron su alegato los defensores de Carlos Alberto Telleldín; luego el defensor de Juan José Ribelli, seguido por la defensa de Raúl Edilio Ibarra, y finalmente las defensas de Mario Bareiro y Anastasio Leal. En todos los casos, se solicitó la absolución de los acusados.

Concluidos los alegatos de todos los defensores, incluidos aquéllos que representaban a imputados no acusados por el atentado, las partes acusadores hicieron uso de las facultades previstas en el artículo 393, 4° párrafo, del C.P.P.N., lo que a su vez dio lugar a que los defensores hicieran lo propio.

Finalmente, cada imputado fue convocado al estrado y preguntado por si quería realizar alguna manifestación. Así lo hicieron los imputados Telleldín, Ribelli, Ibarra, Leal y Bareiro, como así también algunas de las otras personas imputadas por otros delitos.

Cumplidos los pasos que aquí se reseñan, el día 2 septiembre de 2004 se dio por cerrado el debate y, luego de un cuarto intermedio, se dio a conocer el veredicto en la sala de audiencias.

 
Finalmente, el 29 de octubre pasado, se notificó a las partes de la sentencia propiamente dicha, que aquí se viene a recurrir.

IV.1.b) La causa 496/00 

Antecedentes de hecho.

El 25 de marzo de 1997, luego de finalizada una ampliación de su declaración indagatoria que había solicitado en la causa 1156, el procesado Ribelli fue recibido por el Juez, a quien había pedido la entrevista con anterioridad. 

Antes de que terminara aquel acto procesal, según se supo después , su defensor le había entregado una cinta de video  que el procesado, una vez en el despacho del Juez y a solas, procedió a entregar al Magistrado. 

Una vez en el despacho del Juez, ya a solas, Ribelli procedió a sentarse frente al Dr. Galeano y en determinado momento, luego de desatar el envoltorio que contenía la cinta, la deslizó por el escritorio hacia el magistrado diciéndole que contenía un diálogo entre el Juez y Telleldín. En ese contexto, Galeano se echó hacia atrás en un gesto que Ribelli interpretó como que éste (Galeano), había sentido una “especie de agresión”; ante ello, Ribelli le “pidió al magistrado que no confundiera su accionar, y que si el acto iba a ser malentendido, que lo disculpara y que prefería llevarse el videocasete”, diciéndole (Galeano) “si no le tenía confianza”. A su vez le solicitándole que lo viera solo, sin su familia y que él sabría qué hacer con él. Contrariamente a lo solicitado, fue visto por el Juez y los Secretarios Velazco y de Gamas, una vez finalizada la entrevista. Al ver el contenido del video, comprobaron que se trataba de la grabación del diálogo que habían mantenido el Juez y el procesado Telleldín del 1º de julio de 1996 que, por cierto, se trataba de un video que se encontraba resguardado en la caja fuerte del juzgado en original y copia. Fue así que los Secretarios efectuaron la búsqueda entre los efectos que en dicha caja se encontraban, comprobando que no estaba allí la cinta rotulada como “original”. 

Antecedentes procesales.

Como consecuencia del hecho relatado, el Dr. Galeano inició un sumario administrativo , a los efectos de establecer cómo se había producido la acreditada  desaparición del efecto de la esfera de custodia del Tribunal y las responsabilidades consecuentes. Asimismo, con fecha 31 de marzo de 1997, realizó la denuncia ante la Excma. Cámara del Fuero con relación al faltante del video (a fs. 1. de la causa N° 496/00). La misma recayó en el Juzgado Criminal y Correccional Federal N°12.

A fs. 5 de la presente, los Sres. Fiscales, Dres. Amirante y Marijuan, formularon requerimiento de instrucción.

A fs. 90 los Dres. Mariano Cúneo Libarona y Juan Pablo Vigliero  –por aquel entonces, abogados defensores  de Juan José Ribelli- presentan un escrito manifiestando que un allegado a su defendido le proporcionó una copia de un video –el cual acompañan- y manifiestan a su vez que es la única copia que del mismo poseen.

A fs. 172 se presentan Cúneo Libarona y Vigliero a tenor del art. 73 CPPN; en dicho escrito  intentan descartar la tipicidad de la conducta realizada como robo o extorsión. Luego, como descargo, refieren sobre los hechos del caso que en el mes de marzo, no recuerdan el día, allegados a su defendido, les proporcionaron la copia de un video cassette en un sobre junto a fotocopias de la causa. Según manifestaron, se recibió en el domicilio particular de Ribelli y el remitente es “Anibal Peralta”, con domicilio en la calle 8, 324, La Plata, Prov. de Bs. As. Refirieron no saber que persona entregó el video, debido a que son numerosas personas las que concurren al estudio a preguntar por Ribelli. Mencionan a su familia y a dos amigos: Carmelo Ionno y Gustavo Bouzón; a quienes solicitan se los cite a declarar. El sobre lo recibió Cúneo con el pedido de que se lo entregue a Ribelli, quien iba a prestar declaración en el Tribunal. Respecto del contenido refirió haberlo observado por un breve lapso y advirtió que se trataba de una entrevista mantenida entre el Juez de la causa y, por quien suponía, era Telleldín. El día 24 y 25 de marzo, se realizaron las audiencias de Ribelli. Según refieren, este último día no medio entrevista previa y no se encontraron a solas con él. Cúneo Libarona estuvo, sólo un breve lapso en el Juzgado y el que permaneció fue Vigliero. Manifestaron que se le entregó la copia a Ribelli informándole que contenía una supuesta entrevista de Galeano, con quien suponían, era Telleldín. Refirieron que su dialogo en la sede del Tribunal fue breve, público y absolutamente cristalino, desconociendo si alguien más lo escuchó. Ignoraban qué actitud tomaría Ribelli con el video, tan sólo cumplieron con el pedido de entregarlo.

A fs. 246, obra oficio en el que el Dr. Galeano relata cómo se desarrolló la reunión con Ribelli el día 25 de marzo de 1997. Refirió que luego de finalizada la declaración, Ribelli fue llevado por personal del SPF, a su despacho, donde se llevó a cabo la audiencia solicitada (en privado), la que tuvo una duración aproximada de quince minutos. Ribelli se sentó frente a su escritorio, ingresando con una carpeta de color celeste –tipo sobre- en una de sus manos y en la otra, una bolsa de nylon blanca que contenía papeles. En el transcurso de la reunión, Ribelli manifestó que hacía nueve meses que se encontraba detenido, que estaba desesperado, que esta era una trampa ideada por Telleldín de la que él veía que no podía salir, que él era inocente en relación al atentado a la AMIA y que estaba dispuesto a cualquier cosa para dejar de padecer esa situación. Antes de finalizar la entrevista, Ribelli extrajo de la carpeta color celeste que traía consigo, un paquete cerrado, envuelto en papel de fantasía, lo rompió en presencia del Dr. Galeano y le hizo entrega de un video sin título, deslizándolo por el escritorio hasta alcanzárselo, reteniendo para sí la caja del mismo y su envoltorio. A medida que iba acercando el video, Ribelli le refería que le entregaba algo que le “quemaba en las manos”; que el material fílmico que figuraba en el video lo debía ver solo, que evitara verlo en presencia del personal o su familia. Ante ello, le preguntó a Ribelli si con su actitud pretendía intimidarlo, insistiendo en que estaba hablando de hombre a hombre, que estaba desesperado y que él sabría que hacer con el material que entregaba, negándose a comentar el contenido, como su procedencia. También refirió que no mal interpretara su actitud, a lo que el Dr. Galeano respondió que interpretaría la situación de la misma forma que él la interpretara. Ante esta respuesta Ribelli expresó “ah no, entonces me lo llevo”, señalándole que a esa altura lo dejara, lo que así hizo. Galeano aclaró que, ya que le dejaba el video, cuyo contenido desconocía, podía dejarle también la caja –que guardó en la carpeta junta al envoltorio-, ante lo que respondió que no le pidiera eso, retirándola para sí.  Refirió asimismo que al retirarse el detenido, procedió a la reproducción del video, en presencia de los Dres. Velasco y De Gamas. Determinó que era copia de una filmación efectuada por el Tribunal con relación a la entrevista mantenida el 1º de julio de 1996, con Telleldín.

A fs. 257, los Sres. Fiscales ampliaron el requerimiento respecto de Cúneo Libarona, Vigliero y Ballestero. Es así que según los fiscales, la investigación debe avanzar no sólo en punto al delito contra la propiedad, sino respecto a la trascendencia jurídico penal que pudo tener la acción desplegada respecto del Dr. Galeano, al haberle entregado Ribelli en una audiencia privada, el material sustraído. Se solicitan medidas de pruebas, indagatorias y testimoniales.

A fs. 366 se le recibe declaración indagatoria a Juan José Ribelli quien, respecto de la entrevista que se llevara a cabo el día 25 de marzo de 1997, refirió que cerca del final  de su declaración en el Juzgado, y un momento en el que se había producido un  “impasse”, estando presentes sus dos abogados, cree que fue Cúneo Libarona, quien le dijo algo así como: “te llegó esto, es un video, está el Juez, tratá de mirarlo”. Lo guardó en la bolsa, el video estaba envuelto en papel, no era de diario ni tampoco era papel común de regalo. Finalizada la declaración, no recuerda qué empleado, le comunica que lo esperaba el Juez. Manifestó que cada vez que concurre a Tribunales, solicita hablar con el Juez y con el mismo, desde el comienzo, ha mantenido el compromiso de aportar todo dato o circunstancia que fuese llegándole. Con respecto a la entrevista con el Juez, manifestó que éste se encontraba en un escritorio en una oficina. Estaban solos los dos y se encontraban sentados. Le manifestó que había aportado gran cantidad de documentación como le había prometido, en especial detalles de cómo funcionan las celdas de los celulares y, en un momento dado, siguiendo el compromiso que había asumido, tomó la decisión de entregarle lo que le había llegado, sin saber realmente cuál era su contenido. Manifestó que, en ningún momento lo hizo con el fin de amenazarlo o coaccionarlo, como dicen los trascendidos periodísticos, sino que trató de mantener su palabra en cuanto a hacerle llegar todo lo que obtuviera. Así, quitándole el papel, se lo entregó, diciéndole que “esto le había llegado”, no pudiendo dar precisión de quién se lo hizo llegar, porque no lo sabía, al igual que el contenido del mismo, si pudo haberle dicho que estaba él. Cree que le pidió que no se confunda con su accionar y no sabe ante que frase de él, le dijo que si este acto iba a ser mal entendido, que lo disculpara, que prefería llevárselo, tomándolo otra vez y guardándolo en la bolsa. Con este acto finalizo la entrevista y, cuando saludaba para despedirse, le dijo algo así como que no lo dejara con la espina. Razón por la cual y, tratando de mantener el compromiso que había asumido, se lo entregó. En ningún momento le realizó ningún pedido.

A fs. 512 prestó declaración indagatoria Gabriel Pasquín, quien fue contactado por el Dr. Cúneo Libarona para que difundiese el video de marras en la prensa.

A fs. 522 prestó declaración indagatoria Julio Cesar Ballestero quien se desempeñaba como asesor jurídico del estudio del Dr. Cúneo Libarona. A fs. 700 le fue ampliada su declaración.

A fs. 531 prestó declaración indagatoria Juan Pablo Vigliero (la cual será ampliada a fs. 1127) quien manifestó en lo que respecta al video, que tiene entendido llegó por terceros al estudio de del Dr. Cúneo Libarona, desconociendo por medio de quién. Sabía que los que habían dejado la cinta, pidieron que se la entregaran a Ribelli. Luego de esto, destacó las características de Ribelli y lo difícil que es para un abogado defender a una persona con esas particulares. También tomó conocimiento que la cinta fue entregada por Cúneo Libarona a Ribelli conjuntamente con otros elementos. Afirmó que de ningún modo podía Ribelli amenazar al Juez de la causa ya que, según se enteraron, todo el mundo sabía de esta filmación. Tiene entendido que la intención de Ribelli era, de alguna manera, pedirle a Galeano que volviera a evaluar la situación. 

A fs. 531 prestó declaración indagatoria Mariano Cúneo Libarona (la que será ampliada a fs. 963, 1173 y 1916) quien manifestó que respecto de la supuesta conducta desarrollada por Ribelli, de los propios términos del juez se desprende que no se formuló un pedido o exigencia, ni se requirió la obtención de ninguna decisión jurisdiccional. Por otro lado señaló que el acto descripto por el Juez, carece de idoneidad como para intimidar o coaccionar a un magistrado y, en dicho sentido, no puede perderse de vista que si el contenido del video es lícito, no puede, su entrega, ser considerada punible. Asimismo señaló que desconocía con precisión el contenido del video. Refirió haberlo lo visto completo durante Semana Santa, por lo cual al momento de la entrega no pudo brindar una opinión acabada sobre su contenido y alcance; dijo desconocer si era real o se trataba de una copia. En dicho orden, destacó que no conocía a quien aparecía en el video como Telleldín, a quien sólo lo había visto por foto en una ocasión. Es por tal motivo que tenían muchas dudas acerca de la veracidad del video. Dijo desconocer si había salido de alguna forma del Juzgado, desconocían su origen. Respecto del video que le entregara a Ribelli refirió que obedeció a un pedido que previamente le habían hecho los familiares y amigos de éste al momento de entregarle el video. Dijo ignorar que Ribelli se lo iba a entregar al Juez y, en su caso, sus motivaciones y los términos de su entrevista. No medió ningún tipo de acuerdo previo con Ribelli respecto del contenido y términos de la entrevista, que después efectivizara con Galeano. 

A fs. 552 se resolvió la falta de mérito de Julio Cesar Ballesteros y a fs. 650 vta. la falta de mérito respecto de Gabriel Pasquini. 

A fs. 761 se decreta el procesamiento con prisión preventiva de Juan José Ribelli (149ter. inc. 2 ap. “a”, en calidad de autor: arts. 306, 308 y 312 inc. 1 del CPPN). Se resuelve sobreseer parcialmente a Juan José Ribelli en cuanto al art. 278 CP. Asimismo se decreta el procesamiento con prisión preventiva de Mariano Cúneo Libarona y Juan Pablo Vigliero por el delito de coacción agravada art. 149ter. inc. 2 ap. “a” en calidad de partícipes necesarios (art. 45 primera parte del CP), en concurso real (art. 55 del CP) con el de encubrimiento por receptación dudosa, art. 278 CP. En dicho decisorio se dijo respecto del dialogo mantenido por Ribelli y el Dr. Galeano que la actitud evidenciada por Ribelli no resulta usual o normal en relación a lo que un detenido puede hablar con un juez, resultando más que evidente que la finalidad perseguida con dicho accionar habría sido la de intimidar al magistrado, condicionándolo psíquicamente en su libertad de decisión funcional. Afirma también el auto citado que Ribelli sabía lo que contenía ese video, conocía el verdadero carácter de su contenido, y a sabiendas de eso, intentó esgrimirlo como un  elemento intimidatorio, dándole a entender al Dr. Galeano que si no mejoraba su situación en la causa iba a dar a conocer ese video, con el consiguiente peligro para el éxito de la investigación. Respecto de la situación procesal de Mariano Cúneo Libarona y Juan Pablo Vigliero, les endilgó igual acción descripta respecto de Ribelli, pero a título de partícipes necesarios, configurándose el concurso real de las figuras de los arts. 149ter. inc. 2º ap. “a” y 278 del CP. Lo anterior se desprende de considerar que la maniobra no habría tenido lugar, a no ser que alguien le hubiera facilitado a Ribelli el videocassette para poder entregárselo al juez.

Apelados que fueron los procesamientos por los imputados, a fs. 1423/37 la Sala II de la Excma. Cámara del Fuero resolvió declarar la nulidad de las escuchas telefónicas anteriores al auto de fs. 13 y como consecuencia de la medida, apartar al Dr. Oyarbide como instructor de la causa en orden al art. 173 CPPN. Acerca del delito de encubrimiento por receptación dudosa, por el que fueron procesados Cúneo Libarona y Vigliero, al no detectarse fin de lucro y el origen ilícito del video, ordenó revocar el procesamiento dictando una falta de mérito. Respecto de la calificación de coacción agravada dijo la Excma. Cámara “(…) no se advierte la finalidad o el propósito perseguido por el encartado, que necesariamente debe evidenciarse en la figura agravada escogida en la resolución puesta en crisis, por lo que cabe concluir que la calificación adoptada no puede sostenerse; y que a esta altura se vislumbra como adecuada la contemplada por le art. 149bis (…)”; consecuentemente se confirma el procesamiento respecto de Ribelli y Cúneo Libarona, pero en orden al art. 149bis. Con relación al procesamiento de Juan Pablo Vigliero en orden al delito de coacción agravada el mismo resultó revocado dictando la falta de mérito.

Desinsaculado nuevo Tribunal, el mismo recayó en el Juzgado Criminal y Correccional N° 3, Secretaría 5 de esta Ciudad.

Con fecha 30 de diciembre de 1997, a fs. 1862, se dicta sobreseimiento de Gabriel Pasquín, Julio Cesar Ballesteros y Juan Pablo Vigliero.

Con fecha 11 de septiembre de 1998, a fs. 2087/2096, en un escrito conjunto AMIA y DAIA requirieron la elevación de las presentes actuaciones a juicio, respecto de Juan José Ribelli y Mariano Cúneo Libarona, en orden al delito previsto en el art. 149ter.inc. 2° a) del CP, el primero en calidad de autor y el segundo respecto de su participación primaria en el hecho.

En igual sentido, el 13 de octubre de 1998, los Sres. Fiscales requirieron también la elevación de la causa a juicio respecto de Juan José Ribelli y Mariano Cúneo Libarona, por cuanto entendieron que las acciones llevadas a cabo por los imputados encuentran subsunción típica en la figura penal contenida en el artículo 149ter, inc. 2, del CP y “ello por cuanto son coautores de una coacción a un Magistrado de la Nación”.

El 28 de octubre de 1998 se dictó sobreseimiento parcial respecto de Mariano Cúneo Libarona con relación al delito de encubrimiento por receptación dudosa. Por otra parte, el 14 de octubre de 1999, se le concedió la suspensión de juicio a prueba.

A fs. 2282 el defensor de Juan José Ribelli, en oportunidad de contestar la vista del art. 349 del CPPN, se opuso a la elevación a juicio instando el sobreseimiento de su asistido.

Obra a fs. 2355, con fecha 16 de noviembre de 1999, el auto de elevación a juicio. En dicha resolución se desestimaron los argumentos defensistas, resolviendo la elevación a juicio en orden al delito previsto en el art. 149ter., a) del CP, por cuanto si bien el Superior, en su resolución de fs. 1423/1437 modificó la calificación como incursa en el art. 149bis primera parte “(…)considero que corresponde elevar las actuaciones a conocimiento del Tribunal Oral en lo Criminal Federal que resulte desinsaculado a fin de determinar la responsabilidad que le cabe a Ribelli en relación al hecho investigado, por cuanto debe estarse a la posibilidad de aplicación de la calificación más grave en la eventual condena que se dicte(…)”.    

A fs. 2379/2380 y 2391 el Tribunal Oral en lo Criminal Federal N°3 declaró la conexidad de esta causa (496/00), con la causa en la que se investiga la responsabilidad que le cupo a las personas imputadas por las participación en el atentado (487/00), ordenándose la realización conjunta del juicio.

Ya se en debate, en oportunidad de prestar declaración, Juan José Ribelli refirió respecto de los hechos que se investigan que el 24 de marzo del 97 en oportunidad de prestar declaración indagatoria, solicitó una entrevista con el Juez por cuanto refirió haber tenido diversas entrevistas con Galeano que eran informales para intentar llegar a la verdad. Ese día no se llevó a cabo la reunión en tanto que su declaración continuó al día siguiente. Respecto del 25 de marzo refirió que llego primero Vigliero y después Cúneo Libarona; así en un tramo de la audiencia y en presencia de los funcionarios judiciales, Cúneo Libarona le entregó un paquete con un video preguntándole si podía ver un video; a esto le respondió que si porque si bien él no tenía casetera otros internos sí y era posible verlos. Le dijo que lo vea que estaba el juez y Telleldin. Luego de esto, Cúneo Libarona se fue y le avisan que Galeano lo estaba esperando. Dijo haber hecho referencia a los elementos que presentó en la indagatoria y en ese instante sintió el compromiso, retiró el envoltorio del video y le dice “me llegó esto”; recordó que a lo sumo le puede haber dicho aquí esta Ud. y Telleldin. Al entregarle el video le dio la impresión, por un gesto del Dr.  Galeano que tal vez pensó en una agresión, ante esa actitud le manifestó sus disculpas afirmando que no quería que existieran malas interpretaciones, por lo que volvió a guardarlo y dejarlo con sus pertenencias. Dijo que cuando ya se retiraba, el juez le manifestó que no lo dejara con la espina, solicitando que se lo dejara. Relató entonces que fue así que volviendo al compromiso que había asumido entonces voluntariamente le entrega este video. 

Refirió además jamás haber extorsionado al Dr. Galeano y que no es cierto que el haya dicho lo que éste refiere en su declaración, porque él no diría jamás esto y porque Galeano no tomó ninguna actitud ni llamó al guardia del SPF, ni levantó un acta ni nada. Tampoco se sintió extorsionado porque recién el 31 de marzo hace la denuncia penal –primero había hecho un sumario administrativo- y no hace la denuncia por extorsión o amenazas en la cámara sino  se refiere sólo al faltante del video.

Por su parte en la declaración que prestara el Dr. Galeano ante el Tribunal, a tenor del art. 250 del CPPN, dijo que el 25 de marzo de 1997 tuvo lugar una entrevista entre el Juez y el imputado Juan José Ribelli, sin terceras personas. Respecto de sí se sintió intimidado refirió que las frases que acompañaban su entrega “estar desesperado... dispuesto a hacer cualquier cosa” “el video... le quemaba las manos... y que lo viera solo” , la decisión de no hablar sobre su contenido, y posteriormente las imágenes que ahí se mostraban reforzaron la idea de que se trataba de una clara extorsión. 

En el comienzo del video aparecen unos chicos, hecho que el Juez interpretó como una clara comparación con sus propios hijos. Estas imágenes fueron insertadas en el video, ya que la copia original de la entrevista que ahí tenía lugar, entre el magistrado y Carlos Alberto Telledín, evidentemente no las contenía.

Era una maniobra extorsiva que pretendía conseguir la libertad del imputado, y por otro lado si esto efectivamente se concretaba iba a impedir la difusión del video, tal como después sucedió.

La idea central era la de desvincular a Ribelli e Ibarra e imputar en su lugar a otro policía bonaerense de apellido Alí, a pesar de coincidir con las hipótesis existentes en el sumario. 

Las solicitudes de entrevistas, , por parte de los procesados o detenidos son siempre concedidas, tal cual informara el Juez ,  tanto en ésta como en otras  causas. Estas entrevistas incluyen a todos aquellos que pudieron tener interés en el curso de la investigación.

Refirió haber visto el video junto a los Dres. Velazco y De Gamas –Secretarios de su Juzgado- y a partir de ahí se dio origen al sumario administrativo a fin de determinar si había un faltante en los elementos del Juzgado. Esto arrojó resultado positivo, uno de los dos ejemplares obrantes en el ámbito del Juzgado faltaba, por lo cual se hizo la denuncia, sin poder determinarse lo que había acontecido.
En la oportunidad prevista por el art. 393 del CPPN, esta parte haciendo mérito de la prueba producida en el debate solicitó la pena de 10 años de prisión, por entender a Juan José Ribelli autor penalmente responsable del delito de coacción agravada, previsto y reprimido en el art. 149ter. inc. 2° a) del CP.  

En su oportunidad el representante del Ministerio Público Fiscal, al igual que las querellas, entendió probada la responsabilidad de Juan José Ribelli como autor del delito de coacción agravada, solicitando respecto de la pena que correspondía aplicar a Juan José Ribelli la pena de reclusión perpetua, toda vez que el nombrado fue acusado no sólo por el delito de coacción agravada, objeto de esta la causa Nº 496, sino también por los de homicidio calificado por haber sido perpetrado por un medio idóneo para crear un peligro común, lesiones leves y graves calificadas y reiteradas, daños reiterados, todos ellos en calidad de partícipe necesario, privación ilegal de la libertad y extorsión, ambos en grado de tentativa y en calidad de coautor, instigación al falso testimonio agravado prestado por Bautista Huici en perjuicio de Carlos Telleldín, secuestro extorsivo y asociación ilícita; todos ellos en concurso real.

Por su parte, la defensa técnica de Ribelli instó la absolución, por cuanto sostuvo que su pupilo no cometió delito alguno con relación a esta causa.

A su vez también fueron ejercidos las facultades previstas en los párrafos 4° y 5° del art. 393 del CPPN.

En oportunidad de dictar sentencia en la presente causa, decisorio aquí en crisis, se resolvió “III.- ABSOLVER DE CULPA Y CARGO A JUAN JOSÉ RIBELLI, de las demás condiciones personales obrantes en el exordio, en orden a los delitos de (…)coacción agravada (…) por los que fue acusado”.
IV.2- Carácter recurrible de la Sentencia.

La sentencia dictada por V.E. y contra la que se interpone este recurso es recurrible tanto objetiva como subjetivamente. Por un lado se trata de una de las resoluciones expresamente previstas como recurribles en casación por el Código Procesal Penal de la Nación, pues se trata de una sentencia absolutoria (art. 458 inc. 1 y art. 460 del CPP) y esta parte ha pedido pena de reclusión perpetua (por lo que se supera el límite objetivo también previsto por el art. 458 inc. 1, que impide interponer recurso cuando se hayan solicitado menos de tres años de prisión). 

IV.3- Disposiciones legales violadas e interpretación que se propone.

Respecto de la causa 487/00:

Primer motivo de Casación: Este primer motivo casatorio, se interpone por inobservancia de normas procesales conminadas con pena de nulidad (art. 456 inc. 2 del CPP). Tal como se expone in extenso al introducir el motivo, la sentencia ha desconocido (inobservado) las normas de los artículos 123,  398 (segundo párrafo) y 404 inc. 2 del CPP. La interpretación que se pretende es que a través de la debida aplicación de las normas inobservadas, la Cámara Nacional de Casación Penal revoque la sentencia que aquí se recurre por resultar arbitraria, ya que ella padece en su parte medular de una llamativa falta de fundamentación (arts. 123 y 404 inc. 2 del CPP). 

Confluyen a alimentar este primer motivo casatorio –aunque lo dicho en el párrafo anterior tiene suficiente autonomía como para “hacer caer” la sentencia-- otros vicios de inobservancia de la ley procesal que pueden resumirse en:

i)  la errónea extensión de la nulidad del “decreto del 31 de octubre de 1995, obrante a fojas 37.557/559, por el que se dispuso instruir la denominada causa “Brigadas” a la situación procesal de Carlos Alberto Telleldín. Esto por cuanto resulta violatorio de los arts. 123, 398 segundo párrafo y 404 inc. 2, todos ellos en relación con el art. 172 del CPPN. En este sentido corresponde decir que pese a la extensión de la sentencia, sólo unos pocos párrafos vacíos de contenido se dedican a explicar que la nulidad dictada, afecta la situación de Telleldín. En definitiva, se pretende, conforme la artificiosa extensión de los efectos nulificantes, que el superior, conforme la correcta aplicación de las normas procesales, declare la nulidad de la sentencia.

ii) la errónea desestimación de la existencia de una “vía independiente” que resulta violatoria de los arts. 123, 398 segundo párrafo y 404 inc. 2, todos ellos en relación con el art. 172 del CPP. Respecto de este vicio se pretende que, a través de la correcta aplicación de las normas inobservadas, el superior declare la nulidad de la sentencia pues se han extendido erróneamente los efectos de un acto viciado a otros que habían sido introducidos al proceso mediante una “vía independiente” o que serían “inevitablemente descubiertos”.

                iii) la errónea extensión de eventuales nulidades producidas en la instrucción a los actos del debate. Para llegar a esta indebida extensión,  la sentencia deja de lado por completo (inobserva) preceptos básicos del art. 18 de la CN y de la regla jurídica que –cumpliendo con el mandato constitucional-- se construye con los arts. 365, 366, 367, 368, 374 y 396 del CPP, pues desconoce los principios de inmediación y contradicción que rigen el debate oral. Por ello se pretende que, a través de la observancia de las normas dejadas de lado por el Tribunal, el superior declare la nulidad de la sentencia por haberse desconocido los efectos que tienen en el sistema procesal vigente los principios de inmediación y contradicción que rigen durante el debate.
  iv) Respecto del capítulo denominado “Derecho a la verdad” (Capítulo X del Título I), si bien no integra el objeto por el cual se absolviera a los imputados, hecho por el cual, al decir de la sentencia, torna “innecesario el examen de la acusación formulada por las querellas y el Ministerio Público Fiscal”, el Tribunal realizó largas consideraciones respecto de la prueba colectada. Estas manifestaciones, realizadas a modo de “obiter dictum”, no pueden ser simplemente soslayadas en el análisis que realizamos por estar vinculadas a la argumentación absolutoria del Tribunal. Desentrañar la argumentación que se encuentra detrás del análisis de cada uno de los puntos abordados en este capítulo, resulta fundamental a esta parte por cuanto la particular visión dada aquí  por el Tribunal no es más que la cristalización de las arbitrariedades y errores de logicidad plasmados en el tratamiento de la nulidad decretada. Así los errores de fundamentación aludidos tornan inválido, como acto jurisdiccional válido (arts. 123, 398 y 404 inc. 2° del CPPN). 

Consecuencia de lo dicho resulta que la correcta interpretación de la prueba esgrimida, a la luz de la sana crítica, no puede conducir sino, a desbaratar el estado de inocencia de los imputados. 

Segundo motivo de Casación: Se introduce un segundo motivo de casación completamente independiente y suficiente por sí solo como para que el superior anule la sentencia. Se trata nuevamente de un motivo vinculado con la inobservancia de normas procesales conminadas con nulidad (art. 456 inc. 2 del CPP). En este caso se produce también la inobservancia de los arts. 123, 398 segundo párrafo y 404 inc. 2 todos del CPP. Se considera que la sentencia es “autocontradictoria” pues, por un lado excluyó expresamente del debate cierta prueba, por el otro declaró la nulidad de otro grupo de pruebas, y finalmente, en una actitud claramente contradictoria con las resoluciones aludidas, valoró esas pruebas expresamente excluídas. Se pretende que a través de la correcta aplicación de la normativa procesal se declare que la sentencia padece el vicio lógico de autocontradicción y se la declare nula.
Respecto de la causa 496/00: 

Las disposiciones legales violadas son el art. 149 bis 2º párrafo, agravado por el 149 ter. Inc. 2º ap. a), especialmente su interpretación del concepto de “amenaza” y el art. 34 inc. 4º del Cód. Penal, así como la mecánica de aplicación del modelo teórico de delito elaborado por la doctrina y aceptado por la jurisprudencia.



En este sentido, la correcta interpretación del tipo penal aludido implica valorar la concurrencia en los hechos de la seriedad e idoneidad de la acción realizada para generar en el interlocutor temor, alarma o miedo. Esta idoneidad incluso resulta independiente del temperamento adoptado por la víctima. 



Menos aún puede ser entendido como el producto de un actuar legítimo en función a su derecho a denunciar aquello que se encontraba haciendo el juez. Esto por cuanto existe una diferencia muy marcada entre ejercer este legítimo derecho, y la intención de torcer la voluntad de un juez. Las opciones que tuvo el imputado para ejercer ese derecho –por cierto la mayoría conformes a derecho-, no habilitan en modo alguno (y menos tornan legítimo las acciones antijurídicas) a la comisión de delitos.

                También las reglas sobre la elaboración de las sentencias que trae el C.P.P.N. (arts. 122, 123, 398 y 404 inc. 2º del CPPN) que habilitan la aplicación del art. 456 inc. 2º del mismo Código.

                 En este sentido, entendemos que la sentencia de marras debe ser casada por aplicación del lo normado en el art. 470 del CPPN, dictando nueva resolución conforme a derecho, o bien, por la invocada inobservancia de normas procesales, o anulada y remitida a otro Tribunal para su subsanación.

Esta parte sostiene que V. E., para decidir del modo que lo hizo (atipicidad), ha incurrido en errónea aplicación de la ley sustantiva en su interpretación conceptual de las exigencias típicas del delito de amenazas; así como en una interpretación también errónea de la ley , al eludir considerar cuestiones cruciales de la causa de justificación del art. 34 inc. 4º del Cód. Penal (art. 456 inc. 1º del C.P.P.N.)

También efectuó una reconstrucción arbitraria y aparente de los hechos que dio por probados en su fallo, en contraposición a las reglas de la sana crítica, incurriendo por eso también en la causal prevista en el art. 456 inc. 2º del C.P.P.N, esto es, inobservancia de las normas que el Código establece bajo pena de nulidad en el modo no razonable de motivar su sentencia (arts. 122, 123, 398 y 404 inc. 2º del C.P.P.N.).   

IV. 4- Plazo y firma de letrado. Consideraciones sobre el plazo.

Este recurso se presenta dentro de los diez días de notificada la resolución haciendo uso del “plazo de gracia” configurado por las dos primeras horas del despacho del día hábil siguiente al del vencimiento (art. 124, tercer párrafo, del C.P.C.C.N.), que se ha considerado extensivo a las causas criminales (Fallos: 296:456; 305:1641; 297:26 y 297:241). 

Es necesario señalar que la denegatoria de V.E. a extender el plazo de diez días ha producido un serio agravio a esta parte –el que ha sido expuesto al recurrir esa resolución de fecha 28 de octubre de 2004, por la que se dispuso “no hacer lugar al pedido de prórroga del término previsto en el artículo 463 del Código Procesal Penal”--. Es por otro lado menester hacer notar que la interposición en tiempo y forma de este recurso no torna abstracto aquél –al menos hasta tanto este se encuentre formalmente admitido (art. 465 2do. Párrafo del CPP)--.

   Como se ha dicho al interponer el recurso de Casación contra la denegatoria de extensión del plazo la reforma  que permitió a V.E. invertir cuarenta días hábiles en la fundamentación de la sentencia, resultó parcial, y olvidó modificar el correlativo plazo contenido en el artículo 463 del C.P.P.N.. Al respecto el Tribunal dijo que “la inconsecuencia o la falta de previsión no se suponen en el legislador”. Sin embargo,  y tal como afirmó la Corte Suprema las normas deben ser interpretadas teniendo en cuenta el  contexto general y los fines que las informan, indagándose su verdadero alcance mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del  precepto y la voluntad del legislador, aspectos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal que dificulten la consecución de la finalidad que persiguen (Fallos 310:572 y 310:799, entre otros).




Por lo tanto, una adecuada hermenéutica de las normas en juego, respetuosa de los derechos asegurados por la Constitución Nacional, sustentada en los principios de justicia, equidad, sentido común y lógica, y comprensiva de las extraordinarias características de este proceso, debió haber concluido que resultaba admisible flexibilizar el plazo contenido en el artículo 463 del C.P.P.N., de modo de permitir a las partes interesadas en recurrir que materialmente lo puedan hacer, concediendo la postergación solicitada. Y esto fue precisamente lo que interpretó el voto de la minoría en la resolución cuestionada.

Por otra parte, este recurso lleva la firma de letrados patrocinantes cumpliendo también con la disposición del art. 463 del CPP.

V- Motivos de este recurso de casación.

Primer motivo de Casación

V.1. Arbitraria construcción de la nulidad.

En el punto dispositivo I de la resolución que se recurre, el Tribunal declaró nulo “el decreto del 31 de octubre de 1995, obrante a fojas 37.557/559, por el que se dispuso instruir la denominada causa “Brigadas”, y todo lo actuado en consecuencia respecto de las personas por las que se formuló requerimiento de elevación a juicio...”.

A continuación, y como consecuencia de tal decisión, absolvió de culpa y cargo a las cinco personas que habían llegado al juicio oral acusadas de haber participado en el atentado contra la sede de la A.M.I.A. el 18 de julio de 1994.

Como se expondrá a continuación, a criterio de esta parte la declaración de nulidad resuelta por el Tribunal es el fruto de una construcción arbitraria, fundada en argumentaciones aparentes y forzadas, destinadas a dar sustento a una decisión tomada con anterioridad y que no encuentra apoyo en los hechos probados de la causa, circunstancia que se hace todavía más evidente a partir de la solución adoptada respecto de Carlos Telleldín, como más adelante se verá.

En efecto, la declaración de nulidad presenta errores y omisiones, tanto valorativos como argumentativos, como así también una inobservancia en la aplicación de la ley, todo ello de una gravedad tal que impone la consecuente descalificación del fallo como acto judicial.

Son las propias conclusiones las que determinan el desarrollo de los fundamentos utilizados para declarar la nulidad, lo que, en otras palabras, equivale a decir que el Tribunal en lugar  de realizar una valoración imparcial de los hechos a juzgar, primero tomó una postura al respecto, tomó una decisión (que puede traducirse en que “nada es válido y todos deben ser absueltos”), y luego construyó una justificación para esa postura inicial, valorando aquello que componía el objeto de juzgamiento únicamente desde el prisma impuesto por esa decisión ya asumida previamente.

De este modo, habiendo adoptado el Tribunal la decisión de que todos los imputados debían ser absueltos, construyó el llamado “armado” (núcleo de la nulidad dispuesta en la sentencia) y absolutamente todos los hechos que debió analizar para arribar a su resolución, los merituó desde aquélla óptica, desnaturalizando y alterando los sucesos. Además debió generar “hilos invisibles” que ataban unos y otros puntos del supuesto “armado” para que la estructura apareciera como coherente.

V.1.a) “LA POLICÍA BONAERENSE NO CAYÓ DEL CIELO.”

Para el Tribunal, toda la causa denominada “Brigadas” –que declaró nula a partir del decreto que ordenaba instruir el sumario – estuvo destinada a brindar sustento probatorio a una hipótesis falsa – la responsabilidad de los ex policías bonaerenses con relación al atentado – y para ello fue concebida y planeada. 

De la pasión reivindicativa que se trasunta de la lectura de cada página del fallo podría inferirse fácilmente que la policía bonaerense fue elegida por azar, a través de una especie de siniestra lotería, y no, entre otras cosas, porque alguno de sus hombres estuvieran, desde años antes, en una reiterada relación ilegítima con la única persona que sabía, a ciencia cierta, a quien él había entregado la Trafic. 

En este sentido podría reprochársele también al Juez Instructor, legítimamente, por qué razón demoró tantos meses (de agosto del 94 a junio del 95) en ordenar una investigación que se imponía desde el principio por la presencia de Barreda, de Bareiro, los hechos del 14 de julio y la misma historia de la vida de Telleldín con sus prostíbulos, sus detenciones, sus coches doblados, sus encubrimientos, sus contrabandos.

Si quienes fueron convocados a la investigación pensaron en la lógica de una conexión local, como parece que se pensó inclusive desde antes del atentado con la confusa investigación sobre las “células dormidas”, ¿cómo no disponer entonces que se investigue al entorno de Telleldín, en lugar de reclutar a sus cabezas más visibles –Barreda y Bareiro- para que trabajen con algunos de los investigadores?. Para advertirlo y ordenarlo no es preciso recurrir a los oficios de ningún siniestro personaje como el Sr. Vergéz, en cuya cabeza – y no en el del simple seguimiento de los personajes que rodean a lo ocurrido – pone V.E. la apertura de la investigación en torno de policías bonaerenses. Ello no implica, que no haya habido  irregularidades, nulidades y excesos. Pero constituye un injusto y arbitrario exceso suponer que todo fue un invento: los policías bonaerenses del entorno de Telleldín, no cayeron del cielo.

Sin embargo, el Tribunal invirtió los términos y examinó todo el material probatorio producido durante el debate sólo para justificar – y no para ponderar desapasionadamente – “su” interpretación de los hechos. Esto resulta evidente del duro lenguaje empleado, de los epítetos y las adjetivaciones que, va de suyo, excedieron en mucho la calma y mesura que debió primar en el ánimo de los jueces al fallar en un caso de semejantes implicancias histórico-sociales.

Como se adelantó, sostener que la hipótesis llevada a juicio fue en realidad una versión “arquitectónicamente armada” no es más que una afirmación dogmática, pues el Tribunal no ha señalado prueba directa alguna que permita acreditar fehacientemente tal extremo. Su razonamiento parte de una afirmación dogmática que apuntala con indicios (indicios que por su debilidad y falta de congruencia son más adecuados para sustentar una investigación periodística que una sentencia judicial ,y en muchas ocasiones desmentidos claramente por otros) que unen con “hilos invisibles” ; forzando además criterios jurisprudenciales consagrados, intentando que parezca fundada. 

Las numerosas irregularidades cometidas durante la etapa de instrucción puestas de manifiesto a lo largo de la sentencia no evidencian, ni por sí ni en su conjunto, aquélla afirmación, que culmina siendo utilizada para desvirtuar en definitiva toda una investigación, desde su misma génesis. En otras palabras, que la investigación presente  irregularidades y  actos nulos – cuyo ejemplo paradigmático es la declaración prestada por Telleldín el 5 de julio de 1996 – no puede implicar de por sí, que todo se trató de una causa armada con la única intención de someter al proceso a gente que , se sabía, ajena al hecho investigado.

En ese sentido, la decisión del Tribunal resulta incluso autocontradictoria, pues por un lado pone en cabeza de los instructores el “arquitectónico armado”, pero a la vez reconoce y detecta perfectamente que fue el propio Telleldín quien introdujo la pista de los ex policías bonaerenses en la investigación que desarrollaba el Juzgado Federal nro. 9.

En síntesis, a juicio de esta parte, el razonamiento seguido por V. E. fue el siguiente:

1°) Se intentó obtener de Telleldín, de manera irregular y ajena al proceso, información. En ese contexto se produjeron los contactos entre este último y el ex Capitán Vergéz, primero, y la entonces camarista Riva Aramayo, después.

2°) Sobre la base de la información obtenida de ese modo, el juez ordenó investigar a la Policía Bonaerense y el instructor designado por esa fuerza (Comisario Veron) se abocó a investigar específicamente a las Brigadas de Investigaciones de Vicente López y Lanús.

3°) Sin embargo, cuando esto ocurrió, no había incorporado en el expediente elemento o indicio alguno que vinculara a Telleldín con la Brigada de Lanús, y menos aún a esta última –o a sus funcionarios – con el atentado.

4°) Por el contrario, la Brigada de Lanús surgía únicamente de las entrevistas entre Telleldín y Vergez, a quien, por otra parte, aquel sólo había referido situaciones delictivas relacionadas con la entrega forzada de dinero y vehículos, pero sin hacer referencia a la camioneta Trafic vinculada con el atentado.

5°) Recién en las entrevistas con la doctora Riva Aramayo, Telleldín relacionó a los ex policías de las dos Brigadas con dicho vehículo, tal como quedó plasmado en los informes que volcó el juez instructor en la causa.

6°) A partir de las tratativas que culminaron con el pago de dinero que se le hizo a Telleldín, éste accedió a brindar, en una declaración indagatoria espuria, la información que ya había aparecido en medios periodísticos y que había aportado a la Camarista, y que, en consenso con el Juez –que la necesitaba para completar su versión armada – incriminaba a los ex policías.

7°) el punto anterior, de todos modos, y conforme se desprende de ciertos pasajes de la sentencia, puede presentar algunas variantes no poco significativas, que evidencian además la forzada construcción encarada por el Tribunal, ya que según esta variante, Telleldín habría sido coaccionado por distintos funcionarios públicos para obligarlo a declarar contra los ex policías. Esto último, como se verá, también resulta totalmente antojadizo y carente de todo sustento probatorio.

Las derivaciones del esquema así trazado por el Tribunal, como es obvio, son de gravísima trascendencia, pues implican consagrar en primer lugar, que la información relativa a los ex policías se obtuvo tras coaccionar a Telleldín (en una de sus versiones y en otra tras consensuar con él) y torcer su voluntad, y luego que el accionar del instructor fue absolutamente parcial, pues estuvo encaminado únicamente a sostener o, mejor dicho, armar, una imputación predeterminada. Todo esto, finalmente, impuso al Tribunal la necesidad de declarar nulo todo lo actuado. 

De este modo, para el Tribunal la acusación efectuada por esta parte y por el Ministerio Público Fiscal se basó en una hipótesis inventada, ilegalmente incorporada al sumario y falsa, por lo que toda la investigación debía ser declarada nula, abarcando tal nulidad todo lo actuado a partir de la formación de la causa “Brigadas” relacionado con las personas respecto de las que se formuló requerimiento de elevación a juicio, incluido el propio Telleldín.

Así, se sostiene en la sentencia que “Todo ello, que será motivo de un detallado examen, no hace más que demostrar que los imputados jamás podrían haber esperado ecuanimidad por parte del juzgador, dado que éste a sus espaldas había tramado el modo de vincularlos al proceso ... las actuaciones labradas por el juez instructor no pueden ser convalidadas, pues en ellas no se revela, en modo alguno, la verdad de lo acontecido; por el contrario, la seudo investigación encarada por el juez de grado, acompañado por funcionarios nacionales y de la provincia de Buenos Aires, sólo buscó darle ropaje de verosimilitud y legalidad a una hipótesis arquitectónicamente armada, que se desvaneció a lo largo del extenso debate” (el subrayado no pertenece al Fallo).

V.1.b) ORIGEN DE LA “PISTA POLICIAL”.

Además de no coincidir con semejante afirmación, que importa desconocer que los policías bonaerenses  habían desplegado actividad suficiente  para justificar que se los investigue, se demostrará que ella se aparta de la evidencia colectada y valorada por el propio Tribunal, y que sólo se sustenta, como se dijo, en una afirmación dogmática y por lo tanto, arbitraria. 

Ello, por varios motivos:

En primer lugar, lo que ya se expresó: el entorno cotidiano y delictivo de Telleldín, rodeado desde siempre, pero especialmente en el primer semestre del año 1994, por integrantes de la Policía Bonaerense; y por otro lado que aquel además confundía sistemáticamente en sus declaraciones cambiando a quién le había entregado la Trafic –poniendo en evidencia que con sus mentiras procuraba proteger a alguien. Todo ello indicaba con elocuencia que los policías bonaerenses que integraban ese entorno debían al menos ser investigados. 

En segundo lugar, – y esto aparece en la causa con una claridad tal que llama la atención que el Tribunal lo soslaye sin más –, la información relacionada con los ex policías bonaerenses surgió del propio Telleldín. No es el momento de analizar aquí cómo se incorporó esa información al proceso, y si es apta o no para dar lugar a una vía independiente de la declaración que aquel prestó el 5 de julio de 1996. Aquí simplemente se demostrará que la línea de investigación que dio lugar a la causa “Brigadas” surgía del entorno del imputado y del propio imputado. Por lo tanto, declarar la nulidad argumentando que fue construida ad hoc, constituye una arbitrariedad con entidad suficiente para descalificar el fallo.

Choca de plano, por otro lado, con otras valoraciones realizadas por el propio Tribunal, en base tanto a constancias del expediente como a prueba producida en el debate. En ese sentido, es claro el Tribunal en reconocer en Telleldín el origen de la pista que luego desembocó en los ex policías, cuando contó a Vergez de sus peculiares relaciones con integrantes de la Brigada de Lanús. Este hecho no se encuentra controvertido y por lo tanto nos exime de otorgarle un mayor desarrollo. 

Hasta aquí, parece que bastaría con este dato para tener por justificado el nacimiento de la llamada causa “Brigadas”. Situándonos temporalmente en aquel momento, no parece que fuera necesario un razonamiento muy complejo para dar cabida a esa línea de investigación: por un lado, estaba claro que Telleldín era el último tenedor conocido de la camioneta luego utilizada como coche-bomba; del mismo modo, estaba claro que su versión inicial relativa a la venta del rodado presentaba circunstancias que la convertían, cuanto menos, en una versión dudosa; por otro lado, esta misma persona aparecía rodeada y relatando una peculiar relación con integrantes de una fuerza de seguridad con quienes había realizado espurias transacciones y a quienes a cambio de que lo dejaran en libertad había entregado, en más de una ocasión, automotores y dinero. 

Como se dijo, lo llamativo hubiera sido que, con todos esos datos en su poder, los investigadores no incluyeran entre sus hipótesis la posibilidad de que Telleldín hubiera entregado la camioneta Trafic a miembros de la Policía Bonaerense.

Y de hecho, aunque el Tribunal se esfuerce en el intento de probar lo contrario, ello no fue así, pues ya a comienzos del año 1995, más precisamente en febrero, se dio curso a la investigación relacionada con los ex policías.

En efecto, y una vez más, sorprende la omisión en la que incurre el Tribunal, en un artículo periodístico del diario Página 12 del 19 de febrero de aquel año, titulado “En busca de la pista”, textualmente se decía: “La Policía Federal y la SIDE dispusieron un minucioso sistema de vigilancia... en torno de Diego Barreda y Mario Bareiro, dos oficiales de la Brigada de Vicente López que mantenían estrechas vinculaciones con Carlos Telleldín...El juez Galeano ordenó ese operativo de seguimiento no sólo por los extraños negocios que tenían ambos policías con Telleldín, sino porque además considera que Barreda y Bareiro pudieron haber participado en el traspaso del utilitario...”.

Más adelante se agrega: “Telleldín entregó los nombres de Barreda y Bareiro cuando fue consultado sobre los mensajes que recibió en su aparato de radio-llamado. El vendedor de la Trafic reconoció que pagaba a esos oficiales para seguir negociando autos truchos...”.

Y sigue: “Galeano aún no sabe si la peculiar relación entre Telleldín y la policía provincial termina en Barreda y Bareiro, dos oficiales de baja graduación...para el juez federal... no es desatinado especular que Barreda y Bareiro respondían a órdenes superiores...”.
V.1.c) VERGEZ Y VERÓN

Para dar forma a su tesis, el Tribunal comienza por tergiversar la forma en que el aludido Vergez apareció en la causa, cambiando en la construcción de la sentencia hechos esenciales, “sobre la base de algunos hechos ciertos, a los que se adosaron otros que no lo eran”. 

Así, aún cuando está claro que la irrupción de Vergez fue espontánea –ya que ningún elemento del expediente ni del debate permiten concluir lo contrario- o al menos que aquel no fue convocado por el Juzgado; el Tribunal intenta plasmar las cosas de modo tal que parezca que integró la maniobra que describe y pone en cabeza del Juez instructor. En ese sentido, y para ello, se sostiene que “La primer alarma de la suma de “irregularidades” que se irán describiendo, la dio Telleldín al exponer las “visitas” del capitán Vergéz, las que en modo alguno constaban en el proceso... “Visitas” que, peor aún, fueron urdidas desde el juzgado instructor, según surge de las constancias de la causa” (el resaltado no es del fallo).

Como es fácil apreciar, no es lo mismo permitir que una persona se entreviste con un detenido, a urdir (tramar, intrigar, confabularse) que lo haga. Al afirmar esto último, pretende el Tribunal dar a entender que fue el instructor quien convocó a Vergez para valerse de él, y torcer así la voluntad del imputado. Circunstancia que, una vez más, se refuta a través de la lectura de la propia sentencia, cuando da cuenta de que “a fs. 8206 obra un informe del 24 de enero de 1995, suscripto por el secretario Carlos A. Velasco, en el que hizo saber al magistrado que en esa fecha “se presentó en Secretaría quien dijo ser HECTOR PEDRO VERGEZ, acreditando su identidad con el D.N.I. nro. 7.361.705, manifestando ser pariente de Carlos Alberto Telleldín y solicitando autorización para mantener una conversación con el nombrado en la Unidad nro. 28 del Servicio Penitenciario Federal”. (el resaltado no es del fallo).

Si el Tribunal pretendió con ello demostrar que las visitas de Vergez fueron urdidas por el instructor, debió esmerarse más en su intento, pues el acta invocada, lejos de darle la razón, lo coloca en evidencia. No es lo mismo “permitir” que “urdir”. Se trata, por cierto, de una inferencia propia del Tribunal (el primer “hilo invisible” para construir la red), ya que ninguna evidencia cita en sostén de tal afirmación, ello sin considerar que, conforme quedó claramente acreditado en las audiencias de debate, el vínculo entre VERGEZ y TELLELDIN – o para mejor decir , éste y su familia- quedó existía desde la época en que el padre del imputado y el nombrado trabajaron para la dictadura militar en la inteligencia de la Policía de Córdoba. 

El Tribunal, a la hora de fallar, no puede valerse de inferencias carentes de sustento probatorio, ni desconocer las pruebas producidas en el debate que rebaten sus argumentos, pues ello es la más clara de las arbitrariedades.

Aquí se ve , más allá de los reparos y reproches que las entrevistas aludidas puedan despertar en los señores jueces, cómo, con el fin de construir la tesis de la causa “armada”,  intentan correr,  ciertos hechos, adecuándolos a esa estructura.

El 9 de junio de 1995 el juez, afirman:  “sin explicar razón ni remitir constancia alguna de la causa”, libra oficio al Jefe de la Policía Bonaerense Com. Gral. Pedro KLODCZYK a fin de solicitarle colaboración en la investigación, solicitándole que realice averiguaciones tendientes a determinar de modo minucioso el entorno de Telleldín y las relaciones que hubiera entablado con personal de la policía provincial.

¿Qué razones tendría que haber dado? 

¿Al Tribunal le parece poca razón que personal de la Policía Bonaerense –Bareiro y Barreda- fueran los primeros en asistir al domicilio de Telleldín ni bien se identificó que éste fue el último tenedor de la Trafic que explotara en la AMIA? 

¿Que el imputado no diera una versión creíble de a quién había entregado la mencionada camioneta? ¿Que en su primera declaración mencionara el “incidente “ ocurrido con la Brigada de Vicente López, que tuviera varias órdenes de captura, algunas desde mucho tiempo atrás y que nunca se efectivizara su detención?

¿Qué explicaciones tiene que dar un Juez de Instrucción, para comenzar a deambular una línea investigativa? El C.P.P.N. pide estado de sospecha para llamar a indagatoria, es decir para vincular a una persona al proceso, pero no existe ninguna exigencia para que comience a investigar una determinada línea. 

Se sostiene en la sentencia que “A fs. 37.104, el 28 de junio de 1995, el comisario mayor Verón dispuso: “A fin de determinar aquellas dependencias de esta provincia, que han participado en procedimientos que involucren o se relacionen con Carlos Alberto Telleldín, no obstante el informe requerido anteriormente y en conocimiento de procedimientos llevados a cabo por las Brigadas de Investigaciones de Vicente López y Lanús, relacionado con lo que se investiga líbrese oficio a las citadas dependencias para que informen al respecto” (el subrayado pertenece al Tribunal)...Ahora bien, las constancias allegadas al proceso de modo formal y legal, no permitían, hasta ese momento, inferir la intervención de personal policial perteneciente a la Brigada de Investigaciones de Lanús en hecho alguno...Según surgió del debate, en junio de 1995 no existía ninguna referencia en el proceso que permitiese vincular a Carlos Telleldín con la brigada en cuestión; el nombrado, en sus declaraciones indagatorias ante el juez Galeano, sólo había mencionado a la dependencia policial de Vicente López...Al ser interrogado en el debate el comisario general Ramón Oreste Verón, nada pudo decir acerca de cómo obtuvo la información que justificase encuestar a la Brigada de Investigaciones de Lanús...
Verón, a lo largo de su exposición, se refugió, de manera recurrente, en su falta de recuerdos”.

Más adelante, y como corolario de lo expuesto, se afirma: “Así, entonces, no surge de las actuaciones cómo llegó Verón, a través de qué vía, a la mencionada dependencia de la Policía Bonaerense...La prueba colectada en el debate demostró que sólo se podía llegar a la mentada dependencia policial recurriendo a la información que, de modo ilegal, había obtenido, con conocimiento del juez, el capitán Vergéz; extremo que contamina ese camino, convirtiéndolo en espurio...”.

Afirmar que Verón sólo pudo incluir a Lanús en la investigación porque Vergéz había pasado el dato es tan sólo una inferencia que, por cierto, el tribunal no está habilitado a realizar (el segundo de los “hilos invisibles” que atan la construcción de la nulidad). El hecho de que Verón nada haya podido decir en el debate al respecto, lejos de corroborar tal afirmación, impide verificarla, y por cierto llama la atención que el Tribunal cite en apoyo de su postura una ausencia de explicación por parte del nombrado-  Distinto sería si Verón hubiera reconocido el origen de la información; circunstancia que no puede suplir el Tribunal a partir de la reticencia del testigo. 

Por otro lado, la (aparentemente) rotunda afirmación del Tribunal en cuanto a que la información en poder de Verón sólo pudo tener origen en Vergez, importa desconocer e ignorar por completo las facultades que el primero, en su calidad de investigador, tuvo, como así también el manejo de fuentes de información propias, circunstancias que por cierto no invalidaría una investigación. 

El Tribunal se agravia porque no se sabe cómo llegó Verón a la mencionada dependencia policial, - en lugar de felicitarlo por ello- aunque no se agravia por no saber cómo llegaron los miembros de esa Brigada a conectarse con Telleldín y realizar todas las actividades ilícitas que no puede negarse que  realizaron. ¿Cuál es la ilicitud o irregularidad que advierten en que un jefe de la fuerza, haya tenido conocimiento de que además de la Brigada mencionada por Telleldín en su declaración, otra- Lanús- también había hecho “arreglos” con él?

¿De dónde surge que Vergez fue quien dio esa información a la Policía Bonaerense, conforme se afirma en la sentencia? Parece que sólo en el ánimo de quienes pretenden contaminar el camino para convertirlo en espurio, porque no existe una sola constancia que permita realizar la inferencia que el Tribunal realiza. Hasta aquí se venía afirmando que Vergez y Romero trabajan con conocimiento de la SIDE, que la negociación que pretendieron hacer con Telleldín era para que marcara a unos libaneses detenidos, ¿cuándo y por qué se realiza este giro hacia la Brigada de Lanús? , ¿ no resulta incompatible y contradictorio con lo acreditado en el debate , en punto a que el nombrado pretendía que la camioneta Telleldín se la entregó a los libaneses?, ¿Qué vínculo pudo acreditarse que tenía Verón con Vergéz?

Y, una vez más, se realiza una genérica referencia a “la prueba colectada en el debate” –que permitiría afirmar que Verón supo de la Brigada de Lanús por Vergez-, mas sin siquiera puntualizar cuál (un nuevo “hilo invisible”), en cambio sí se acreditó que la lamentable interferencia de Vergez con la investigación , lejos estuvo de apuntar hacia los policías bonaerenses.

Nuevamente, entonces, nos encontramos con este mecanismo inferencial utilizado por el Tribunal, destinado a suplir evidencia probatoria directa y a servir de vaso comunicante entre los distintos supuestos que necesariamente deben darse por probados para poder sostener la tesis de la “causa armada”, y a partir de ella declarar la nulidad de todo lo actuado.

En otras palabras, podría el Tribunal concretar sus reparos relativos a que en el expediente escrito no surge de manera explícita y unívoca el origen de la información que vincula a la Brigada de Lanús, y sobre la base de ello extraer las conclusiones del caso. Sin embargo, el Tribunal, en su afán por demostrar la tesis del “armado”, se excede y va más allá, pretendiendo acreditar cuál fue ese origen, valiéndose para ello de los artificios (hilos invisibles) antes expuestos y que, se reitera, le están vedados a la hora de emitir un fallo acorde a las constancias de la causa y el debate.

V.1.d)
EL INTERROGATORIO DEL SARGENTO GARCÍA

Llama la atención al Tribunal que, en el marco de las tareas de investigación encomendadas, se haya recibido declaración como testigo al Sargento GARCIA: “…porque no se consignó acerca de qué debía ser interrogado”. Sin embargo, no parece tratarse la aludida de una obligación requerida en norma procesal alguna: el art. 239 del C.P.P.N. dispone que “El juez interrogará  a toda persona que conozca los hechos investigados, cuando su declaración pueda ser útil para conocer la verdad”, lo que parece definir una potestad discrecional del juez, quien por otra parte sólo podrá valorar la relevancia de esos dichos una vez que se han producido. Ni el capítulo referido a la prueba testimonial en la ley ritual, ni el art. 154 del mismo cuerpo legal, requieren en forma alguna que se funde una citación testimonial y mucho menos que se deje constancias sobre las preguntas que habrán de dirigírsele, por lo que llama poderosamente la atención la reflexión del tribunal al referirse a esta citación. 

Por otro lado, se agrega en la sentencia que “...era innecesaria toda referencias a cómo se conformaba el grupo operativo…”, y además que “...surge como forzada, pese a que se le hace aparecer como espontánea, la referencia de los sobrenombres de los integrantes de la brigada; no son comunes las declaraciones de ese tipo en la que sólo se hace hincapié en los seudónimos de los funcionarios policiales, salvo, claro está, que a raíz de esa mención puedan corroborarse extremos conocidos y no volcados en la causa...” extraña observación ya que lo que es dable esperar de los testigos convocados por la Justicia es que no sólo digan la verdad, sino que además digan toda la verdad de lo que supiesen. Se refuerza esta reflexión, cuando se recuerda que en definitiva se estaba detrás del apodo “Pino”, y que así había comenzado ese tramo de la investigación.

Concluir que la citación de GARCIA buscaba “…dar pie a la historia urdida sobre la base de algunos hechos ciertos, a los que se adosaron  otros que no lo eran.”, no sólo significa arribar a una infundada conclusión– ya que los motivos argumentados son sólo aparentes-, sino además no explica cuáles son esos hechos ciertos y cuáles no (un tendido más de hilos invisibles). 

Vale la pena subrayar que la sentencia en pos de lo denomina “derecho a la verdad “ analiza sólo  las pruebas  que fueran enumeradas para enderezar la acusación referida al atentado, no haciendo lo propio con las otras imputaciones dirigidas a los funcionarios de la Policía Bonaerense procesados (a los que parece referirse en la reflexión antes transcripta), como si las extorsiones, las privaciones ilegales de libertad, la falsificación de las constancias de una investigación criminal imputados a funcionarios policiales no pusieran  también en crisis la paz social y las instituciones, como para motivar también la obligación de conocer la verdad respecto de esos hechos.

V.1.e) DE LA APARICIÓN DE RIBELLI EN EL EXPEDIENTE

En este punto, se lee en la sentencia:

“En orden a la vinculación de Ribelli al proceso, el abogado de la querella A.M.I.A., D.A.I.A. y Grupo de Familiares, Dr. Juan José Ávila, al momento de replicar los argumentos de las defensas, sostuvo, de modo textual, lo que a continuación se transcribe: “No es esa llamada anónima la que hace ingresar a Ribelli a la causa, éste había ingresado, aunque sin su nombre todavía, cuando Telleldín omitió durante meses hablar de la brigada de Lanús. Había ingresado, como dije antes, cuando Brestschneider envió fotos de los policías de Lanús, aunque omitiera la suya y, fundamentalmente, había ingresado de manera objetiva e irremediable desde hacía mucho tiempo, al solicitarse el listado de llamadas del celular que utilizaba Telleldín, ya habían aparecido los teléfonos celulares del Sr. Ribelli. Tan temprano que esto figura a fs. 7880, en el cuerpo 40 de la causa principal. En efecto en los llamados de la línea 478-7685, se consigna el llamado desde el celular 440-6746, a nombre de Ribelli y que éste utilizaba personalmente....Como se dijo más arriba, concuerda el Tribunal con el abogado de la querella en cuanto a que no fue el anónimo, del que informó la Dra. Spina a fs. 37.721, el que hizo ingresar a Ribelli al proceso...Cabe discrepar, empero, acerca de la forma en que el Dr. Ávila, insistió, en que se vinculó a Ribelli con Telleldín en la causa...No se logra comprender como un acto de carácter positivo, como el que trasunta el verbo “ingresar”, empleado por el acusador, puede resultar de dos omisiones. La primera la no mención de Telleldín del nombre de Ribelli y, la segunda, el no envío de la foto de éste último por parte del comisario mayor Brestschneider.
Hasta aquí la argumentación del letrado resulta incoherente e ininteligible”. (el resaltado no es del fallo).

Estas apreciaciones del Tribunal nos merecen algunas reflexiones. El pensamiento abstracto resulta indispensable para quienes pretenden valorar conductas ajenas; una de sus reglas fundamentales requiere  entender el significado de los silencios y las omisiones. La circunstancia de que Telleldín no haya mencionado el hecho en el que participara la Brigada de Lanús en aquella primera declaración donde sí mencionó el vivido con la Brigada de Vte. López , no puede sino considerarse  una decisión positiva, conforme puede corroborarse con su posterior actuación en el proceso; y qué decir de la omisión de los funcionarios policiales que cuando envían las fotos de quienes integraban aquella Brigada  olvidan la  de Ribelli, la  que recién fue requerida cuando Telleldín advirtió su falta (conforme surge del video del 10 de abril de 1996, tal como se expusiera en el alegato de esta parte el 19 y 20 de enero de 2003),  ya que  en el extraño complot pretendido por los juzgadores los que lo diseñaban desconocían que faltaba la foto de quien casualmente luego sería una sus principales “víctimas”. La falta de comprensión del sentido del alegato de esta parte (a todas luces obvio) resultó al Tribunal funcional para la construcción de la nulidad, pero el verdadero sentido de ese tramo de la acusación es el que “no ve” la sentencia, y que da por tierra con la pretendida construcción arquitectónica pues no resulta posible sostenerla si quienes pergeñaron el “complot” desconocían que les faltaba la foto de uno de los principales destinatarios de tan perverso armado. 

Las “omisiones” referidas en el alegato, son sin duda alguna, acciones positivas y deliberadas que determinan el “ingreso” de Ribelli a la investigación, y aunque el tribunal no comparta esta hipótesis, no puede entenderse el empeño puesto de manifiesto en reiteradas oportunidades en utilizar calificativos peyorativos para reseñar la labor de las partes del proceso. 

Permítasenos un párrafo que excede el motivo de casación que aquí planteamos: El Tribunal debe juzgar las conductas de quienes se encuentran sometidos a su jurisdicción, la que se encuentra claramente delimitada – objetiva y subjetivamente- en el auto de elevación a juicio; debe mandar a investigar todos los hechos conceptualmente reconstruidos en el debate que a su entender merezcan el reproche penal o administrativo, pero no se encuentra legalmente habilitado para utilizar adjetivos calificativos con relación a la labor de todas las personas que de alguna manera intervinieron en el proceso: no son jueces de las partes , sino de los hechos y las personas sometidas a su jurisdicción.
Sigue la sentencia, con sus embates por un lado, y con su valoración arbitraria por otro:  “En cambio, mayor gravedad reviste, por cuanto modifica la sustancia de la prueba, no su interpretación, llevando a una peligrosa confusión, las categóricas afirmaciones que realiza en orden a los teléfonos celulares de Telleldín y Ribelli...A fs. 7861, el 22 de diciembre de 1994, el juez Galeano requirió a la empresa “Miniphone” el listado de llamadas efectuadas por el abonado 478-7685, desde el mes de enero de 1994 hasta julio del mismo año. El 9 de enero de 1995 (fs. 7892), la empresa remitió la información solicitada, adjuntando treinta hojas donde constan las llamadas salientes. En la nº 9 consta una llamada efectuada, el 4 de abril de 1994, al nº 440-6746...Surge de la prueba colectada que el teléfono celular 478-7685, a nombre de Lo Preiato, fue usado, hasta su baja por falta de pago, por Carlos Telleldín...El 9 de mayo de 1996, el Sr. juez federal solicitó a las empresas “Movicom”,  “CTI”  y  “Miniphone”, informen: “si el Sr. Juan José Ribelli fue o es titular de alguna línea telefónica. En caso afirmativo, número asignado y fecha de solicitud, como así también se remita detalle de llamadas salientes y entrantes desde la apertura de la cuenta hasta la actualidad” (fs. 38.045)... La empresa “Movicom” respondió mediante nota, recibida en secretaría el 24 mayo de 1996 (fs. 38.221/38.222), haciendo saber que Juan José Ribelli era titular, entre otras, de la línea 440-6746, desde el 10 de enero de 1991...Queda evidenciado de tal modo que el juzgado desconocía en enero de 1995 a quien pertenecía la línea 440-6746 y que ninguna gestión realizó para averiguar quien era su titular. Puede concluirse, entonces, que el ingreso a la causa de Ribelli no se produjo en el momento que el Dr. Ávila indicó...Corrobora lo expuesto la circunstancia de que el juez instructor recién requirió informes, a las empresas prestatarias de telefonía celular, acerca de si Juan José Ribelli había contratado ese tipo de servicio, recién en mayo de 1996, formada  ya  la  causa  nº  1598  -brigadas- y próxima la detención del nombrado...”.

Finalmente, se agrega: “Por ello son inexactas las afirmaciones del Dr. Ávila, sobre todo cuando refiere que la línea 478-7685 “consigna el llamado desde el celular 440-6746, a nombre de Ribelli”, dado que ello fue al revés y en el informe de “Miniphone” de fs. 7892, no se consignó, como parece desprenderse de los dichos del letrado, el nombre del procesado. El detalle no es menor por cuanto se da a entender que Ribelli fue identificado en 1994, cuando, en realidad, sólo mediaba en la causa su teléfono, en una lista, entre muchísimos otros, sin que ninguna medida se dispusiera en ese sentido.” 

Ni el defensor de Ribelli se animó a considerar que la llamada realizada desde su teléfono celular al domicilio de Telleldín el 4 de abril de 1994, carece de valor probatorio porque el informe de Miniphone afirmando que la titularidad de ese teléfono correspondía a Ribelli, recién fue incorporado a la causa el 24 de mayo de 1996. La llamada consta en los registros de la empresa, fue legalmente agregada a los autos, Ribelli era desde 1991 y siguió siendo titular del celular que se comunicara con el domicilio de Telleldín aquel día, por lo que pretender que valorarlo reviste “gravedad”, busca “modificar sustancialmente la prueba” y crea “ una peligrosa confusión”  es una actitud al menos incomprensible para un Tribunal de Juicio.

Lo que se quiso poner de resalto en el alegato, es que la relación entre Telleldín y Ribelli está demostrada en la causa, con independencia incluso de las manifestaciones del primero, ya analizadas. Que más allá de la información que haya o no brindado a Vergez, a Riva Aramayo, o a los periodistas, existían en la causa circunstancias objetivas e incontrastables que evidenciaban el vínculo referido (existía una “vía independiente” y diversos “descubrimientos inevitables”—como el ingreso temprano a la causa del número de teléfono de Ribelli de quien solo faltaba constatar su titularidad--).

Y muestra además, que tal relación (Telleldin-Ribelli) no fue un “invento”, sino una pista de investigación genuina. Las esforzadas valoraciones del Tribunal  y los peyorativos calificativos de los que se vale para denostar la tarea argumentativa de esta parte exhiben, una vez más, la absoluta pérdida del temperamento que debió guiarlo en la valoración de la prueba.

V.1. f) RIVA ARAMAYO

Asimismo, y más allá de las valoraciones jurídicas que realizan los jueces respecto de las reuniones realizadas entre Telleldín y la camarista Riva Aramayo, nada los habilita –y de hecho, ninguna prueba invocan al respecto – a dar por sentado que fue aquélla y no el imputado quien introdujo la vinculación entre los ex policías y la camioneta Trafic utilizada en el atentado (nuevamente la construcción se teje con hilos invisibles).

A punto tal esto es así, que los propios jueces lo reconocen, incurriendo en una nueva contradicción sobre el tema: “Como más adelante se verá, al son de los comentarios efectuados por Telleldín a la jueza Riva Aramayo, que técnicamente, en modo alguno, puede admitirse que constituyan o se asimilen a algunas de las declaraciones que prevé la legislación procesal, se fue construyendo, de modo formal, con un pseudo estilo forense o, al menos, con pretensiones de serlo, la versión que finalmente el antes nombrado volcó en su declaración indagatoria del 5 de julio de 1996.”
Como surge de este párrafo, y pese a lo que intentan afirmar en otros pasajes, también para los jueces fue Telleldín quien aportó la información. Y es que no hay esfuerzo dialéctico que pueda con la siniestra lógica de esta investigación: el único que podía saber – y sabe – a quien le entregó la Trafic, es Telleldín. V.E. podrá afirmar que no fue a los policías bonaerenses, pero lamentablemente, después de tres años de juicio oral, no puede decir a quién fue. 

V.1.g) LA SUPUESTA COACCIÓN SOBRE CARLOS ALBERTO TELLELDIN.
Tampoco podrá decirse que estas reuniones –entre Telleldin y Riva Aramayo—fueron concebidas y predeterminadas para torcer la voluntad de Telleldín, o forzarlo a éste a que involucrara a los ex policías. Ello por cuanto, tal como lo recoge la sentencia, está claro que la entonces camarista se reunió con aquel por expreso pedido no sólo suyo, sino de su defensa técnica (fs. 14.564 y 14.572, escrito suscripto por el abogado Víctor Stinfale, solicitando una entrevista personal para su defendido).

Pero, además, están los propios dichos del imputado Telleldín, quien a pesar de haber cobrado una importante suma de dinero para ampliar su declaración el 5 de julio – declaración que el Tribunal admitió e introdujo en el debate desde el primer momento, no obstante la fulminante ilicitud que luego le endilga que impediría hasta reflexionar sobre ella – manifestó, ya en el curso el debate, en declaración ante el Tribunal y ante preguntas del Fiscal General, que esa declaración era esencialmente veraz, ratificando expresamente su contenido (declaración del 30 de abril de 2002).  

A continuación se transcribe la parte pertinente:

Fiscal:- CORRECTO, EH TAMBIÉN CUANDO COMENZÓ SU RELATO CON ESTE TEMA HACIENDO ALUSIÓN A UNA INQUIETUD O PREGUNTA QUE EN LOS MEDIOS O EN OTRO LADO HABÍA FORMULADO EL DOCTOR ZUPPI, ERA SI SE LE HABÍA PAGADO PARA QUE MIENTA O DIGA LA VERDAD, LA PREGUNTA CONCRETA ES RESPECTO A LA DECLARACIÓN DEL CINCO DE JULIO DEL NOVENTA Y SEIS USTED DIJO LA VERDAD O MINTIÓ EN ESA DECLARACIÓN?

Telleldín- YO DIJE LA VERDAD.  (el subrayado no obra en el original)

Concurren en apoyo de lo que se viene sosteniendo, las notas periodísticas que en su momento realizaron los testigos Kollman y Lejtman, que a diferencia de la difunta magistrada, sí pudieron declarar en el debate, ratificando que la información volcada en los aludidos artículos les fue brindada por Telleldín, incluso a ellos antes que a la camarista. 

El testigo Kollman refirió en la audiencia (a continuación se agregan fragmentos de las transcripciones facilitadas por el Tribunal):

· EH RECUERDA QUE SE CONVERSO EN  ESA OPORTUNIDAD , USTED CON EL SEÑOR TELLELDIN?.-

· SI EH DIGAMOS YO NO RECONOZCO, NO, NO, NO, ME CUESTA EH SABER EN DETALLE CADA UNA DE LAS CONVERSACIONES, PERO SIN DUDA QUE LOS PRIMEROS DIAS ...(I)... RONDABAN ALREDEDOR DE SU RELACION CON POLICIAS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES (...)YA DESDE LOS PRIMEROS DIAS NOSOTROS TENIAMOS UN PERFIL DE CARLOS TELLELDIN , COMO UN HOMBRE MUY METIDO EN EL MUNDO DELICTIVO EH Y CON RELACIONES CON POLICIAS BONAERENSES (...)DE MANERA QUE NUESTROS PRIMEROS DIALOGOS SIEMPRE TUVIERON QUE VER CON EH LA RELACION DE EL CON POLICIAS BONAERENSES, ESTO USTEDES LO PUEDEN VER ADEMAS EN NUESTROS ARTICULOS DEL DIARIO PAGINA DOCE QUE SIEMPRE MOSTRABAN ESAS ESA FACETA.-

· EH ESTOS PRIMEROS DATOS DE LA VINCULACION DE TELLELDIN CON POLICIAS BONAERENSES , INDEPENDIENTEMENTE  DE LO QUE LE REFIRIO EL DOCTOR CARRAL, Y ANTES DE HABLAR CON TELLELDIN, COMO, COMO LO OBTIENEN?.-

· (...), NO NOS CREIAMOS MUCHO ESTOS DIALOGOS, ESTOS , ESTA, ESTA EH VENTA INICIAL DE LA QUE HABLABA TELLELDIN Y EH EN ALGUNOS DE LOS DIALOGOS  QUE MANTUVIMOS CON, CON TELLELDIN POR TELEFONO (...) PODEMOS HABLAR EH EL DE ALGUNA FORMA  EMPEZO A RECONOCERNOS QUE EH PRIMERO SU RELACION CON OFICIALES DE LA BONAERENSES O SUBOFICIALES , Y DESPUES EH NOS HIZO UN RELATO DE LA ENTREGA DE LA CAMIONETA A UN HOMBRE QUE, QUE EL LLAMABA BARK, A UN TAL BARK, EL NOS DECIA VAS A VER QUE BUSCA UNA CAUSA ANTERIOR DE UN AUTO FERLEING QUE YO ESTUVE CON EL , VAS A VER QUE ES UN HOMBRE LIGADO A LA POLICIA BONAERENSE, ESTE FUE ALGUNO DE LOS ELEMENTOS , DE TODAS MANERAS NOSOTROS NOS ENTERAMOS DE QUE EL MANTENIA UNA CIERTA RELACION CON DOS OFICIALES  DE LA POLICIA BONAERENSE , QUE ERAN DIEGO BARREDA Y MARIO BAREIRO (...).

· EH CUANDO  USTED DIJO QUE EH TENIA INFORMACION DE LA VINCULACION DE TELLELDIN CON EH POLICIA BONAERENSE, ANTES DE LA PRIMERA ENTREVISTA CON TELLELDIN , MANEJABAN ALGUN NOMBRE DE ALGUN POLICIA BONAERENSE  QUE ESTUVIERA VINCULADO CON TELLELDIN O ESTA REFERENCIA ERA GENERICA A LA INSTITUCION  POLICIAL?.-

· NO AL PRINCIPIO NO TENIAMOS NOMBRE , DESPUES TENIAMOS LOS DE BARREDA Y BAREIRO Y CUANDO LOS FUIMOS A VER A ELLOS TENIAMOS UN APODO QUE ERA EL DE PINO, UNO DE LOS OBJETIVOS DE NUESTRO ENCUENTRO CON ELLOS ERA PREGUNTARLE QUIEN ERA PINO.-

· (...)

· EH YO PARA EVALUAR UN POQUITO EN ESE PRIMER AÑO , DIGAMOS DE JULIO A DICIEMBRE , YO DIRIA QUE POR LO MENOS HABLAMOS POR TELEFONO UNAS QUINCE VECES, ES DECIR QUE TUVIMOS BASTANTE NIVEL DE DIALOGO CON EL A TRAVES DEL, DE DIGAMOS LA GESTION A TRAVES DE ESTINFALE EH Y BUENO SIEMPRE, SIEMPRE EH CON NOSOTROS  DEJABA NITIDAMENTE ENTRE VER QUE LA HISTORIA NO ERA COMO EL HABIA DECLARADO , ESTO ERA , ES DECIR QUE, QUE LO DE  LA VENTA A, A MARTINEZ Y TODO ESO QUE ESO NO ERA CIERTO, SIEMPRE DEJO  ENTREVER ESO.-

· CUANDO USTED DICE SIEMPRE  PODIAMOS, PUEDE DECIRNOS SI FUE DESDE LA PRIMERA OPORTUNIDAD QUE USTED ...(I)...?.-

· SI DESDE LA PRIMERA OPORTUNIDAD , YO NO NOSOTROS YA TENIAMOS UN POQUITO DE BAGAJE NO?, POR ESTO DE QUE LA RELACION CON LOS POLICIAS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES  , NOSOTROS TENIAMOS YA UN POQUITO, NOSOTROS LE PREGUNTABAMOS EH Y EL SIEMPRE DIO A ENTEN, SIEMPRE DEJABA ENTREVER QUE EH, QUE EN LA HISTORIA ALGUNA RELACION HABIA CON EH CON LOS POLICIAS BONAERENSE, CON ESTE BARK DE EL QUE DESPUES NOS HABLO, YO DIRIA RAPIDO AL MES Y MEDIO , O A LOS DOS MESES.-

· (...)

· EH SOBRE QUE VERSARON LOS , LAS CONVERSACIONES CON  TELLELDIN  SOBRE ESTAS DOS PERSONAS COMO , COMO SE DESARROLLARON , QUE, QUE TEMAS TOCARON?.-

· BUENO EL ESTABA , EL ESTABA CONVENCIDO QUE BARREDA Y BAREIRO EH HABIAN ESTADO DE TRAS DE LA MANIOBRA DE APRETARLO POR DINERO (...)  ELLOS DIJERON QUE ELLOS SABIAN QUE TELLELDIN TENIA UNA CAMIONETA, QUE ELLOS LE QUERIAN SACAR DINERO , PERO QUE ELLOS ERAN CONOCIDOS DE TELLELDIN , Y QUE POR LO TANTO LA OPERACIÓN  DE SACARLE EL DINERO DE APRIETE ELLOS NO LO PODIAN HACER, Y QUE DEJARON TODO LISTO PARA QUE LA HICIERA PINO.

· (...)

· ANASTACIO IRINEO LEAL QUE LE DECIAN PINO SEGÚN NOS CONTARON ELLOS PORQUE AL PADRE TAMBIEN LE DECIAN PINO.-

· BUENO FUE AVANZANDO A TAL PUNTO  QUE DESPUES NOSOTROS HICIMOS UNA TAPA DE PAGINA DOCE DONDE EL NOS DIJO LA FRASE TEXTUAL, ENTREGUE LA CAMIONETA A POLICIAS BONAERENSES, ESTO ESTO FUE , FUE TEXTUAL 

· LA PREGUNTA QUE LE QUIERO HACER ES LA SIGUIENTE EH ESTAS HE CONCLUSIONES A LA QUE USTED ARRIBA Y CONCRETAMENTE LA FRASE QUE A EL LE REFIERE DE A QUIEN LE HABRIA ENTREGADO LA, LA CAMIONETA, NOS PUEDE UBICAR SI FUERON  EH ANTES ...(I)...?.-

· MUCHO ANTES .-

· CON RESPECTO A LA CONVERSACION CON RIVARAMAYO ME REFIERO.-

· MUCHO ANTES.-

· EN TIEMPO PODEMOS ESTIMAR?.-

· Y YO DIRIA EH A VER MI MEMORIA ES MUY MALA PERO LAS REUNIONES DE LA DOCTORA ARRIBARAMAYO DEBIERON SER EN EL NOVENTA Y CINCO ME IMAGINO COMO MUY TEMPRANO O EN EL NOVENTA Y SEIS DIGAMOS , EN ALGUN , NO ME ACUERDO PERO NOSOTROS YA DESDE, YO DIRIA QUE DESDE EL NOVENTA Y CUATRO EMPEZAMOS A SUGERIR QUE HABIA ALGUNA RELACION CON, CON CON POLICIAS BONAERENSES, DESDE EL NOVENTA Y CUATRO SEGURO DESDE EL PRINCIPIO DESDE EL PRINCIPIO.-

Según lo relatado por Kollman, queda claro que la pista policial nació en y por Telleldín, como aquí se viene afirmando. A continuación, lo declarado por Lejtman:

· (...) ACORDE A LOS TESTIMONIOS O A LAS DECLARACIONES PERIODISTICAS DEL SEÑOR TELLELDÍN, PARA NOSOTROS SEGÚN ÉL,  LA TRAFIC HABIA SIDO ENTREGADA AÚN GRUPO DE POLICÍAS, INTEGRADO O ENCABEZADO, LA VERDAD QUE NO PUEDO PRECISAR QUE TIPO DE RESPONSABILIDAD, EN LO QUE ESTABA ESTE SEÑOR LEAL,  O ESTE MIEMBRO DE LA POLICÍA, LEAL.

· (...) RECUERDO SURGIÓ EL NOMBRE AVERIGÜEN UN TAL PINO AVERIGÜEN UN TAL PINO Y LO QUE SI RECUERDO ES QUE HABLÉ CON TELLELDIN PERO TAMBIEN HABLÉ CON LA SECRETARIA DEL JUEZ GALEANO A VER SI ELLOS TENÍAN ALGÚN DATO DE QUIEN ERA PINO Y LA VERDAD QUE  NO LO TENÍAN O SEA TENÍAN UNA LISTA DE SUPUESTOS POLICÍAS ESTE PRESUNTAMENTE IMPLICADOS EN EL CASO PERO  NO TENÍAN NI LOS APODOS ...(VS)...

· (...) USTED UBICA EN QUE MOMENTO EN QUE MOMENTO TENÍAN ESE DATO?

· Y A LOS DOS MESES TRES CUATRO DE DE PRODUCIDO EL ATENTADO AL PRINCIPIO 

· TEMPORALMENTE USTED PUEDE UBICAR ESTA REUNIÓN DE LA DOCTORA RIVARAMAYO CON TELLELDIN ANTES O DESPUES QUE USTEDES TUVIERAN EL NOMBRE DE PINO?

· EH  NO NOSOTROS YA TENÍAMOS EL NOMBRE DE PINO (...) 

· (...)

· EN REALCION A PINO QUE ES LO QUE ME DIJO TELLELDIN, ME DIJO QUE EFECTIVAMENTE UN TAL PINO SEGÚN EL HABIA IDO A BUSCAR LA TRAFIC A SU CASA PERO NUNCA ME DIO EL NOMBRE OSEA YO TENIA EL APODO Y EL NO ME DIJO QUIEN ERA PERO ME CONFIRMA QUE ESE PINO SEGUN EL HABIA IDO A BUSCAR LA TRAFIC.

Más allá de la virtualidad para conformar estos testimonios una “vía independiente” –circunstancia tratada en otro tramo de esta presentación- surge pristinamente que fue Telleldín quien dio nacimiento a la línea investigativa que desembocó en los ex policías, y que fue él quien, con anterioridad a volcarlo en el expediente –cosa que hizo sólo tras asegurarse el pago ya conocido- dijo haber entregado la camioneta Trafic a aquéllos. 

Asumir lo contrario de cuanto se viene exponiendo importaría asumir también que el instructor tuvo la capacidad de manejar las voluntades, al menos, de todas las personas nombradas hasta aquí: Telleldín, Vergés, Riva Aramayo, Verón, Kollman y Lejtman. Y el Tribunal, cabe resaltar, no fue tan lejos.

Que Telleldín sabía más de lo que decía no es producto de la imaginación de una ni de muchas personas, es él quien en reiteradas ocasiones manifestaba que no podía hablar por temor a que algo le ocurriera a su familia; también fue él quien hizo público que tenía determinas “exigencias” para hablar de lo ocurrido; lo que publicaron los periodistas antes citados en el diario “Página 12” mucho antes del cuestionado pago no es – como afirma la sentencia- producto de la imaginación de dos periodistas que contribuyen a armar la historia oficial, sino lo que ellos recogieron de lo que Telleldín les iba contando; la “idea” del libro no nace de quienes supuestamente estaban conspirando en contra de la verdad, sino de las conversaciones de esos periodistas con Telleldín y más tempranamente enla conversaciones telefónicas que mantenía con Boragni; la “idea” no fue una mera conversación –ni tampoco eufemismo para encubrir el pago, como también se afirma- sino que además se materializó en parte con el manuscrito que entregó Román Lejtman  cuando fue intimado por el Tribunal ; sin embargo todos esos actos, en los que no interviene ninguna de las personas que se afirma unieron sus voluntades para “inventar una historia oficial”, son interpretados por el tribunal como si integraran un capítulo de aquella historia que no acreditaron pero que los determinó a descartar los múltiples indicios que señalan a quienes absolvieron como partícipes del macabro hecho.

No tan lejos en el tiempo, si no con el debate ya en curso, el testimonio del periodista del diario Clarín, Gerardo Young, también brinda sustento a lo que se viene exponiendo. Si bien el Tribunal descartó –erróneamente—que tal declaración pudiera ser utilizada a los fines de la construcción de una vía independiente  reviste singular importancia a los fines de identificar a Telleldín como la fuente de la cual surgió la imputación hacia los ex policías. Tal como lo refirió el testigo, al hablar vía telefónica con aquel, le refirió que efectivamente había entregado la camioneta a los ex policías, circunstancia que, llamativamente, el Tribunal simplemente eludió analizar, haciendo una elección arbitraria de la evidencia bajo análisis. Las mismas conclusiones, por cierto, deben aplicarse a la valoración de los dichos de los testigos Kollman y Lejtman: los analizan y valoran a la hora de descartarlos como integrantes de una vía independiente, mas los ignoran al momento de establecer el origen de la pista policial.

Se vislumbra así un claro supuesto de arbitrariedad al ponderar la prueba del debate, pues se la hace valer sólo en cuanto abona la tesis asumida por el Tribunal. Como queda claro, no puede sostenerse válidamente, sin incurrir en falsas argumentaciones, que la pista policial fue diseñada por el instructor, ni mucho menos aún que Telleldín fue coaccionado para aportarla a la causa, desde que los periodistas citados refirieron cómo y cuándo a ellos les había contado exactamente eso mismo.

Esta caprichosa omisión por parte de los jueces, esencial para poder sostener la tesis de la “causa armada”, es suplida por otra afirmación que carece de sustento, y que por cierto colisiona con la realidad de los hechos recreados. Así, sostienen los jueces que Telleldín accedió a declarar a cambio de la suma de dinero que le fue entregada –extremo sin duda cierto y no controvertido- pero agregan, respecto del contenido de esa declaración, que Telleldín fue coaccionado.

Textualmente, dice la sentencia “Ahora bien, si se pretendiera destacar el carácter novedoso de esta versión al momento de celebrarse esa entrevista en julio de 1996, no puede dejar de señalarse que ya en agosto de 1995 se habían llevado a cabo las entrevistas entre la camarista Riva Aramayo y Telleldín –episodios destacados en otro tramo de este pronunciamiento como integrantes y demostrativos de la coerción
 estatal por obtener una declaración del imputado contra su voluntad– que tuvieran difusión periodística.” (el resaltado nos pertenece).

Es sorprendente que el Tribunal realice semejante afirmación sin apoyarse en evidencia alguna, más que, claro está, sus propias interpretaciones de ciertos hechos. En rigor, no hay elemento alguno que permita sostener que Telleldín declaró contra su voluntad. De todos modos, la cuestión exige un breve desarrollo.

Por cierto, es difícil explicarse cómo, si efectivamente Telleldín fue coercionado para declarar contra su voluntad, no denunció tal situación sino hasta el mes de noviembre de 2003, con el debate a punto de ser clausurado después de más de dos años.

En ese sentido, se impone destacar que Telleldín, durante todos estos años de instrucción y de juicio oral, efectuó innumerables denuncias –algunas de ellas contra el juez Galeano— por una diversidad de situaciones (ver, por ejemplo, la causa nro. 49.041/98 del Juzgado de Instrucción nro. 4, Secretaría 113, solicitada oportunamente “ad effectum videndi” y que en copias corre por cuerda, cuando en la declaración indagatoria de fecha 17 de mayo de 2000 denunció al juez por falsedad ideológica y encubrimiento). Y sin embargo, nunca denunció haber sido coaccionado para declarar. Ni aún después de declarar y reconocer públicamente que había recibido dinero a cambio de ampliar su declaración. No sólo no denunció haber sido coaccionado, sino que ratificó la imputación allí efectuada, como ya vimos. Y es más: ante una pregunta concreta del Tribunal admitió que si no se concretaba el pago, no declaraba. Evidentemente, se pueden predicar muchas cosas de la forma en que se llegó a esa declaración, pero no que fue “contra su voluntad”. 

Incluso durante el debate, en las repetidas ocasiones en las que declaró, nada dijo respecto de esta supuesta coacción que según los jueces habría sufrido a pesar de que sí realizó severas críticas y graves denuncias contra el instructor, contra sus auxiliares, y contra los Fiscales actuantes. Sólo en la última de sus declaraciones hizo referencias a la pretendida coacción. 

En efecto, recién en el mes de noviembre de 2003, como se dijo, con el debate pronto a ser clausurado y además, a través de sus letradas, denunció Telleldín al Juez por haberlo coaccionado, en lo que no puede ser sino interpretado como una clara maniobra por mejorar su posición y la de sus consortes de causa. De haber efectivamente ocurrido el hecho denunciado, no puede entenderse por qué Telleldín no sólo no lo denunció con anterioridad, sino que siguió manteniendo, ante la expresa y categórica pregunta del Fiscal General en el debate, que en julio de 1996 había declarado la verdad.

En otro orden de cosas, y en una muestra más de arbitrariedad y autocontradicción, debe destacarse el variado criterio con que el Tribunal expuso la situación que aquí se viene tratando en distintos tramos de la sentencia.

Si bien por un lado, como vimos, se sostiene que Telleldín fue coaccionado a declarar contra su voluntad –párrafo transcripto más arriba— en otro tramo afirman que la versión de la indagatoria de julio de 1996 fue “consensuada” entre aquel y el juez: “Así, surge con claridad que hasta el 5 de julio de 1996, fecha en que tras verificarse el pago Telleldín amplió sus dichos, no mediaba en el proceso, más allá de pistas acerca de delitos comunes, indicio alguno del hecho que, según el nombrado, acaeció el 10 de julio de 1994; suceso que a juicio del Tribunal fue el resultado de una construcción finalmente consensuada entre Telleldín y el juez instructor.” (el resaltado nos pertenece).

Parece difícil conciliar ambas posturas: si hubo coacción, difícilmente puede haber habido consenso. Esto es una contradicción de orden lógico. El hecho de que Telleldín sólo haya denunciado la supuesta coacción de la que habría sido víctima en noviembre de 2003, no hace más que reafirmar la tesis de esta parte: su declaración, y en particular, el contenido de ésta, no fue producto de coacción alguna, y nunca pudo haberlo sido, pues quien introdujo a los ex policías en la causa, y quien los vinculó con el atentado, fue el propio Telleldín. 

Ello surge, tal como lo expusiera esta parte en su alegato, del video del 10 de abril de 1996 – introducido también en el debate por V.E., aunque luego criticara severa e irónicamente las referencias a él que osaran no coincidir totalmente con sus tesis– y el propio Tribunal lo reconoce al afirmar que “En la primera de las reuniones con el juez, documentada mediante la videocinta del 10 de abril de 1996, se observa a Telleldín en el despacho del Dr. Juan José Galeano, en un marco de informalidad y confianza, abarcando la conversación diversos aspectos de la causa y de cada uno de los sucesos investigados ... En esa situación, el detenido brinda al magistrado información acerca de los posibles testigos, llegando este último a consultarlo respecto de la conveniencia de reservar la identidad de uno de ellos para que declare.”

No se desprende de esta descripción que el juez estuviera coaccionando a Telleldín (“en un marco de confidencialidad y confianza”), sino más bien que es este último quien le brinda información. 

Reafirma la sentencia este aserto, al transcribir parte del diálogo mantenido entre el juez y el imputado: “Sobre el particular, resulta ilustrativo transcribir parte de lo manifestado por Telleldín en aquel encuentro, cuando sostiene: ”esto es lo más importante, yo le di todo para que vea que le estoy diciendo la verdad, con eso le probé todo y todavía no declaré; cuando yo declare, le va a cerrar todo” (el subrayado pertenece al Tribunal)”. 

Esta parte cree que teniendo en cuenta estas circunstancias, V.E. debió haber sido más prudente a la hora de usar calificativos – sobre todo, los que involucran a las partes, que sólo se sirvieron de lo que autorizó el Tribunal pretendiendo de buena fe, mostrar otra cara del hecho procesal producido por la incorporación de los videos al debate, incorporación que compete exclusivamente al Tribunal de acuerdo con el art. 356 del C.P.P.N.
 – y reflexionar con ecuanimidad acerca de lo que podía valer, lo que se podía rescatar – admitiéndose inclusive que nada se pudiera rescatar – de las sinuosas declaraciones del único personaje conocido – se repite una vez más – que sabía a quien había entregado la camioneta; y no partir, acríticamente, de que toda la causa fue un “armado” carente de valor. 

Más allá de ello, parece quedar claro – y sin entrar a valorar, por ahora, cómo ingresó al sumario –, que no toda la información fue el invento que supone la sentencia.

Así las cosas, sentado entonces que sobre Telleldín no pesó coacción alguna a la hora de declarar, corresponde avocarse a tratar la cuestión relativa al ingreso de la información brindada por aquel al sumario. Allí se ve con claridad por qué el Tribunal se empeñó –en vano, a criterio de esta parte- en dejar asentado que Telleldín fue efectivamente coaccionado, pues éste resulta ser un presupuesto necesario para invalidar su información como fuente válida para dar inicio a una pesquisa.

Al sostener el Tribunal que Telleldín fue coaccionado, el paso siguiente es desechar toda información que de él pueda haber provenido. Ahora bien, descartada aquélla coacción, como veremos, recobra pleno valor la información que, a través de Vergez primero, y de Riva Aramayo después, ingresó al sumario.

En definitiva, y más allá de las apreciaciones respecto de las actividades desplegadas por Vergez y sus compañeros (Acosta, Romero), lo cierto es que Telleldín le dio información tanto a él como a Riva Aramayo libre de toda coacción, información que habría servido para dar inicio a la investigación vinculada con los ex policías.

Está claro que esa información –aún admitiendo que las inferencias del Tribunal sean correctas, en cuanto asume que Verón obtuvo el dato de Lanús sólo a través de Vergez- no ingresó al sumario a través de una declaración indagatoria prestada por el imputado, pero es un hecho real que esa información existió y que, como tal, constituyó una “notitia criminis” apta para dar nacimiento a una pesquisa judicial.

Ello es así por cuanto, como ya se consignó, para su obtención no se utilizó ningún mecanismo para torcer la voluntad de Telleldín, lo que equivale a decir que ninguna garantía constitucional fue violada a su respecto. Y esto debe hacerse extensivo al contenido de la declaración de julio de 1996 pues, aunque el Tribunal sostenga que a Telleldín se le pagó para que involucrara a los ex policías, ninguna prueba puede exhibir en apoyo de esa postura. Por cierto que esa circunstancia es suficiente para anular esa declaración indagatoria, pero no para acreditar que el contenido de la misma le fue impuesto al imputado.

Al respecto, es de aplicación el fallo emanado de la Sala I de la Cámara Federal de Apelaciones del Partido Judicial de San Martín, Provincia de Buenos Aires, en la causa “Blanco, María Teresa y otro s/ inf. Ley 23.737, del 28 de febrero de 1995. Allí se sostuvo, en el voto del juez preopinante –luego adherido por los otros integrantes de la Sala- “ Es cierto que “la confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza” (Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 8.3). Sobre esto debe observarse primeramente que no es de la misma naturaleza la notitia criminis que sólo puede poner en marcha los deberes de la Administración y de la Justicia, que la “confesión”, acto que se produce dentro de un proceso y ante autoridades del Poder Judicial...” (el subrayado consta en el original).

Más adelante se agrega “volviendo a la forma en que deben interpretarse los arts. 316, inc. 1°, 164 y 169 del C.P.M.P. –homólogos del 183 y 184 del C.P.P.N.- su cotejo supone la confrontación y determinación de la declaración del imputado en cuanto elemento que pueda autoincriminarlo sin que tenga voluntad de ello (nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo) de las diferentes notitia criminis que pueda aportar (sobre otros hechos propios y de terceros) de modo voluntario, que ponen en juego la actividad de la autoridad administrativa cuya función específica –en su nivel- es la prevención y represión del delito...”.

Continúa el Tribunal desarrollando este concepto: “Así como es obvio que nadie puede confesar por otro, a contrario las manifestaciones sobre terceros no constituyen confesión, y sólo se vinculan a la garantía constitucional de no ser obligado a declarar contra sí mismo por la circunstancia de nacer ambos tipos de manifestaciones de la emisión de un imputado...”. Luego se agrega: “No se me escapa... que las presiones indebidas son un posible medio de aliviar la tarea policial al margen de la ley. Pero tampoco puedo cerrar los ojos cuando median hechos comprobados cuya consciente ignorancia, puede en ocasiones afectar algún valor superior cuando no median ilícitos en tal comprobación. Esto autoriza a distinguir al imputado como productor de una confesión y como fuente de notitiae criminis ajenas al hecho que se le atribuye en la actividad administrativa o judicial”.

Finalmente, cita el Magistrado el fallo de la C.S.J.N. en el caso “Cabral, Agustín”, del 14 de octubre de 1992: “no hace mucho la Corte Suprema de Justicia... ha admitido la legitimidad de prueba a la que accedió la policía por manifestaciones oídas de un detenido, cosa muy distinta de aprovechar prueba obtenida con violación de garantías constitucionales...”.

Por su directa aplicación al caso, vale la pena recordar lo resuelto por el Alto Tribunal en el caso citado, en el que se cuestionaba la validez de cierta información brindada por el imputado a oficiales preventores de la Policía, que a su vez había dado origen a la investigación : “La mera comunicación de ese dato, en la medida en que no sea el producto de coacción, no es un indicio que deba desecharse de la investigación criminal, pues lo contrario llevaría a sostener, como señala el a quo, que la restricción procesal antes mencionada impide a los funcionarios investigar las pistas que pudieran surgir de esa comunicación”

Concluyendo sobre la validez de la información obtenida del imputado, sostuvo la Corte “Que en autos no se advierte que la manifestación de Cabral a la policía haya sido el fruto de un acto de coacción. No se desprende indicio alguno en tal sentido de las actuaciones de prevención... y tampoco ello fue manifestado por el procesado al prestar declaración indagatoria... Finalmente, el recurrente no aduce que tal dato haya sido arrancado mediante algún tipo de coacción por parte de los policías... Que, en tales condiciones, y teniendo en cuenta que el allanamiento se llevó a cabo por orden del juez competente, no se advierte en el caso una violación a la doctrina del Tribunal según la cual no es posible aprovechar las pruebas obtenidas con desconocimiento de garantías constitucionales (Fallos: 46:36; 303:1938; 306:1752; 311:2045)”.

La doctrina que emana del fallo citado fue luego ratificada por el Alto Tribunal en numerosas ocasiones, por ejemplo en el caso “Schettini, Alfredo; Llambay, Jorge Rubén s/inf. Ley 23.737, del 13 de septiembre de 1994 (S. 79. XXVI).

Como queda claro, es criterio jurisprudencial ampliamente aceptado aquel según el cual las manifestaciones extrajudiciales provenientes de un imputado, siempre que sean realizadas libres de cualquier forma de coacción o intimidación, resultan perfectamente válidas a los fines de dar lugar a una investigación judicial.

Queda claro, también, que al no haber sufrido Telleldín coacción alguna ni en sus encuentros con Vergez, ni en sus reuniones con Riva Aramayo, y tampoco siquiera a la hora de ampliar su declaración indagatoria ante el juez, la información que brindó y que aparentemente luego fue utilizada por los investigadores, fue perfectamente válida y apta para encauzar la pesquisa.

Por ello es que, descartada la coacción, la línea Telleldín-Vergez-Verón –para el caso de que la reconstrucción hipotética de V.E. sea correcta--, en cualquier caso, fue perfectamente válida para iniciar la investigación vinculada con los ex policías.

También queda a la vista, ahora, por qué en la sentencia se dedica tanto esfuerzo –a la larga en vano porque las contradicciones son evidentes y surgen del propio texto de la sentencia—para sostener que Telleldín fue coaccionado: ese era el elemento que  permitiría descartar la información que había brindado, y extender hasta los mismos comienzos de la causa la nulidad decretada. El decidir primero qué hacer y buscar después cómo se fundamenta , hace incurrir en  autocontradicciones , y quebranto de las leyes de la lógica conforme se observa en la sentencia recurrida.

V.1. h) PRIMERAS CONCLUSIONES

Así se va delineando, entonces, la arbitrariedad de la que adolece la declaración de nulidad que aquí se viene exponiendo, y muestra a las claras que tal decisión no fue el producto de una derivación lógica y razonada de los hechos y el derecho. Por un lado se afirma que la versión incriminatoria hacia los policías fue diseñada por el juez, mientras que por el otro se presentan elementos que claramente muestran lo contrario, tal como lo indican los párrafos transcriptos más arriba.

Del mismo modo, se afirma que esa versión –no ya la declaración del 5 de julio de 1996, sino su contenido—, fue producto de una coacción ejercida sobre Telleldín – que éste recién denunció, en las circunstancias valoradas, a fines de 2003 –  mientras que al mismo tiempo se pondera prueba y evidencia que señala que sobre Telleldín no pesó coacción ni presión alguna, pues la incriminación hacia los ex policías nació y continuó solamente en Telleldín. 

A pesar de ello, para fundamentar la extensión de los efectos de la nulidad recaída sobre la ampliación de indagatoria del 5 de julio de 1996, sostiene el Tribunal que “Demostrado como quedó que agentes estatales coercionaron a Telleldín a fin de lograr una determinada declaración, parece indudable, por aplicación de la doctrina que emana de los precedentes “Rayford” (Fallos: 308:733) y “Francomano” (Fallos: 310:2402), que no puede emplearse esa versión para inculpar a otros imputados, dado que al recibirla se violentaron los más elementales derechos que asistían a su expositor.” Evidentemente a la luz de lo dicho hasta aquí, de esa declaración se pueden decir muchas cosas, menos que fue el fruto de una coerción, si es que a esta palabra se le ha de asignar algo de su sentido original.

Si bien esta parte comparte los argumentos por los cuales aquélla declaración debe ser nulificada –a punto tal que expresamente  omitió valorarla al formular su alegato por considerarla altamente contaminada—, no puede dejar de resaltarse, una vez más, la confusión reinante en el planteo trazado por los señores jueces al confundir “coerción” con “consenso” o “acuerdo”. Y la diferencia no es menor: la coacción implica torcimiento forzado de la voluntad, evoca la idea de violencia y tortura, carga peyorativa que no conllevan ni “consenso” – calificativo que, como se vio, utiliza el Fallo – ni acuerdo. La coacción – o la coerción – es siempre “para” someter al coaccionado; el consenso, el acuerdo, llevan la carga del interés –si no, no habría ni consenso ni acuerdo – pero es lo contrario de torcimiento de la voluntad y carece de la paralizante carga emotiva que por su historia, trae la palabra “coacción”. 

Ocurre que, dentro del esquema diseñado por los jueces, en virtud del cual la “pseudo  investigación” contra los ex policías fue “armada”, es necesario afirmar también que Telleldín fue coaccionado a declarar contra su voluntad, extremo que no se ha podido verificar a través de la prueba, y por eso es que su afirmación obedece a una arbitrariedad.

V.1.i) PARCIALIDAD DEL INSTRUCTOR. TELLELDÍN Y LA (ARBITRARIA) NULIDAD.

Al tratar la cuestión de la parcialidad del juez con prestigiosas y compartidas citas de doctrina y jurisprudencia, sostiene el Tribunal que “Establecida la parcialidad del juez de instrucción, Dr. Galeano, cuadra determinar las consecuencias en la causa de esa falta de neutralidad o designio anticipado”. Luego se agrega: “En ese sentido, advierte el Tribunal que los actos que constituyen la génesis de la pesquisa encaminada a incriminar a los integrantes de la Policía Bonaerense y a Carlos Alberto Telleldín se encuentran viciados en su totalidad, pues resulta de ellos la parcialidad del juez, dado que éste realizó espurias maniobras, a espaldas de casi todas las partes, a efectos de arribar a la meta preconcebida” (lo resaltado pertenece a esta parte).
Se evidencia aquí un salto lógico que contiene, a juicio de esta parte, lo sustancial de la arbitrariedad que aquí se ataca; luego, unos párrafos más adelante, se desarrolla y alcanza su máxima expresión cuando en tan sólo unas pocas líneas, se anuncia que la nulidad a decretar alcanza también a Carlos Telleldín y que, obviamente, él también será absuelto en función de esa nulidad.

Por la gravedad de sus implicancias, esta parte de la nulidad que se ataca será tratada especialmente.

V.1.i.a) TELLELDÍN Y LA NULIDAD

Si bien hasta aquí hemos expuesto el porqué de la arbitrariedad respecto de la antojadiza interpretación que el Tribunal realizó de ciertos hechos que lo llevaron a tomar una decisión contradictoria y apartándose de constancias de la causa – como el “armado” de la causa y el “invento” de la pista policial, existiendo sobradas evidencias de que éstos medraban en su entorno, tanto es así que ya desde el 26 de julio de 1994 ingresan a la investigación al concurrir a la casa de Telleldín Barreda y Bareiro , (y en el debate supimos que Leal y otro policía no identificado) cuando ésta era vigilada por los investigadores y que  la pista concreta resultó introducida por el propio Telleldín (lo que en otros pasajes se reconoce, cayendo así, en abierta autocontradicción) en lo que se refiere a la extensión de la nulidad a Telleldín nos encontramos con una total ausencia de fundamentos.

Para que quede claro: la decisión por la cual la nulidad decretada también alcanza a Telleldín, carece por completo de argumentos y de fundamentación, obligando a considerar las intervenciones de Telleldín en esa parte, en forma harto diferente a la forma en que lo hacen al relacionarlo con los policías.

Si la nulidad dispuesta respecto del inicio de la llamada causa “Brigadas” reconocía su fundamento, según el Fallo, en la afirmación dogmática de que dicha causa simplemente dio cuerpo a una versión “arquitectónicamente armada”, y que ello implicó la pérdida de imparcialidad del juez que destinó su accionar a sostener la versión por él concebida, no se entiende en absoluto –y lamentablemente el Tribunal no brinda razones  al respecto – cómo esas circunstancias alcanzaron también a Telleldín, a quien reconocen como el iniciador de esa versión.

Empeña litros de tinta la sentencia en sostener el argumento (como ha quedado demostrado meramente aparente)  que la acusación contra los ex policías fue artificial desde su inicio, mas no se halla en la resolución ni un párrafo razonado  --lo que impide inclusive refutar--, que explique porqué se extiende la nulidad que se desprende de aquélla afirmación hasta alcanzar a Telleldín.

Es curioso, y un dato revelador por sí mismo, que en una resolución de casi cinco mil (5000) páginas, se dediquen tan sólo unos pocos renglones a tratar una cuestión de semejante gravedad y trascendencia, sin explicar de modo alguno cómo la invocada parcialidad del juez tornó nulos todos los actos procesales vinculados con quien fue desde el 26 de julio de 1994 el principal sospechoso de haber participado en el atentado.

Así, con total prescindencia de los requisitos de fundamentación que debe contener una sentencia judicial, simple y dogmáticamente se afirma que “En definitiva, la nulidad que habrá de decretarse alcanza no sólo a las actuaciones en las que fueron investigados los efectivos de la Policía Bonaerense traídos a juicio y Juan Alberto Bottegal (causas nº 1598 y sus conexas nº 501/01 y 502/03, según registro de este Tribunal), sino también a las relativas a Carlos Alberto Telleldín, en orden a la participación que se le achacó en el atentado, toda vez que respecto de éste, al dictarse su procesamiento por tal suceso y al confirmarse dicho decisorio por la Cámara del fuero, se utilizaron relaciones y probanzas obtenidas a partir de la formación de la causa nº 1598, llamada “Brigadas” (conf. resolución del juez de fs. 33.675/33.699 y de la Cámara de fs. 64.116/64.121 y requerimiento fiscal de elevación a juicio de fs. 64.550/64.683)” (el resaltado nos pertenece).

Como se ve, el párrafo transcripto –único pasaje en que se trata cuestión tan delicada y, se repite, trascendente- omite todo desarrollo al respecto, valiéndose simplemente de una mera referencia genérica a la supuesta relación que ciertas piezas procesales de la ex causa 1598 (“Brigadas”) guardarían con la situación procesal de Telleldín.

No otra cosa puede decirse, si en definitiva no se indica siquiera mínimamente cuáles fueron las relaciones y probanzas que se utilizaron de la causa “Brigadas” para agravar la situación de Telleldín. Ni siquiera a modo de ejemplo se citó un sólo caso de tal supuesta irregularidad. Llama la atención, por cierto, que en una sentencia tan extensa como pretendidamente cuidada se incurra en tamaña omisión. Más bien, la anómala circunstancia aquí expuesta, parece obedecer al designio tomado por los jueces “ab initio” de nulificar todo lo actuado respecto de los sometidos a juicio, y encontrar así una solución con apariencia jurídica para el caso.

Para sustentar su postura, el Tribunal omite, y “a esta altura del examen de las constancias no puede atribuirse a un negligente desconocimiento de estas actuaciones”, toda consideración respecto de la instrucción que hasta el comienzo de la causa “Brigadas” se había realizado en el expediente principal, que llevaba casi un año de trámite.

También  valora arbitrariamente el Tribunal la presentación efectuada por los representantes del Ministerio Público Fiscal obrante a fojas 12.183/12.211 vta., incorporado al expediente el 2 de junio de 1995.

En esa presentación, los señores Fiscales requirieron el llamado a prestar declaración indagatoria a Ana María Boragni, y pidieron al instructor el procesamiento de Carlos Alberto Telleldín por considerar que había elementos suficientes para acreditar su participación en el atentado bajo investigación.

Pretender que estos requerimientos por parte de los representantes del Ministerio Público, integran una maniobra extorsiva sin mencionar  una sola  prueba que avale tamaña acusación , no hace sino robustecer el convencimiento que todo argumento servía para intentar llegar a la resolución previamente concebida.

Como queda claro, la sola existencia de esta pieza procesal obligaba a los jueces a profundizar y fundamentar debidamente el alcance atribuido a la nulidad decretada respecto de la totalidad de la denominada causa “Brigadas”, más aun si se tiene en cuenta que el auto de procesamiento dictado en el año 1998 respecto de Telleldín encuentra un fuerte basamento en aquélla presentación de la Fiscalía. 

Aún tomando como punto de inicio de la causa “Brigadas”, el oficio librado por el instructor al Jefe de la Policía de la Provincia de Buenos Aires fechado el 9 de junio de 1995, es evidente, con sólo cotejar las fechas, que al menos el 2 de junio –una semana antes— existían en la causa elementos de cargo como para que, al menos los Fiscales, requirieran el agravamiento de la situación procesal de Telleldín.

Si la nulidad decretada abarca también a tales elementos, los jueces no lo han dicho, y no existen razones para asumir esa posición. De ello se desprende mansamente que lo actuado hasta el momento del inicio de la causa “Brigadas” –por lo menos— y respecto de Telleldín, mantuvo intacto su valor procesal.

Por eso no se puede, por arbitrario, decir sin más que la nulidad comprende a Telleldín, sin brindar razones para ello, sin especificar cuáles son los elementos que se habrían contaminado y lo más grave, sin fundamentar porqué le otorgan semejante alcance a dicha nulidad.

Al momento de iniciarse la llamada causa “Brigadas” existía frondosa y variada prueba en el expediente, relacionada no sólo con Telleldín, sino también con otros extremos propios de una investigación tan compleja. Mucha de esa prueba, por cierto, fue valorada por el Tribunal en lo concerniente, por ejemplo, a la materialidad del hecho bajo estudio. Por lo tanto, la obligación de escindir detallada y particularmente qué prueba quedó alcanzada por la nulidad de la causa “Brigadas” no admite ser sorteada, a pesar del vano esfuerzo del Tribunal.

Todo el análisis del material probatorio realizado por el Tribunal vinculado con la o las camionetas Trafic, por ejemplo, tiene su origen en los primeros cuerpos de la causa principal; y nadie podrá decir, con pretensiones de seriedad, que ese material no guarda vinculación con Telleldín pese a lo cual, a juzgar por la misma sentencia, mantuvo intacto su valor. ¿Qué impide afirmar lo mismo, entonces, de los elementos probatorios acumulados en el expediente principal vinculados directamente con Telleldín, y que permitieron a esta parte, a la querella “Memoria Activa” y a la Fiscalía realizar sus acusaciones? 

Al mismo tiempo, nada dicen los jueces en lo concerniente a la pérdida de imparcialidad del instructor,  cómo esta circunstancia afectó la situación de Telleldín en el sumario. Ni por qué el procesamiento de Telleldín –más allá de las genéricas referencias ya consignadas- debe también ser anulado.

Como se ha visto, los jueces han postulado que la investigación que tuvo como objeto a los ex policías fue “arquitectónicamente armada”, y de allí derivan la nulidad como solución imperativa. Aún admitiendo ese supuesto –el de la causa “armada”- no se ve cómo pudo afectar también a Telleldín, y lo cierto es que en la sentencia ninguna explicación se da al respecto.

¿Qué debe pensarse entonces, que el “arquitectónico armado” también incluyó a Telleldín? Los jueces no afirman tal cosa, y no puede entonces darse por sentada, extendiendo arbitrariamente las consecuencias de tan grave afirmación también a Telleldín. Si hubieran pretendido hacerlo, por otro lado, debieran haber especificado de qué modo la parcialidad del juez afectó tan severamente la situación del nombrado como para que él también quede incluido en la nulidad decretada, cosa que en el fallo se encuentra ausente.

Del mismo modo en que los jueces pretenden demostrar cómo se alteró material probatorio para perjudicar a los ex policías—consecuencia del “armado” y de la parcialidad del juez- se debió haber explicado, o al menos argumentado mínimamente, qué actividad derivada de esa parcialidad alcanzó también a Telleldín. Nuevamente, tales extremos –requisitos esenciales de fundamentación- se encuentran ausentes.

Como se dijo -y se repite puesto que corporiza la arbitrariedad en su expresión más acabada- no basta con hacer una vaga, ambigua y genérica referencia a que en el procesamiento de Telleldín se utilizaron “relaciones y probanzas” de la causa “Brigadas”, para tachar de nulo todo lo actuado en referencia a aquel.

Esta escandalosa omisión sólo puede obedecer al designio de anular absolutamente todo lo actuado en la instrucción, y de dar forma, se insiste, a una decisión tomada –desconocemos por qué motivos- con anterioridad.   

Justamente por eso, es que la sentencia así urdida por los jueces resulta ser arbitraria, pues decreta una nulidad respecto de lo actuado con relación a Telleldín a través de una fundamentación en el mejor de los casos aparente, sin una correcta valoración del material probatorio, apoyándose en conceptos imprecisos y genéricos, que en rigor impiden verificar de qué manera se arriba a la solución aquí cuestionada.

V.1.ii) Errónea aplicación de la norma del art. 172 del CPP en virtud de los arts. 123 y 404 del CPP (errónea exclusión de la teoría de la “vía independiente”).

Nos hemos referido a la declaración de nulidad dispuesta en el punto I de la parte resolutiva como un “atajo” tomado en la sentencia para evitar profundizar y afrontar cuestiones que podían y debían resolverse con una  valoración probatoria que se inclinase por la absolución o condena de los imputados. Este “atajo” elegido como salida por el tribunal ya ha sido objeto de críticas pues consideramos que se trata de una construcción arbitraria. Debemos ahora señalar que como producto de la “salida” escogida por V.E., ciertas cuestiones que estimamos debían ser tratadas en el holding de la sentencia han quedado incluídas el tramo de la sentencia que parte que V.E. ha caracterizado como “Derecho a la Verdad”. 

En el punto que sigue nos abocaremos a introducir un motivo de casación vinculado con una parte de la sentencia meramente declarativa como lo es el capítulo X de ese pronunciamiento, pero que a juicio de esta querella, debió estar tratado en el holding de la resolución dictada. Esta querella entiende lo siguiente:

a) Que la nulidad es una construcción que carece de fundamentos como para resistir la crítica que aquí se le ha formulado y que lógicamente, la Excma. Cámara de Casación debería revocar.

b) Que consideramos necesaria una crítica a esa parte de la sentencia (por la que se desautoriza la posibilidad de utilizar una vía independiente) pues entendemos que parte de la arbitrariedad de esa “construcción” de la nulidad que realiza la sentencia se advierte a través de la comprobación de la existencia de una vía independiente.

c) Que, por otra parte, no existiendo (suprimiendo mentalmente) esa forzada construcción de la nulidad que realiza la sentencia es necesario retomar los argumentos relativos a la existencia de una vía independiente a la declaración de Carlos Alberto Telleldin del día 5 de julio de 1996 (sobre la que todas las partes hemos coincidido en que no tenía valor probatorio).

El Art. 172 del CPPN dispone que “La nulidad de un acto, cuando fuere declarada, hará nulos todos los actos consecutivos que de él dependan. Al declarar la nulidad, el tribunal establecerá, además, a cuáles actos anteriores o contemporáneos alcanza la misma por conexión con el acto anulado” (el subrayado no obra en el texto del artículo).

Este texto ha sido interpretado por la CSJN en el sentido de que a través de él el legislador ha establecido, por un lado, la prohibición de ingreso en el proceso de actos nulos (por ejemplo, prueba prohibida), y la imposibilidad de incorporar asimismo prueba dependiente del acto nulo o conexa con él.

Es por ello que la llamada “teoría de la vía independiente” o la más moderna del “descubrimiento inevitable” no son sino modos de fundamentar válidamente porqué un acto (prueba) depende o no del acto nulo o es conexo o no con él.

Así, es una exigencia procesal incuestionable que el establecimiento de a qué actos alcanza la nulidad debe hacerse motivadamente (Arts. 123 y 404 del CPP “Las sentencias y los autos deberán ser motivados, bajo pena de nulidad”; y “La sentencia será nula si:...faltare...la fundamentación) y por lo tanto, la omisión de dar razones –o el brindar solo razones aparentes-- de porqué una o varias pruebas se consideran conexas con el acto declarado nulo, constituye una causal de nulidad expresamente reglada por el Código de forma y habilita la vía casatoria que aquí intentamos. 

Con el respeto debido a V.E., reiteramos que cuando el art.. 172 del CPP dispone que “La nulidad de un acto, cuando fuere declarada, hará nulos todos los actos consecutivos que de él dependan” exige a los jueces que la declaren una fundamentación seria de porqué los actos consecutivos dependen de ese acto.

La Corte Suprema ha dicho en reiteradas oportunidades que a la condición de órganos para aplicar el derecho va entrañablemente unida la obligación de los jueces de fundar su sentencia para acreditar que son derivación razonada del derecho vigente, y no producto de la voluntad individual y dicha exigencia se cubre con la seriedad de los fundamentos pues reconoce raíz constitucional (Fallos 297:362; E.D 8/2/93, F.44.795. El subrayado no obra en el original).

Sobre la fundamentación exigida para este tipo de resoluciones ha dicho la Excma. Cámara de Casación que: 

 “...debió el a quo fundamentar sobre la base de circunstancias comprobadas en la causa –el nexo directo e inmediato existente entre esa supuesta actuación irregular y las otras dos diligencias independientes en cuyo transcurso también fue acreditada la comisión del delito atribuído al imputado. Y además,  asumir la demostración de que, suprimido mentalmente el dato obtenido en la diligencia a su juicio inválida, no existía otra fuente independiente de conocimiento que condujera a los hallazgos posteriores” CNCas. Sala III, “Kolek, Carlos s/ Recurso de Casación”, Rta. 25/4/94, causa Nro. 93).

Cuando V.E. intenta realizar el juicio lógico que exige la Cámara de Casación en el fallo transcripto anteriormente, fracasa por aplicar un razonamiento meramente aparente y por ello, el resultado (conclusión) constituye, también una fundamentación solo aparente. 

Como dijimos anteriormente, la validez de la prueba o de los hechos históricos conocidos mediante una prueba declarada nula,  pueden sostenerse tanto desde la llamada “Teoría de la Fuente Independiente” como desde la más moderna “Teoría del Descubrimiento Inevitable”. Esta última ha sido elaborada por la Corte Suprema de los EEUU en el caso Nix vs. Williams (1984) y puede sintetizarse en que una prueba obtenida por medios no admitidos puede ser valorada si el hecho al que se arriba mediante esa prueba ilícita hubiera sido inevitablemente descubierto por los medios lícitos.

Se requiere, claro está, una valoración en el caso concreto y el juicio hipotético de quien juzga de que esa vía iniciada legalmente concluiría en la misma situación a la que la prueba ilícita ha permitido arribar. “Es decir, el hallazgo de la prueba por otra vía, inconexa con la prohibida, ya no debe ser actual como se exigía para la excepción de la `fuente independiente` sino, meramente hipotético”
 (el subrayado no obra en el original).

La Corte Suprema de EEUU exige que la demostración de la inevitabilidad se produzca por una valoración de la prueba que permita brindar “preponderancia” a la afirmación de que el descubrimiento se produciría de todos modos. No se requiere por lo tanto un plexo probatorio completo o indubitable que apoye el juicio hipotético de que se llegaría al descubrimiento por la vía alternativa (en términos de derecho anglosajón no se requiere un “higher burden of proof”) (Cfr. Wayne Lafave y Jerold Israel, “Criminal Procedure”, ed. 2000, pag. 508). 

La doctrina del “descubrimiento inevitable” es la actualmente utilizada por nuestra CSJN al respecto, nuestro máximo tribunal ha sentado ya el criterio de supresión mental hipotética del acto viciado por el cual debe regirse el procedimiento de exclusión probatoria, con el fin de determinar, por esa vía, si suprimido el eslabón viciado subsistirían otros elementos de prueba independiente de la viciada (cfr. Fallos 308:733, considerando 4; y 310:1847, considerando 13 y siguientes). 

Con precisión ha definido la CSJN en el fallo Ruíz que “Debe descartarse por ineficaz  la prueba habida en la causa, siempre y cuando su obtención dependa directa y necesariamente de la violación de una garantía constitucional, o bien cuando sea una consecuencia inmediata de dicha violación” ( Fallos 310:1847, “Ruiz”)
Veremos a continuación cómo la sentencia de V.E. omite aplicar correctamente los conceptos arriba transcriptos porque parte de nociones equívocas o meramente aparentes.

Dos fundamentos meramente aparentes hacen “caer” la fundamentación  de la sentencia en torno a la ausencia de vía independiente.

a) Telleldín no es en sí mismo una “fuente”prohibida: La sentencia, especialmente en su Capítulo X, C.2.c.viii), crítica el modo en que los acusadores hicimos uso de la teoría de la “vía independiente”. Gran parte de esa crítica se funda en un error conceptual del Tribunal cual es el de poner en un pie de igualdad un “hecho procesalmente inadmisible” (como lo es el pago y la consecuente declaración indagatoria originada en él) y al “sujeto” que intervino en ese hecho procesalmente inválido.

Cuando V.E. critica la forma en que esta querella y el Ministerio Público interpretaron la existencia de una “vía independiente” alude casi exclusivamente a que la información independiente provino directa o indirectamente del imputado Telleldin. Así sostiene en diversos pasajes:

· ”...se otorgó a este término (vía independiente) un concepto equívoco. Ello, en la medida en que se incluyeron manifestaciones de Telleldín por otros medios distintos de la declaración del 5 de julio de 1996”

· “...tanto el manuscrito como las entrevistas mantenidas con la camarista, el juez instructor, e incluso con periodistas, tienen la misma fuente: los dichos de Telleldín”.

· (refiriéndose a diversas publicaciones periodísticas V.E. sostuvo que) “Carecen del carácter autónomo que se les asigna, toda vez que se tratan, en el mejor de los casos, de reiteradas reproducciones de los dichos brindados por Carlos Telleldín fuera de la sede judicial”.

No es necesario transcribir todos los párrafos en los que esta interpretación se repite. Simplemente vale la pena reiterar que ese es el principal motivo por el que la sentencia desestima la existencia de una vía independiente.

Es un error conceptual importantísimo extender el concepto de  “acto viciado” (es decir, un acto nulo a través del cual se pudo haber conocido información relevante para la causa), a otros hechos (v.gr. declaraciones periodísticas) y actos procesales (v.gr. la incorporación al debate del manuscrito de Telleldin) que únicamente tienen en común a un sujeto (que intervino en el acto viciado) pero que no es posible entender que tenga por siempre y para siempre su voluntad viciada.

En términos concretos: Telleldin no se transformó en un objeto o fuente de prueba inválido en sí mismo.

No hay ninguna “conexión de antijuricidad” (terminología utilizada por el Tribunal Constitucional Español a partir de la sentencia 49/1999) entre el acto viciado (declaración indagatoria retribuida) y otras expresiones de Telleldin en sentido similar al vertido en ese acto nulo (V.gr. lo volcado en el manuscrito que le dictó a su compañero de celda Ricardo Damonte; lo manifestado a la prensa desde junio de 1995 hasta febrero de 2002; lo que expresaran testigos a los que les llegaron comentarios originariamente proferidos por Telleldin, etc.).

En definitiva, en la sentencia se comete un error interpretativo inadmisible cuando se parangona “Telleldin” con “prueba prohibida” descartándose de ese modo que pueda existir un cauce de prueba independiente por la sola presencia del Sr. Carlos Telleldin.

b) La confusión entre “validez” y “capacidad de convicción”.

El segundo gran error conceptual de la sentencia en el tramo en el que descarta la “vía independiente” consiste en confundir continuamente la “validez” de una prueba con su “capacidad convictiva”.

Esta querella cuando alegó y sostuvo la existencia de una vía independiente explicó porqué existía un curso investigativo no contaminado (actual o hipotético), y en otro tramo de la acusación, valoró esas probanzas para fundar la pretensión de condena. 

El Tribunal Oral, confunde continuamente la independencia de las pruebas con la valoración de ellas. 

Son significativos los siguientes tramos y por ello los reproducimos: 


· “Resulta evidente que los serios y fundados reparos a la credibilidad de los dichos brindados por el imputado en declaraciones indagatorias se traslada a estas piezas”.

· “En oportunidad de prestar su alegato la querella unificada le asignó al manuscrito una “alta dosis de credibilidad” (sic). Sin embargo, no fue esa la convicción que generó en el Tribunal”.

· (en referencia a las publicaciones periodísticas sostuvo la sentencia que) “En consecuencia, la mendacidad del imputado –tantas veces resaltada por el Tribunal y las partes– no pierde tal carácter porque se exponga a través de distintos medios dentro o fuera del proceso”.

Nuevamente, la transcripción de unos pocos párrafos basta para evidenciar la enorme confusión entre “validez” y “credibilidad”.

Cuando se analiza si existe o no “vía independiente” no pueden mezclarse  los dos conceptos: la sentencia, al hacerlo, incurre en una errónea interpretación de la ley procesal que configura una nueva arbitrariedad. 

Si la prueba es válida (porque se arriba a ella por vía independiente) entonces debe ser valorada y a través de su valoración arribar a una conclusión de culpabilidad o inocencia.

Si la prueba no es válida (por no darse las condiciones para separarla de un curso causal real o hipotético de aquella viciada) entonces su valoración está vedada y poco importa si ella genera elementos de convicción útiles.

Lo que resulta un razonamiento falaz es “confundir”, como lo hace V.E., “validez” con “credibilidad”. Se superponen en esa confusión dos niveles de análisis que deben ser necesariamente sucesivos.

Por lo tanto, descartar la existencia de una “vía independiente” fundándose, como lo hace la sentencia, en la poca convicción que le produce es un razonamiento meramente aparente que no puede ser considerado como fundamento válido de una sentencia.

Además, esta forma de razonar, deja claramente al desnudo que el análisis es producto de la voluntad del tribunal y no derivación razonada del derecho.

La Corte Suprema tiene dicho en reiteradas oportunidades que a la condición de órganos para aplicar el derecho va entrañablemente unida la obligación de los jueces de fundar su sentencia para acreditar que son derivación razonada del derecho vigente, y no producto de la voluntad individual y dicha exigencia se cubre con la seriedad de los fundamentos pues reconoce raíz constitucional (Fallos 297:362; E.D 8/2/93, F.44.795).

V.1.iii) Errónea aplicación de las normas que reglan la valoración de prueba en el debate y errónea extensión de las nulidades producidas en la instrucción a los actos del debate.

Aclaración preliminar

Tal como surge con claridad de los Capítulos anteriores, esta parte estima que la nulidad declarada por V.E. es arbitraria y que, de acuerdo a la estructura de la sentencia dictada en autos, si esa nulidad es declarada inadmisible la sentencia debe ser anulada y remitidas las actuaciones al tribunal que corresponda para su sustanciación (art. 471 del CPP).

Como otra muestra de la arbitrariedad de la sentencia y de la falaz construcción realizada para dar sustento a la amplísima nulidad dictada, trataremos en este punto los errados motivos (que constituyen una clara inobservancia de la ley procesal) por los que la sentencia descarta la posibilidad de valorar las pruebas producidas durante el juicio (construyendo así su nulidad únicamente con las irregularidades producidas en la instrucción)

Errónea aplicación de las normas que rigen la valoración de la prueba recibida en el  debate.

La naturaleza de la decisión tomada por V.E. nos obliga a partir de concepciones procesales muy básicas para poder desarrollar la crítica que aquí se pretende. En este título nos dedicaremos a poner en evidencia cuál es la razón de ser del “juicio” o “debate” en un sistema procesal como el que nos rige para luego criticar específicamente la decisión de V.E. que surge del Capítulo VIII punto “T”.

Explica Roxin que “La recepción de prueba en el juicio oral tiene como meta exhibir la prueba, por principio, originariamente; pues...el tribunal tiene que formarse su convicción exclusivamente de la totalidad del juicio oral –no de las actas—...Ello explica que la ley proporcione disposiciones precisas sobre la extensión de la recepción de la prueba”
 (el resaltado nos pertenece).

Tomando las palabras de Roxin la prueba producida en el Juicio lo es, al menos para la valoración que V.E. debía realizar, “originaria”. Y no la “reproducción” de la ocurrida en la instrucción.

Sostener que en el debate simplemente se “reproduce” la prueba de la instrucción es desmerecer esta etapa del proceso hasta privarla de sentido. Lamentablemente, así lo ha entendido V.E. cuando sostuvo en su sentencia que:

“...corresponde examinar si la “reproducción de la totalidad de la prueba” en el debate, resulta suficiente para sanear aquellas actuaciones viciadas, en su raíz, por la falta de imparcialidad del juez instructor con la consecuente afectación del derecho de defensa” (Capítulo VIII punto “T”). 

Más allá de que alguna de las partes pudiera haber utilizado la palabra “reproducción” para referirse a la producción de prueba en el debate, V.E. no puede atribuirle a esa expresión verbal (efectuada en el marco de un alegato), el alcance que pretende dársele en la sentencia. 

La prueba en el juicio no se “reproduce”, sino que se “produce” y es básico y elemental que esta “producción” es la que debe ser valorada por los jueces de juicio. Esto no es un juego de palabras, es la base del proceso oral.

La prueba que se produce en el juicio tiene como características básicas –diferentes de aquello que es exigible para su validez en la instrucción—la oralidad, la inmediación y la contradicción: son, entre otras, estas tres exigencias las que impiden llamar “reproducción” a la prueba producida en el debate.

Siguiendo a Roxin diremos que la inmediación “significa dos cosas distintas:

1- El tribunal que dicta la sentencia debe observar por sí mismo (inmediación formal)...

2- El tribunal debe extraer los hechos de la fuente, por sí mismo, es decir que no puede utilizar equivalente probatorio alguno (inmediación material)...”
.

Es claro entonces, que si se pretende respeto al principio de inmediación no se puede sostener seriamente en una sentencia que la prueba en el debate se ha meramente “reproducido”. 

También la “contradicción” necesaria en el proceso penal oral nos obliga a desechar que se trate de una “reproducción”. “Si el juicio implica el enfrentamiento de dos partes, lo más relevante, en este marco, es la capacidad de las partes para intervenir en la construcción de la verdad jurídica del caso –cuyo principal elemento es  la actividad probatoria--. Otra consecuencia, más interesante, se refiere al modo en que habrán de implementarse las facultades de las partes. Si de lo que se trata es de establecer un marco contradictorio, según lo ordena la CN, las partes deben tener plena capacidad para actuar sobre todos estos elementos discursivos –v.gr. la declaración de un testigo, una peritación, un alegato--, y estas facultades deben ejercitarse frente a quien decidirá la controversia”
.
La necesaria contradicción del juicio oral –no exigible durante la instrucción--, también impide que se denomine técnicamente a la prueba producida en esa instancia “reproducción” de la ocurrida en la etapa de investigación.

Pues bien, ha quedado establecido entonces que V.E. no “reprodujo” la prueba sino que la produjo originariamente. 

El entendimiento de que solo se “reprodujo” la prueba es violatorio del art. 18 de la CN y de la regla jurídica que –cumpliendo con el mandato constitucional-- se construye con los arts. 365, 366, 367, 368, 374 y 396 del CPP, pues implica desconocer los principios de inmediación y contradicción que rigen el debate oral.

Pues bien, partiendo entonces de la base de que la prueba se produjo en el juicio oral debemos analizar si es correcto que aquella producción sea insuficiente como para sanear las eventuales nulidades que pudieran advertirse en la instrucción. Reiteramos que, de acuerdo a la crítica expuesta en este recurso en el Capítulo....., la construcción de la nulidad que realiza la sentencia fundándose en un presunto “armado arquitectónico” o “complot” es completamente arbitraria y no puede ser considerada válidamente como fundamento.

Es por ello que, en el presente capítulo –específicamente en el punto siguiente-- nos detendremos en la crítica concreta al capítulo VIII, punto “T” de la sentencia en cuanto sostiene que lo ocurrido en el juicio no tiene entidad como para sanear las nulidades (cualesquiera que ellas sean) que se hubieran presentado en la instrucción. Para ello, como dijimos, partimos del principio legal de que la prueba se produce “originariamente” (en palabras de Roxin) durante el debate.

Errónea extensión de las eventuales nulidades producidas en la instrucción al juicio oral.

Ya hemos explicado que la concepción que atribuye al Juicio Oral la tarea menor de “reproducir” una prueba es errónea. Partiendo de la que consideramos adecuada pondremos en evidencia porqué existe una errónea extensión de las eventuales nulidades de la instrucción a lo ocurrido en el debate.

El núcleo de la argumentación del punto T.2 del Capítulo VIII de la sentencia pretende sustentarse en jurisprudencia del Tribunal Constitucional Español. Hemos buscado todas y cada una de las sentencias españolas invocadas por V.E. y nos vemos obligados a concluír que ellas no dicen aquello que pretende fundarse mediante su aplicación.

La sentencia de TCE 69/2001 fue invocada por V.E. mediante la cita del siguiente párrafo:

“A dicho efecto cabe traer a colación que en el precedente del Tribunal Constitucional español antes citado (Sala: Pleno, Sentencia del 17/3/01, referencia 69/2001, ponente don Guillermo Jiménez Sánchez, publicación BOE: 20010406 [BOE NÚM. 83]), ante el planteo de parcialidad del juez de instrucción, recordó que el Tribunal Supremo designó a un magistrado de su sala penal, para que realizara una nueva instrucción. Que el juez designado continuó la instrucción e hizo repetir ante él todas las declaraciones prestadas y volvió a practicar la mayor parte de las diligencias sumariales encaminadas a averiguar y hacer constar la perpetración de los delitos, la culpabilidad de los partícipes y a preparar el juicio que se iba a desarrollar ante el pleno de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. Por ello sostuvo el Tribunal Constitucional que “conforme al orden normal del proceder, todas las diligencias probatorias obrantes en el sumario fueron reproducidas y sometidas a contradicción en el acto de juicio oral”.

El párrafo que hemos resaltado sostiene justamente lo que esta parte pretende y lo contrario de lo argumentado por V.E. en la sentencia que aquí recurrimos. Esto es: la validación de la prueba se produce “conforme al orden normal del proceder” por su “reproducción
 y contradicción” en el acto del juicio oral.

El párrafo que transcribiremos a continuación (tomado de la misma sentencia TCE 69/2001) es contundente en otorgar razón a la posición de esta querella respecto de la validez de los actos ocurridos durante el juicio:

Dice el Tribunal Constitucional Español: “Pues bien, la supuesta situación de indefensión que pudo haber padecido el demandante...ha sido subsanada y reparada en la vía judicial previa por la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. En efecto, ante ésta el recurrente en amparo tuvo la posibilidad de volver a reiterar (posibilidad de la que efectivamente hizo uso al plantear la nulidad de actuaciones como artículo de previo pronunciamiento y luego en el escrito de calificación provisional) las tres causas de recusación que había invocado en el incidente contra el Magistrado-Juez Instructor don Baltasar Garzón Real; pudo también formular respecto de ellas cuantas alegaciones tuvo por conveniente en defensa de sus derechos e intereses; y, en fin, pudo proponer cuantos medios de prueba consideró pertinentes para acreditar la concurrencia de las causas de recusación alegadas, reiterando sustancialmente, en este último extremo, las propuestas en el incidente de recusación, que fueron admitidas y posteriormente practicadas en el acto del juicio oral, llegando incluso a calificarse en algún pasaje de la demanda de suficientes las diligencias de prueba practicadas”. 

Sin perjuicio de que en el fallo español existió una segunda instrucción, lo que convalida –en uno y otro caso—la producción probatoria es que las medidas pretendidamente viciadas se hayan producido nuevamente y de manera integral frente a un órgano imparcial, y con la posibilidad de someterla a un importante análisis crítico por las partes (contradicción).

V.E. continuó citando la resolución del TCE del siguiente modo:

“Al abordar el Tribunal constitucional español, en el precedente de referencia, la validez de las actuaciones, sostuvo: “el principio de conservación de las actuaciones (art. 242 LOPJ), fundado, no sólo en razones de economía procesal sino en el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, sólo permite considerar viciadas de nulidad aquellas decisiones en que la intervención del recusado hubiese sido decisiva, que hubiesen causado un perjuicio en los intereses legítimos de la parte recusante o que hubieran podido ser influidas por la causa determinante de la recusación, pero no aquellas que aparecen practicadas ante un órgano judicial revestido de la necesaria imparcialidad”.

La frase que hemos subrayado también otorga razón a la posición de esta querella y contradice la pretensión de fundamentación que pretende darle la sentencia que recurrimos. Pero hay más aún. El párrafo que sigue al transcripto por V.E. dice expresamente:

“Por estas razones hemos dicho que, ni la preservación de los efectos de un eventual fallo otorgando el amparo, ni la economía procesal, ni el principio de mínima interferencia, conducen a extender los efectos del amparo a la totalidad del proceso penal, sino sólo a aquellos actos judiciales susceptibles de ser anulados en la hipótesis de que se estimara el motivo del recurso (en parecidos términos ATC 227/1990, de 4 de junio, con cita de la STC 44/1985)”. (el resaltado obviamente nos pertenece).

En otra de las sentencias citadas por V.E. la conclusión a la que arriba el TCE es exactamente la misma que la que pretendemos aquí que se aplique. En el caso se cuestionaba justamente una declaración de un coimputado en la que se autoincriminaba y además involucraba a terceras personas. Esa declaración se había producido luego del hallazgo de armas en su domicilio y ese registro se encontraba seriamente cuestionado por el recurrente. En ese fallo dijo el TCE:

“Sin embargo, no es menos cierto que D. Enrique realizó su declaración en la vista oral con todas las garantías, y sin que resulte ahora relevante la posible motivación interna que le haya podido mover a realizarlas inculpando al recurrente de amparo (SSTC 51/1995 y 86/1995), y que sirvieron al Juez Penal, de consuno con las del recurrente, D. Eugenio, para enervar la presunción de inocencia de ambos respecto de la comisión del delito de tenencia ilícita de armas del art. 254 del C.P. vigente en aquel momento. Como también es cierto que no puede negarse el hecho mismo de que el arma existe y fue hallada, a pesar de la ilicitud constitucional del registro, cuya única consecuencia a estos efectos es que no puede traerse a la vista oral como prueba de cargo dicha existencia y hallazgo al ser una prueba obtenida con infracción del art. 18.2 C.E., pero no que deba eludirse el hecho mismo de que ese arma efectivamente se halló y existe (por todas, STC 161/1999)”. TC Sala 1ª, S 20-12-1999, nº 239/1999, BOE 17/2000, de 20 enero 2000, rec. 352/1995. Pte: Casas Baamonde, María Emilia.

Es así que entendemos que las eventuales nulidades que V.S. advirtiera a lo largo del proceso debieron ser declaradas: i) en el momento de tomar conocimiento de ellas (como se hizo en diversas oportunidades a lo largo del debate), y ii) utilizando la metodología racional de privarlos de efectos siempre que su producción durante el debate no hubiese ya subsanado el vicio que los afectaba en la instrucción.

Tal como sostiene Alberto Binder –tantas veces citado por V.E--, “Como el quebrantamiento de las formas es un llamado de atención acerca de la violación de algún principio puede ocurrir que esa relación se rompa y la violación de la forma no signifique la violación del principio. Ya sea porque el quebrantamiento formal es menor...o porque una actividad subsiguiente reparó el daño...” (Binder, Alberto “El incumplimiento de las formas procesales”, Ad Hoc, Buenos Aires, 2000, pág. 103. El resaltado no obra en el original).

Y aquí, V.E. existió una intensa y extensa actividad subsiguiente a la instrucción  que subsanó los eventuales vicios genéricos a los que en la sentencia se pretende otorgarles carácter “ultraactivo”. 

La fundamentación de la sentencia para sostener que lo actuado en el Juicio es inválido y que la producción de prueba en el debate (con las debidas garantías) constituyó un acto superfluo sin capacidad para reparar los defectos de la instancia anterior, resulta nuevamente, un modo arbitrario de resolver la cuestión y vicia radicalmente la  resolución que aquí recurrimos.

V.1.iv) Arbitraria valoración de la prueba analizada.

V.1.iv.a)  Carlos Alberto Telleldin


Como se refiriera en el capítulo anterior, la arbitraria construcción que determina la absolución de Carlos Alberto Telleldín por hacérsele extensiva la nulidad dictada en autos, nos eximiría de realizar cualquier otro tipo de consideración respecto de lo dicho por VV.EE. con relación a los indicios, en tanto que los defectos de fundamentación ya tratados, inhabilitan a la sentencia como acto jurídicamente válido. En este sentido la doctrina nos enseña que “la motivación, a la vez que un requisito formal que en la sentencia no se puede omitir, constituye el elemento eminentemente intelectual, de contenido crítico, valorativo y lógico. Es el conjunto de razonamientos de hecho y de derecho en los cuales el juez apoya su decisión y que se consignan habitualmente en los ‘considerandos’ de la sentencia. Motivar es fundamentar, exponer los argumentos fácticos y jurídicos que justifican la resolución” (conf. De la Rua, Fernando; La Casación Penal, Depalma, Bs. As., 2000, págs. 105/106).



No obstante lo anterior, nos adentraremos al tratamiento del abordaje realizado por el Tribunal, incluso cuando las razones que V.E. introduce a modo de “Derecho a la Verdad” no integran el holding de la sentencia. Esto por cuanto no sólo nos agravia la artificiosa nulidad que se extiende de modo genérico, sino que los defectos de logicidad y la arbitrariedad que se expresan mediante el análisis de los indicios, son demostrativos y congruentes con de los defectos de argumentación de los que adolece toda la resolución atacada.  

Los indicios de culpabilidad, se encuentran tratados bajo el paraguas del “Derecho a la verdad”, consecuentemente resulta por fuera de la motivación por la que fuera absuelto Telleldín. En este sentido el pretendido derecho a la verdad, no puede más que estar contaminado por el preconcepto de la teoría del armado adoptada por VV.EE. De esta forma el razonamiento se invierte: no es el camino indiciario el que determina el punto de llegada, sino, por el contrario, es el punto de llegada –el gran armado-, el que compele a VV.EE. a desestimar el camino indiciario. 

La arbitraria argumentación en torno a la prueba.



Excedería largamente las posibilidades materiales con las que cuenta esta parte –conforme ya se puntualizara ut supra- adentrarnos en este recurso en un análisis puntual de cada uno de los indicios analizados por el Tribunal en la sentencia de marras; menos podremos confrontar ese análisis con la acusación oportunamente realizada, actividad que reservaremos para la audiencia prevista por el art. 468 del CPPN.

En este sentido, sólo destacaremos en conjunto los serios defectos lógicos y la arbitrariedad del análisis de la prueba plasmados en la sentencia atacada. 

Defectos lógicos.



A poco que se analice la forma en la que se han interpretado los indicios presentados, salta a la vista que la argumentación del Tribunal resulta circular y desconoce las características propias del lenguaje natural como forma de adquisición del conocimiento. 



Cuando realizamos la acusación, pusimos de manifiesto cómo se iba a realizar el análisis probatorio de los hechos ventilados en el debate; se dijo en esa oportunidad que “(…)También es obvio que no se tiene una foto de los policías llevándose la camioneta, o de Telleldín suscribiendo un contrato con éstos. Y no se tiene porque la estructura que cometió el atentado era una estructura entrenada e inteligente, (…) la falta de esa foto --que por cierto, no se posee en la inmensa mayoría de los casos de alguna complejidad- obliga en casos como éste que fue complicado ex profeso, a reconstruir la verdad a partir de ciertos hechos indudables –como la mecánica de producción del atentado—y de fragmentos sustanciales; de datos importantes,  pequeños o groseros, que no cuadran; de contradicciones inexplicables; de hechos o manifestaciones que no se pueden entender sin una precisa intencionalidad(…)” (ver alegato del Dr. J.J. Ávila de fecha 20 y 21 de enero de 2004).
Por lo tanto, entendimos que resultaba una tarea ineludible para todas las partes la asignación de sentido a las actitudes y hechos vinculados con quien armó la camioneta que fuera utilizada como arma homicida, por cuanto resulta ser ni más ni menos que el objeto central de esta investigación. Consecuentemente, lo ocurrido con la camioneta puede tener una u otra significación pero, lo que no podemos admitir es que se trate de hechos inocuos.

La resolución aquí cuestionada, tiene por fehacientemente acreditada la mecánica del hecho que hemos descripto, tanto en el requerimiento de elevación a juicio, como en el alegato. Para hacerlo VV.EE. han valorado tanto los testimonios del personal policial y de bomberos que intervinieron al comienzo de la investigación, cuanto las pericias ordenadas por el señor Juez de Instrucción, además de las realizadas durante el debate que convalidaron íntegramente a aquellas. Asimismo tuvieron por convalidado el secuestro de las piezas del automotor que fuera contenedor del explosivo, teniendo por ciertas las razones alegadas por los testigos en punto a los motivos por los cuales las actas respectivas no fueron labradas con la presencia de testigos. Los restos metálicos extraídos del interior de los cuerpos de las víctimas fatales y el hisopado cutáneo les permitieron desechar las sospechas que muchas veces -sin el mínimo respeto por las víctimas- pretendieron sembrar la mayor parte de las defensas. 

También desecharon las sospechas sobre los testimonios de Nicolasa Romero y Carlos Rigoberto Heidenreich, testigos que afirmaron haber visto la camioneta poco antes del estallido, explicando, conforme quedó claramente  acreditado en el debate como “aparece”  la testigo en la investigación, hecho sobre el cual, se había tratado de crear incertidumbre. Así se dijo que “(…) ninguna de las constancias alegadas por las defensas ponen en crisis la veracidad de los dichos de María incolaza Romero, quien dio razón suficiente de su presencia en el lugar poco antes de la explosión(…)” (ver Capítulo V, punto A) Hecho del 18 de julio de 1994).

Se probó también -y así lo entendió la sentencia- que el hallazgo del motor había ocurrido tal y como la expresaran Livne, Frenkel, Dror, Swarc, Caritas y Cearras. A su vez se comprobó la individualización de los últimos propietarios del motor y el camino que condujo a Telleldin (ver Capítulo VI, punto A) La Trafic de “Messin”).

La sentencia recurrida, también ha reconocido que no fue posible establecer que destino se le dio la carrocería incendiada, ni en forma fehaciente el recorrido del motor que posteriormente apareciera en la ruinas de la AMIA/DAIA, ya que los dichos de Telledín y de su entorno no sólo son contradictorios sino que fueron modificados en diferentes oportunidades y las pruebas objetivas colectadas no permitieron corroborar ninguna de las versiones intentadas: “(…) no existe acuerdo entre las versiones brindadas por Telleldín, Pérez y Boragni respecto a las circunstancias que rodearon la extracción del motor de la Trafic de “Messin” en el domicilio de Cotoras”; agregando “(…) no es posible afirmar que el motor de la camioneta de “Messin” fuese el entregado a Nitzcaner para su colocación en la trafic de Sarapura.”; y luego “(…) no se pudo establecer el destino de la carrocería de la camioneta de “Messin” luego de la extracción del motor(…)”; agregando por último que “(…) tampoco se pudo establecer si la Trafic que el sábado 9 y domingo 10 de julio de 1994 se estacionó frente al domicilio de la calle República 107 de Villa Ballester (…)era aquella que Telledín habría armado con la carrocería del utilitario de Sarapura y otro motor.” (ver Capítulo VI, punto B) Extracción del motor). Afirmaron tampoco poder establecer el destino del motor originariamente colocado en la camioneta de Sarapura.

A juicio del Tribunal, la prueba colectada autoriza a concluir que el motor original de la camioneta de “Messin S.R.L.”, encontrado entre los escombros de la AMIA fue colocado en una tercera carrocería, cuyo origen no fue posible determinar. De tal modo quedan descartadas como portadoras del motor indicado la carrocería primigenia y la correspondiente a la camioneta sustraía a Pedro Alejandro Sarapura (ver Capítulo VI, punto D) “La Trafic usada como cochebomba”). 

Contrariamente a lo sostenido por la defensa técnica de Telleldín, el Tribunal entendió  que con la prueba producida en el debate se demostró que la camioneta que detonó en la sede de la AMIA no estaba conformada con la carrocería de la Trafic de Sarapura, sino con otra que no se pudo determinar a que rodado pertenecía (ver Capítulo VI, punto D) “La Trafic usada como cochebomba”). Afirmación ésta que reitera en incontables oportunidades en la sentencia recurrida.

Fue así que uno de los pilares en la argumentación que utilizáramos para fundar la participación de Telleldín se encuentra en el ocultamiento por parte de éste acerca de cuál fue la camioneta que explotara en la sede de AMIA/DAIA. Nos detendremos aquí brevemente por la significación que entendemos tiene este hecho para la apreciación de la prueba expuesta. El razonamiento utilizado podría resumirse de la siguiente manera: 

a) Carlos Alberto Telleldin fue el último tenedor del motor  encontrado en los escombros de la AMIA –al que llamaremos motor “M”-;

b) Éste armaba los vehículos poniendo motores de automóviles siniestrados a carrocerías robadas (en otras palabras generaba un automóvil mellizo); 

c) La camioneta que explotó en AMIA, conforme los testimonios y la prueba colectada, respondía a las características antes referidas;

d) Telleldín refirió que la camioneta que explotó en la sede de la AMIA/DAIA fue armada por el mecánico Ariel Nitzcaner con el motor “M” y con un chasis que llamaremos “S”;

e) Quedó acreditado en la causa que Nitzcaner sí armó una camioneta Trafic para Telleldín con fecha cercana al 10/7/94, cuyo chasis era el “S” pero, con un motor que no fue el “M”;

f) Los restos de chasis encontrados en la AMIA no corresponden con las características del chasis “S” referido por Telleldín y en el cual realizó su trabajo Nitzcaner;    

g) En consecuencia, sólo Telleldín conoce en qué chasis colocó el motor “M”. Derivado de lo anterior, Telleldín además de la camioneta armada por Nitzcaner, debió armar otra -en la que se encontraba dicho motor- y que fuera la que explotó en la sede de la AMIA/DAIA.

Reiteramos que VV.EE. han tenido por acreditado –al igual que esta parte- como falsos los dichos de Telleldín con relación al lugar y la forma del armado de la camioneta que finalmente explotara en AMIA, no obstante lo cual afirman que “no se demostró que Carlos Alberto Telleldín haya armado más de una camioneta ni cual fue el utilitario que estuvo estacionado frente a su domicilio” (ver Capítulo X, punto B.2.d) “Armado de más de una Trafic”). 

Así, el razonamiento del Tribunal sólo tiene la capacidad de negar el argumento dado por esta parte pero sin otorgarle un sentido diferente al propuesto. Si toma por válido que existió un coche bomba; que Telleldín fue quién armó la camioneta; que el mismo al referir qué hizo con ese motor es mendaz, pues esta actitud no puede carecer de sentido ni para la parte ni para VV.EE.. No resulta suficiente entonces para impugnar el razonamiento asegurar que no se sabe qué fue lo que pasó con el motor luego del 4 de julio de 1994 (ver punto B.2.d) del Capítulo X del decisorio) sin siquiera atribuirle “algún sentido” a la falta de una explicación razonable de quién sí sabe qué es lo que ocurrió con dicho motor. 

Esta visión valorativamente aséptica de lo ocurrido con el armado de la camioneta, a su vez se encuentra con el escollo del razonamiento circular al que somete el Tribunal a la mayoría de los indicios. En este sentido se nos opone ante cada conclusión, que el indicio para llegar a ella admite más de una interpretación posible. 

Desde este razonamiento del Tribunal, nada, ni el más mínimo dato puede ser probado por cuanto no puede ser contrastado empíricamente. En este sentido todos los razonamientos caen, necesariamente en un espiral de duda . Todas las actitudes de Telleldin resultan valorativamente asépticas; todas pueden responder a otras motivaciones; todos las acciones realizadas contienen más de una significación invalidando la elección de cualquiera de ellas. 



Igual trampa lógica se reitera al analizar los indicios respecto de los comentarios de Telleldín y Boragni (Capítulo X, punto B.3.d.iv.D); los hechos que rodearon a la confección del boleto de compraventa (Capítulo X, punto B.3.d.iv.E); la visita a la calle San José 972 (Capítulo X, punto B.3.e); el acuerdo previo acerca de la versión que debían dar Telleldín y Boragni respecto de la venta (Capítulo X, punto B.3.f); la mentira y los silencios (Capítulo X, punto B.3.g); el estado de ánimo de Telleldín (Capítulo X, punto B.3.h); su huida (Capítulo X, punto B.5)  y el ofrecimiento que le realizara Telleldín a Nitzcaner y Jouce para que éstos amolden su versión a la suya (Capítulo X, punto  B.6). 

Al igual que lo dicho anteriormente, todas estas conductas a la hora de ser merituadas  por el Tribunal resultan o bien equívocas, meras subjetividades o, simplemente, asépticas. 



Sólo a modo de ejemplo, véase la forma de argumentar respecto del ofrecimiento económico realizado por Telleldín a Nitzcaner y Jouce (Capítulo X, punto  B.6). Ambos mecánicos refirieron que Telleldín les ofreció bienes a cambio de ajustar su declaración a lo dicho por éste respecto del armado de la camioneta. Y esta parte valoró esa prueba concreta (el ofrecimiento dinerario probado en el Juicio) como un indicio contra Telleldin, el Tribunal refiere en la sentencia cuestionada que “Los acusadores, a efectos de sustentar su pretensión, citan como elementos de cargo meras subjetividades(…)”; para luego continuar “En efecto, el ofrecimiento que, según refirieron, realizó Telleldín a Jouce y Nitzcaner, pudo obedecer a un sinnúmero de razones”. En efecto, Telleldín pudo haber ofrecido bienes a las personas que estaban en condiciones de sostener una versión que lo favoreciera por un sinnúmero de razones; más no resulta razonable que esas razones (cualesquiera que sean) resulten “inocuas” como pretenden VV.EE. 

Los indicios son sígnos  que un hecho ha ocurrido. Comprobada la humedad del suelo podemos inferir que ha llovido. Obviamente pretender que esta sea la única explicación posible para el signo –o el indicio- es desconocer la vaguedad inherente al lenguaje. Consecuentemente la tarea de interpretar requiere seleccionar entre una cantidad indeterminada de posibilidades, aquella que resulta más consistente lógicamente y más ajustada al contexto.; sobretodo si se repite en los demás signos analizados.

Es así que resulta absolutamente carente de lógica que frente a cada indicio de la causa, VV.EE. respondan que dicha interpretación  no resulta la única explicación posible. De esta forma jamás estaríamos habilitados a realizar afirmación alguna, ni en el campo jurídico ni en el de la vida cotidiana.

Lamentablemente debemos admitir que no conocemos prueba –ni la indiciaria ni la directa- que nos otorgue certeza absoluta de las cosas y de los hechos del mundo que nos rodea. No obstante esto igualmente nos encontramos habilitados a formular reproches penales por cuanto la certeza que se requiere no es de carácter causal, sino, por el contrario, debe ser realista en el sentido de ajustar en el caso concreto, mediante juicios de valor, la posibilidad de quebrar la presunción de inocencia del imputado.

Todos los comportamientos del hombre, hasta los aparentemente más estereotipados, descriptos mediante el lenguaje, se presentan ante el intérprete de forma ambigua y vaga, complejidad que lleva ínsito el propio lenguaje natural. Así “No es posible remediar la indeterminación que surge de la textura abierta, porque las reglas destinadas a ello llevaría consigo su ‘propio’ halo de penumbra. Recuérdese la parte final de la cita de Russell: ‘la penumbra misma no es exactamente definible; y toda la vaguedad que confiere el uso primario la confiere también cuando tratamos de fijar un límite a su indudable aplicabilidad’. La indeterminación marginal del orden jurídico es algo con lo que tenemos que contar; no puede ser eliminada con esperanzas ilusorias, por muy dignos que sean lo motivos que las inspiran. La certidumbre absoluta en estas cuestiones es algo que falta, como tantas otras cosas, en el limitado equipaje del hombre.” (Carrió, Genaro R., Notas sobre derecho y lenguaje, Ed. Abeledo Perrot, 4ta. Edición, Buenos Aires 1994, pág. 70)

La exigencia de requerir la única interpretación posible respecto de una acción determinada, bien puede asimilarse a la crítica que la dogmática moderna le efectúa al concepto de culpabilidad como “poder actuar de otro modo” (en este sentido Welzel, Kaufmann, entre otros). Al igual que resulta imposible asignarle un único significado a la interpretación de una conducta humana, la incapacidad de actuar de otro –como fórmula de exclusión de la culpabilidad-, resulta escasa como fórmula de interpretación pues siempre nos encontraremos ante la posibilidad, aunque sea remota o disparatada, de actuar de manera diferente (vgr. en el famoso ejemplo de la tabla de los náufragos, bien puede cada uno de ellos tomar un cúmulo indeterminado de decisiones que no necesariamente impliquen la muerte de su compañero; a modo de ejemplo turnarse en la utilización de la tabla). A este respecto recuerda Roxin –y es perfectamente aplicable a la forma de evaluar los indicios en autos- que  “(…) si para la apreciación de culpabilidad se presupone un fenómeno empírico que por principio no puede contrastarse, entonces ello debería conducir siempre a la absolución en virtud del principio ‘in dubio pro reo’. En tal caso sería imposible un Derecho penal de la culpabilidad.”
. 

Durante nuestros alegatos hemos hecho explícita la complejidad que conlleva el análisis de las conductas que aquí se tratan por cuanto la maquinaria homicida puesta en marcha en esta clase de delitos no puede ser tratada sólo como una suma de homicidios. Consecuentemente, los conocimientos respecto de los actos que prestan quienes de un modo u otro confluyen en el quehacer delictivo, lo son en forma eventual de representación. Esto por cuanto mal puede pretenderse que quien está dispuesto a realizar un hecho terrorista como los ocurridos en nuestro país, comunique a todos los eslabones de la cadena todos los alcances del plan criminal. En este sentido valga la comparación con el delito de genocidio; quien idea un plan genocida necesita para ello una formidable cantidad de participes en la maquinaria homicida: tampoco puede exigirse a éstos el conocimiento del plan general, no obstante lo cual, sí puede serles reprochado el acto  que se comprometieron realizar. 

La arbitrariedad en la apreciación de la prueba.

Párrafo aparte merece el tratamiento realizado por el Tribunal con relación a los elásticos de la camioneta y lo relativo a la operación del 10 de julio de 1994.

En el primero de los casos señalados (ver Capítulo X, punto B.2.b), luego de afirmar que –con relación al elástico de Trafic larga perteneciente a los restos hallados en lo que fuera la sede de AMIA/DAIA- “(…)no se acreditó en autos que Telleldín hubiera realizado tal refuerzo”; esgrimiendo como principal motivo para desestimar dicha posibilidad que “(…)para reforzar los elásticos de un vehículo, según el especialista en suspensión Sergio Daniel Fraga, se requerían conocimientos y herramientas especiales”, de los que carecían Telleldín y los mecánicos investigados en autos (se volverá sobre este párrafo un poco más adelante).

Ante esta aseveración categórica realizada por el Tribunal respecto de lo dicho por los expertos en el debate, debemos poner de manifiesto que Fraga no fue el único experto en suspensión que declaró en el debate. Roberto Eduardo Ruiz, quien declaró el mismo día que Fraga, tiene igual especialidad y también fue propuesto como testigo por la defensa de Telleldín, pero a diferencia del anterior, no fue mencionado ni mínimamente por VV.EE., contradijo absolutamente los dichos del testigo citado en la sentencia. Ruiz refirió en las audiencias de debate que no se requieren herramientas especiales para hacer este trabajo (el refuerzo de la suspensión) y que las mismas se encuentran en cualquier taller. Agregó asimismo que un elástico se cambia en 3 hs. más o menos y que generalmente se refuerzan los elásticos cuando los vehículos se utilizan para llevar más kilos (ver transcripciones de la audiencia de fecha 30 de julio de 2002).  

Pero este testimonio no fue el único cuidadosamente omitido en la valoración de este indicio. Sobre este tema se han manifestado los expertos de CIADEA –empresa fabricante de Renault- Fernando Carlos Cingolani, Luis Omar Gariboldi, Faustino Augusto Acosta, Ricardo Rodríguez Arvas, José Luis Alberto Rosetti, Eduardo Magnano, José Luis Martilotta, Jorge Florencio Valdez, Jorge Mamone y fueron contestes en afirmar que los elásticos de las Trafic son intercambiables, pudiendo ser montadas en Trafic cortas o largas y que no existe mayor problema en que una Trafic tenga un elástico largo y otro corto, más allá de la inclinación (ver transcripciones de las audiencias de fecha 31 de julio de 2002 y 1ro. y 5 de agosto  de 2002) 

El tratamiento arbitrario del tema de los elásticos requiere una doble crítica (la primera ya expuesta, referida a la omisión antojadiza de valorar cierta prueba conducente, concluyente e insospechada); pero hay una segunda crítica que revela la arbitrariedad de este tramo de la sentencia. Transcribimos nuevamente el párrafo:

 “...para reforzar los elásticos de un vehículo, según el especialista en suspensión Sergio Daniel Fraga, se requerían conocimientos y herramientas especiales..” y continúa la sentencia diciendo que“...En esa inteligencia, cabe poner de resalto que no se secuestraron en poder de Telleldín ni en los talleres con los que trabajaba –el de Cotoras o el de Nitzcaner- ninguno de esos elementos...”

Esta conclusión es un “absurdo notorio” que autoriza a descalificar el fallo como válido: V.E. afirmó –y esto fue tratado apenas unos párrafos más arriba—que la camioneta que explotó en AMIA no fue la que se armó en el taller de Ariel Nitzcaner. Por lo tanto, la existencia o inexistencia en ese taller de ciertas herramientas especiales no arrima ningún dato relevante para atribuir o descartar que Carlos Telleldin haya participado en el refuerzo de los elásticos de la Trafic.

Tampoco es leal la conclusión de que el no haberse hallado herramientas especiales en el taller de Cotoras implica que no fue Carlos Telleldin el que ordenó o mandó reforzar los elásticos. En primer lugar porque en ninguna de las hipótesis barajadas en el debate se sostuvo que la camioneta que explotara en AMIA se hubiese armado en el taller de Claudio Cotoras; y en segundo lugar, porque como V.E. bien afirma en otro tramo de su sentencia no se pudo establecer dónde armó Telleldin la Trafic que explotó en AMIA. Es decir, si nadie sabe dónde armó Telleldin la camioneta que explotó en AMIA, mal puede concluírse que los elásticos no los mandó colocar él por el hecho de que en dos talleres (en los que se sabe que no la armó) no tuvieran las herramientas aptas para reforzar elásticos.

Igualmente destacable resulta el tratamiento de la operación del 10 de julio de 1994 (ver Capítulo X, punto B.3.d.iv.B). En este caso, al igual que en el trato de la argumentación anterior, arbitrariamente se ha excluido el análisis de testimonios vertidos en el debate. Para analizar si la camioneta fue vendida o entregada al eslabón siguiente de la cadena, la sentencia valora  la declaración de Ana Boragni –concubina de Telleldín- “la versión de Boragni fue sumamente confusa y contradictoria, pues en un primer momento aseguró que publicó la camioneta para venderla, lo que sucedió el 10 de julio, en tanto que en otro pasaje de su exposición sostuvo que Telleldín le dijo que el comprador era un “buche” de la policía, no pudiendo precisar cuándo supo que no se trató de una venta, sino de un ‘apriete”. Pero, a su vez la resolución atacada omite  referir que la misma Boragni admitió haber mentido cuando refirió que la camioneta había sido vendida (ver transcripciones de la audiencia del 16 de octubre de 2002).

Igual afirmación realiza la ex-esposa del tallerista Cotoras, Laura Marcela Scillone, respecto del conocimiento que tuvo de la entrega de la camioneta, no obstante lo cual no fue siquiera mencionada al analizar la supuesta venta de la camioneta.

Pero véase como salta a la luz la preordenación del Tribunal respecto de las conclusiones a las que debería arribar: al comenzar este acápite afirman que “La prueba reunida en el debate acreditó que el 10 de julio de 1994 Carlos Alberto Telleldín entregó, mediante una operación de contenido oneroso, una camioneta Renault Trafic a uno o más individuos cuyas identidades no se determinaron” (el destacado nos pertenece); a pesar de esta conclusión aseveran a su vez que “la prueba testimonial no resulta esclarecedora, pues las contrapuestas versiones que Boragni brindó a lo largo de su declaración –entrega o venta de la camioneta- no arrojan luz sobre lo sucedido en la ocasión”. Ahora bien, si la prueba –por cierto parcial y arbitrariamente escogida- no alcanza para afirmar o negar la hipótesis de la entrega de la camioneta ¿cómo es que el Tribunal afirma que se trató de una compraventa onerosa?   

Lo mismo ocurre con el destino que el Tribunal intenta asignarle al dinero producto de la pretendida venta de la camioneta (ver Capítulo X, punto B.3.d.iv.C) Destino del dinero). Llegar a esta conclusión implica necesariamente desconocer nuevamente como fue negada la venta por quienes supuestamente participaron de ella
. Por lo demás, con igual lógica se puede afirmar que dicho dinero correspondió al pago por la participación de Telleldín en el atentado. 

V.1.iv.b) SOBRE LA PRUEBA COLECTADA RESPECTO A LOS EX POLICÍAS.

Integrando el capítulo llamado “derecho a la verdad” se encuentra el análisis efectuado por el Tribunal respecto de los elementos de cargo presentados por la Fiscalía y por esta parte vinculados con los ex policías sometidos al proceso, acusados de haber participado en la ejecución del atentado. 

Antes debemos exponer que no existe explicación alguna que nos permita entender por qué el “Derecho a la Verdad” no comprende los demás delitos que integraron el objeto procesal del debate, al menos las extorsiones y privaciones ilegales de libertad, que al ser imputadas a funcionarios policiales en ejercicio de sus funciones, adquiere inusitada gravedad, teniendo derecho la sociedad toda a saber, independientemente de los problemas procesales que V.E, consideren impiden dictar condena, lo realmente ocurrido. Hasta en esto resultan dispares los criterios que VE adopta en los diferentes tramos del fallo recurrido.

Según el criterio de esta parte, dicho análisis, aunque pretendidamente objetivo, resulta también contaminado por la premisa mayor y básica sentada desde el comienzo mismo de la sentencia, que tiene su núcleo en considerar toda la investigación vinculada con los acusados como un gran “armado”, como el producto de un complot trazado y diseñado por el juez instructor al que no le faltó el apoyo de funcionarios públicos de los tres poderes.

De tal modo, partiendo de tal premisa mayor –la del “armado arquitectónico”- se analizaron la totalidad de los indicios: con tal punto de partida, todos ellos sin excepción fueron desechados como pruebas de cargo; por cierto, no quedaba otro remedio dada la premisa mayor de que se partía. 

Evidentemente, si se parte de aquella concepción no habrá análisis sino búsqueda de confirmación, pues todo resultará necesariamente teñido – y será desvirtuado—por esa convicción. La afirmación precedente se puede colegir con tan sólo leer las innecesarias adjetivaciones y juicios sobre la actuación de los acusadores emitidos en el Fallo, a las que pareciera que en realidad éste sólo se propuso justificar. 

Esto resulta también muy claro, como ya se trató en otro apartado, del hecho  que el Tribunal haya sostenido, sin considerar otra alternativa, que a Telleldín se le pagó para que inculpara a los ex policías; partiendo de esa otra premisa, el paso siguiente a cargo de los juzgadores fue sólo demostrar la veracidad de su propia afirmación.

En este aspecto, un serio agravio surge del análisis de los indicios efectuado en la resolución recurrida, ya que allí se confunde todo el tiempo valoración y legitimidad, como si fueran una misma cosa. 

Las pruebas legalmente incorporados al proceso – algunas por disposición oficiosa del propio Tribunal- pueden servir para acreditar o para desvirtuar hechos determinados sometidos a juzgamiento; si en el curso de éste se tuviera la evidencia de su ilegalidad, o bien se las elimina de inmediato como prueba,  o se las elimina en la sentencia, no valorándola en absoluto como prueba. 

V. E. las dejó correr, pese a la evidencia de la irregularidad en la obtención, y cuando la parte las valoró computando la irregularidad de la obtención como un antecedente decisivo de esa valoración V.E., excediendo su función, lo reprochó con duros términos. V.E. las declaró ilegítimas recién en la sentencia – e ironizó acerca del nombre (“hecho procesal”) con el que esta parte identificó a alguna de ellas -- pero luego se aprovechó de ellas, tanto para adjetivar contra quienes pretendieron hacerlo desde otra óptica, como para probar su propia premisa mayor. Y esto no parece jurídicamente razonable: o son inválidas y no existen, o son válidas y se las valora con sus limitaciones. 

Tener la evidencia de la irregularidad; no eliminar la prueba; no sacarla del proceso por ilegal; no declarar su nulidad absoluta (como se hizo con la declaración de Miriam Salinas), y luego desacreditar a quien de buena fe la valora computando en ello la ilegitimidad de la obtención, suena injusto. Ese hecho, que sucedió en el proceso – de ahí lo de “hecho procesal” – parece que sólo sirve para apoyar la premisa mayor de la que parte la sentencia y denostar a quien no coincidió con el Tribunal. 

Pretender que todas las partes valoren del mismo modo pruebas no eliminadas del proceso ante la evidencia de la irregularidad, no puede servir después, cuando se intenta valorarlas, para que den lugar a las descalificantes adjetivaciones utilizadas respecto de quienes la interpretaron de alguna de las formas posibles. 

Por ejemplo, el manuscrito de Telleldín, fue escrito por su compañero de celda Damonte al dictado, conforme se acreditó en la audiencia; fue entregado a Roman Lejtman cuando estaba en tratativas, junto con Raúl Kollman, para publicar el mentado libro; fue entregado por Lejtman promediando el debate, cuando el tribunal lo intimó; y fue así incorporado al proceso. Podrá considerarse que sus manifestaciones son creíbles o no, que alcanzan para formar convencimiento o no, pero lo que no puede negarse es que su incorporación fue absolutamente legal. 

Las reuniones del imputado con la camarista Riva Aramayo eran publicadas en todos los medios de difusión en forma contemporánea; eran por tanto conocidas por cuanto funcionario público hubiera –tuviera o no relación con la investigación; a nadie se le ocurrió tachar de ilegal o realizar denuncia alguna a su respecto. Las duras calificaciones que merecen por parte del Tribunal esas entrevistas no fueron compartidas por el resto de los camaristas del fuero, que al menos con su silencio, avalaron tal actuación. Podrá discutirse el valor de los contenidos de las actas labradas con sus relatos, pero ¿puede afirmarse que fueran ilegales como afirma  la sentencia, y con la dureza que lo afirma la sentencia?. Los ejemplos presentados hasta aquí, pretenden mostrar cómo la premisa mayor puesta en evidencia por esta parte tiñe todo, funciona para todo, con tal de que resulte confirmada. 

Si el Tribunal valora el contenido de los videos que ordenó incorporar al debate – y que no eliminó ante la evidencia de su irregularidad – para tener por acreditado el complot con el que pretende echar por tierra toda la investigación; ¿por qué entonces se califica desdorosamente a la acusación cuando los valora para tratar de interpretar su contenido? 

Si un elemento incorporado al debate es tachado no sólo de irregular, sino de delictivo por el Tribunal, debiera concluirse que debe ser excluido del plexo probatorio, y sin embargo, a los fines que resultan útiles a la premisa mayor de la sentencia, es minuciosamente valorado. En cambio, cuando los acusadores se valieron de ese mismo elemento, el Tribunal no escatimó calificativos desmerecedores para reprochar su utilización.

ARBITRARIA VALORACIÓN DE INDICIOS.

Con relación a los distintos indicios de culpabilidad presentados tanto por esta querella unificada como por la Fiscalía, el Tribunal los descarta de plano, incurriendo en un error de apreciación que lo lleva a formular un razonamiento circular, del que no puede haber salida posible.

En efecto, el Tribunal sostiene: la entrega de la camioneta a los ex policías fue producto de un “invento”; luego analiza los elementos de prueba relacionados con ese evento, y concluye que, efectivamente, tal entrega nunca existió. Finalmente, al estudiar los restantes indicios de culpabilidad presentados por los acusadores como indicadores precisamente de la culpabilidad y de la existencia de esa entrega, afirma el tribunal que habiendo quedado descartado el alegado traspaso de la camioneta, los indicios carecen de toda relevancia, pues nada podrían probar. 

El planteo de la acusación es justamente el inverso: esos indicios muestran que los ex policías efectivamente tuvieron la camioneta en su poder, pues de lo contrario esos indicios no podrían recibir otra explicación; salvo, como se dijo, una recurrente remisión a la casualidad.

Respecto de la alegada vinculación entre Rabbani y Ribelli. 

Sostiene la sentencia: “También se pretendió justificar un vínculo entre Ribelli y Rabbani, a partir de sostener que en la mezquita de Cañuelas –donde tenía autoridad el último de los nombrados– desarrollaban actividades los policías bonaerenses Barcia y Reinoso, y que este último, a su vez, tenía estrechos vínculos con la familia Ribelli...Así, se pretende fundar la responsabilidad de Ribelli en que su hermana –Ana María– y su cuñado –José Miguel Ojeda– eran amigos de Eduardo José Reinoso y éste era hijastro de Miguel Alfredo “Tarik ibn” Barcia, quien era uno de los fundadores de la asociación argentina islámica de Cañuelas...Este razonamiento no puede prosperar. Inicialmente, debe destacarse que no resulta válido fundamentar la participación de Ribelli en el atentado a la sede de la A.M.I.A., en un vínculo tan indirecto. Pero además, aunque esa relación fuera más próxima, por sí sola nada diría acerca de la intervención endilgada al imputado en el hecho de marras. Máxime cuando los acusadores no han efectuado ninguna consideración acerca de la vinculación de Barcia y Reinoso con el hecho...Por otra parte, inexplicablemente se pretendió fundar el vínculo entre Ribelli y Rabbani en que la localidad de Cañuelas –donde estaba radicada la mezquita referida– era próxima a la de Lobos, donde residían varios integrantes de la familia del imputado Ribelli. Este argumento no resiste el menor análisis por su patente puerilidad y ligereza. Resulta fuera de toda lógica que se recurra a la mera proximidad geográfica entre dos localidades para, sobre ese dato, basar –aunque sea parcialmente– una imputación. Repárese en que llevar esta forma de razonar al extremo, implicaría vincular a todos los ciudadanos de las localidades vecinas a Cañuelas en la participación de este atentado”.

Aquí se ve reflejado el manejo arbitrario que el Tribunal ha realizado del plexo de indicios presentado por esta parte, del mismo modo que los calificativos utilizados evidencian una predisposición anímica harto censurable en un tribunal de justicia.

Al ver tergiversado lo planteado por esta parte en el alegato, y a fin de patentizar las diferencias entre lo dicho efectivamente y lo reproducido en la sentencia, nos vemos en la obligación de citar textualmente qué fue lo que se dijo al respecto: “Ha quedado acreditado en este juicio que en la Mezquita de la localidad de Cañuelas, sobre la que tenía directa autoridad Moshen Rabbani, estuvo alojado un combatiente del Hezbollah, y es válido presumir, por la fecha y por las demás circunstancias que rodearon esa visita, que ese visitante fue quien luego se inmoló en el atentado a la AMIA.

También ha quedado acreditado que distintas personas que desarrollaban actividades en esa Mezquita, eran Policías Bonaerenses. Nos referimos a Barcia y a Reynoso...También ha quedado acreditado que este último tenía estrechos vínculos con la familia Ribelli...Por otro lado, es preciso recordar que la localidad de Cañuelas, queda al lado de la localidad de Lobos, donde viven el padre de Ribelli, su hermana, y su cuñado, el Comisario Ojeda...En estos domicilios, además, es donde se recibieron los extraños llamados desde la ciudad de Puerto Iguazú, detectados en el Legajo 251. Son diversos llamados efectuados desde esa ciudad, ubicada en la Triple Frontera, durante el primer semestre del año 94. También registran llamados desde esa zona el domicilio del sobrino de Ribelli, y una Comisaría de Lanús. Esos llamados no han sido explicados, y lo cierto es que por sus fechas, y en especial, por el lugar de origen, resultan más que sospechosos...Por último, es necesario traer a colación que sobre las actividades de la Mezquita en Cañuelas, obran en la causa distintos informes de inteligencia realizados por la Policía Bonaerense, registrando distintas reuniones que allí se realizaron, con la presencia de Rabbani y del Embajador Soleimanpour. Lo curioso, es que estos informes no llevan firma, pero sí consta en ellos que fueron labrados por personal de la Inteligencia de Lanús. Ellos son de fines de mayo del 94, y están agregados en la causa 1627 y el Legajo 251...Por otro lado, surge también de esa causa, que el inspector de Migraciones que estuvo involucrado en la causa de Khalil Ghatea, Horacio Moreno, estuvo alojado a principios del año 94 en la Brigada de Investigaciones de Lanús, en la que prestaban servicio los aquí imputados...Recapitulando: tenemos comprobada actividad por parte de Rabbani en la Mezquita de Cañuelas. Esta localidad queda al lado de la de Lobos, de la cual provienen todos los Ribelli. A esos domicilios hubo llamados desde la Triple Frontera, en fechas cercanas al atentado...Sobre esa Mezquita, gente de Inteligencia de la Bonaerense, de Lanús, estaba realizando seguimientos y tareas de inteligencia...Al mismo tiempo, el inspector de Migraciones acusado de dejar salir del país a personas de nacionalidad iraní, estaba detenido en la Brigada de Lanús”. 

Esta parte cree, modestamente, que así presentados los hechos, pierden la puerilidad que la sentencia les imputa.  

Como fácilmente puede apreciarse, la sentencia ha distorsionado lo realmente alegado por la parte, y en consecuencia su valoración no puede menos que tacharse de arbitraria. Como se ve, de manera alguna se invocó la proximidad entre las localidades de Cañuelas y Lobos como circunstancia vinculante entre Rabbani y Ribelli; simplemente se mencionó ese dato como uno más dentro de una sugestiva cadena de otros indicios. 

Llamativamente, una vez más, el tribunal directamente borró los demás, como si nunca hubieran sido mencionados, y así, desaparece de la sentencia toda referencia a los informes de la división Inteligencia de Lanús referidos a Rabbani y Soleimanpour; los vínculos con los funcionarios cuestionados de Migraciones; los llamados telefónicos desde la zona de la Triple Frontera, etc.

El tribunal, simplemente, lo omitió, dejando tan sólo la referencia efectuada a las localidades de Lobos y Cañuelas, habilitando con ello la crítica artera a esta querella que, como se aprecia una vez más, resulta no sólo desmedida sino injusta y mal intencionada.

En definitiva, lo actuado en este punto habilita el recurso casatorio, por cuanto se trata de una arbitraria valoración del plexo probatorio oportunamente presentado, que elude elementos de convicción producto de lo actuado y del debate, omitiéndolos en lugar de valorarlos aunque más no sea superficialmente.

Respecto de la entrega de la camioneta.
Como se dijo anteriormente, para el Tribunal la imputación dirigida a los ex policías fue construida por los instructores. De allí que no es posible siquiera imaginar cómo podrían haber acreditado los jueces, luego de aquélla premisa, que los policías recibieron la camioneta de manos de Telleldín. Lo cierto es que toda la “valoración” que se realiza, en realidad está destinada a sostener la postura abrazada ab initio por los jueces.

En ese sentido es cierto que las declaraciones de Telleldín sufrieron radicales cambios en el curso de la causa pero, sin embargo nunca se desdijo en punto a que el personal policial y los rodados que a éstos pertenecían estaban cerca de su domicilio cuando vendió o entregó (según sus diferentes versiones) la camioneta trafic; nunca afirmó que había mentido a ese respecto, y subrayamos especialmente las versiones dadas en el debate, cuando ya había denunciado el pago, cuando ya no había presión alguna que pudiera provenir de los supuestos integrantes del complot. Esta circunstancia, lamentablemente, también fue omitida por los jueces, haciendo un notable hincapié en las contradicciones del imputado, eludiendo a la vez aquello en lo que siempre se mantuvo inalterable.

Pero lo que resulta abiertamente arbitrario, a punto tal que se desarrolla como motivo autónomo para justificar la procedencia de este recurso, es encontrarnos con que el Tribunal, a fin de apuntalar su postura, valora las declaraciones testimoniales de Eduardo Telleldín, Hugo Pérez y Claudio Cotoras - cuando se trata de piezas procesales que fueron excluidas por el propio tribunal.

Es decir que, sólo porque el tribunal considera que su análisis no es cargoso para con los imputados, se permite valerse de material procesal expresamente excluido del debate y, por lo tanto, vedado para el uso de las partes.

Independientemente del desarrollo que en otro capítulo se brinda a este tema, baste aquí dejarlo explícitamente mencionado como un elemento más que evidencia la arbitrariedad con la que se utilizó el extenso plexo probatorio obrante en esta causa.

Sobre la donación del padre del imputado Ribelli.

Se considera que es una afirmación “dogmática y arbitraria” la realizada por la acusación cuando al enumerar los indicios que incriminan a Ribelli se mencionara no sólo la supuesta “donación” (claramente inexistente como tal) sino también su fecha – un día después del 10 de julio de 1994, fecha en la que Telleldín se desprendió de la camioneta luego utilizada como coche-bomba.

Entiende el Tribunal que: “... como no se probó que los imputados hubiesen participado, de cualquier forma en el atentado y menos aún, que por tal actuación hubieran recibido una suma de dinero…” no puede señalarse el ingreso de ese dinero como indicio. Con este razonamiento, como ya se dijo al inicio de este capítulo, se invierten los términos del planteo acusatorio, exigiendo que para poder valorar los elementos que permiten arribar a una conclusión, primero hay que tener probada esa conclusión. Como según V.E. no se probó que los ex policías se llevaron la camioneta, las referencias que se hagan a la fecha en la que eso ocurrió carece de relevancia (¡).

Agregan que existe “una inversión de la carga de la prueba”; la probada mendacidad de Ribelli al explicar su origen, y  la coincidente fecha de la escritura con el hecho investigado, no pueden ser valorados – según el tribunal- si no acredita esta parte que ese dinero le fue entregado por los terroristas que contrataron sus servicios. Lamentablemente no se ve cómo podría acreditarse tal vínculo; más bien parece ser una condición de imposible cumplimiento la que se pretende imponer, y que se agravian las leyes de la lógica cuando se exige prueba que la experiencia indica que jamás habrá de obtenerse. 

A esta parte no se le ocurrió preguntarse si Ribelli habría firmado un recibo por el pago y este podría estar en poder de alguno de los autores del atentado, pero en todo caso no parece arbitrario ni dogmático concluir de la mentira de Ribelli y de la simultaneidad de las fechas que el origen del dinero tenga vinculación con el hecho investigado.

Se dijo en muchas oportunidades, porque además lo afirmó  la pericia psicológica que se le practicara, que Ribelli posee un elevado coeficiente intelectual. Por eso afirmar como lo hace la sentencia recurrida que “... marcaría la torpeza y la resaltada habilidad de Ribelli” parece un buen alegato para su defensa pero no una observación de un Tribunal imparcial, porque dudamos que tanto V.E. como esta o cualquier otra parte pueda conocer las razones por las cuales el nombrado resolvió de algún modo “legalizar” ese dinero, ya que también sería torpeza si provenía de cualquier otro ilícito, acreditado como está que mal pudieron ser los ahorros de su padre, que no sólo era empleado ferroviario sino que continuaba viviendo en una más que humilde vivienda, por enumerar sólo alguno de los elementos que  permiten afirmar que  lo que dice la escritura es mentira.

Respecto de Solari.

“El invento del desvío Solari”: en primer lugar llama la atención el subtítulo escogido por el tribunal para empezar a analizar el tema. Una sentencia debe describir y valorar objetivamente; por ello no es frecuente encontrar en ellas gran cantidad de adjetivos calificativos; su reiterada utilización en este fallo parece poner en   claro el estado de ánimo con el que se redactó la sentencia, lo que pone de relieve la pérdida de la imparcialidad y la templanza por parte de los Juzgadores sin que hayamos podido hasta el presente conocer las razones.

La lectura de las transcripciones que realiza el tribunal al analizar este tema demuestran que cuando Telleldín le habla de Solari al Juez de Instrucción éste no tenía idea respecto de a quien se refería, ya que alude al “indio Solari” otro extraño personaje ligado a los “cara pintadas”, que nada tenía que ver con el testigo del que aquí se habla (fs. 3278).

No sólo no se entiende la calificación de “invento”, y en todo caso falta la explicación de quién lo inventó para que realmente pueda saberse si debe ser valorado o no al resolver la situación de los policías involucrados, sino que no logra explicarse por qué Solari dio el nombre de Ribelli ante los miembros de la Comisión Bicameral que lo entrevistaron en Sierra Chica, ni por qué mantuvo su versión en el debate, relativa a la imputación contra Ribelli, Bareiro y Leal, cuando ya los objetivos que el Tribunal le adjudica o bien estaban cumplidos o ya era evidente que no se cumplirían jamás.

El “desvío Alí”.
También en esta oportunidad, el tribunal altera ciertos hechos, a fin de adecuarlos mansamente a su esquema global desarrollado a lo largo de la sentencia. 

Sostuvo esta parte en su alegato que se había pergeñado esta maniobra por parte de la defensa de Ribelli, con el claro fin de desinvolucrar a Ibarra de la causa, y por consiguiente, sacar también a Ribelli. Se hizo mención a la aparición de dos allegados a Ribelli, los ahora ex policías Gatto y Valenga, introduciendo la pista falsa de Alí.

Luego se recalcó cómo el abogado de Ribelli, Cúneo Libarona, se reunió con el agente Brousson, con la intención de llevarle la línea de investigación que involucraba Alí. Se pudo ver, a través del video que registró esa entrevista, cómo Cúneo le decía a Brousson, “te cambio un personaje por otro; te saco a Ibarra y te pongo a Alí”. Para convencer a Brousson, Cúneo esgrimió el argumento adicional –y tentador desde su óptica- de que esta hipótesis no derribaba la que ya tenía el juzgado, pues sólo se trataba de sacar de la causa a la Brigada de Lanús, y dejar solamente a la gente de Vte. López, con el condimento adicional y necesario del árabe-argentino, Alí.

Sin embargo, ya sin sorpresa observamos que el tribunal, pretendiendo ser sutil, cambia groseramente ciertos aspectos del tema tal como fue planteado por los acusadores, haciéndole perder todo su sentido. En efecto, se afirma en la sentencia: “En la entrevista en cuestión se observa al abogado Cúneo Libarona solicitando a Brousson que investigara la participación de Abel Brahim Alí en la recepción de la camioneta Trafic. Destacó que este giro no implicaba un cambio brusco de la hipótesis seguida por el juzgado instructor y que la persona cuya investigación se propusiera tenía ascendencia árabe, era parecido a Ibarra y tenía un Ford Galaxy azul. (el resaltado no es del fallo).

Es fácil advertir que la simple sugerencia de que se investigue a una persona, en principio, no necesariamente constituye un desvío. Sin embargo, si se observa la transcripción textual tomada de ese video y volcada líneas más arriba, se ve claramente que en realidad lo que el abogado Cúneo Libarona intentaba hacer era cambiar al imputado Ibarra por Alí, y no tan sólo que se investigara a éste último, como pretende hacer creer el tribunal. De tal modo, las cosas cambian: el desvío consistía en hacer ingresar a una persona en la causa, para poder desvincular a otras dos, Ibarra y Ribelli. Tampoco parece un agente de SIDE la vía más directa para solicitar que se profundice una línea investigativa , y su clara omisión por ante el Juez o por escrito en el expediente.

Este cambio de apreciación, además, permite refutar las argumentaciones del tribunal, en cuanto a que un desvío no puede ser interpretado como un elemento cargoso, sino como el ejercicio del derecho de defensa. Como se dijo, una cosa es sugerir que se investigue a una persona determinada, y otra muy distinta es hacer que esa persona entre en la causa –sabiendo además de su inocencia- y así mejorar la situación de dos imputados. Esto último, efectivamente es un desvío que debe ser considerado como un elemento de cargo, pues no se explica por qué, de ser inocente, una persona pergeñaría semejante maniobra, para involucrar un compañero de la fuerza.

Concluyendo, queda clara la arbitrariedad manifiesta en la que incurrieron los jueces al valorar los indicios de cargo presentados contra los ex policías, basándose en argumentaciones aparentes en algunos casos, y en otros desvirtuando la prueba colectada.
V.1.iv.c) Conclusiones
Esta arbitraria valoración de la prueba es repetida a lo largo de la apreciación de los indicios y es extensible al resto de la sentencia atacada. Por un lado se han desechado las interpretaciones que se contraponen con la conclusión a la que la sentencia pretende arribar y a su vez se descartan de plano aquellos testimonios que prueban aquello que la sentencia se ha propuesto negar.

Como se viene manifestando, si bien el Tribunal ha analizado los indicios a modo de obiter dictum, las conclusiones a las que se arriban revisten tal gravedad institucional que resultan de por sí motivo suficiente de agravio para invalidar a sentencia atacada como acto jurisdiccional válido por adolecer de severos defectos de fundamentación y ser arbitraria en sí misma.

 En este sentido la Excma. Cámara de Casación tiene dicho que: “…la obligación de motivar los autos –emanada del art. 123 del CPPN y fundamentalmente del art. 18 de la Constitución Nacional, en cuanto garantiza el debido proceso- resulta enervada, no sólo cuando ilegalmente se niegue la incorporación de prueba pertinentes, sino también cuando aquéllas después de introducidas no sean consideradas por el juzgador; en ambos casos los pronunciamientos carecerán de la motivación que la Carta Magna quiere y ordena y serán nulos en virtud de los establecido en el propio art. 123 del CPPN.” (CNCP Sala II; Causa N° 3429, Reg. 4530, “Ruggerio, Eduardo A. s/ recurso de casación”) (El resaltado nos pertenece).




De igual forma “…el Tribunal, en las circunstancias previstas por la ley, tiene el deber de introducir al debate y valorar todos los medios de verificación decisivos a su alcance capaces de modificar las conclusiones del fallo; debiendo ordenar la realización de toda aquella prueba pertinente y útil para la solución del caso (ver artículos 356, 357 y 388 del Código Procesal Penal de la Nación). Es ésta  una exigencia que deriva del principio de la verdad real, y su inobservancia equivale, sin duda, a la falta de consideración un elemento de prueba esencial y decisivo para  la solución del caso, que impide que una  sentencia pueda considerarse como un acto jurisdiccional válido. Todo ello sin dejar de tener presente que el Tribunal de juicio es soberano en la apreciación de la pertinencia y utilidad de las pruebas, y su admisión o rechazo corresponde a la esfera de sus poderes discrecionales, incensurables en casación, salvo que su ejercicio arbitrario implique una efectiva privación de defensa.” (Registro n° 430.00.3. “Novoa, Jorge Antonio y Skliarow, Alexander s/recurso de casación” 10/08/00, Causa n° : 2266. Cámara Nacional de Casación Penal. Sala : III.; en igual sentido ) (El resaltado nos pertenece).

Reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha establecido que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, así como que tomen debidamente en cuenta las alegaciones decisivas formuladas por las partes (ver Fallos 303:1148; y G. 251 XXXVI, recurso de hecho en autos “González Avalos, Carlos León c/ Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados de Santiago del Estero”, del 07/12/01, entre otros).

La teoría de la arbitrariedad, reconocida en infinidad de pronunciamientos jurisprudenciales, implica que la inclusión hipotética de la prueba no merituada pudiera llevar a una conclusión distinta a la adoptada. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha afirmado en reiteradas oportunidades que una sentencia deviene arbitraria cuando omite el “tratamiento de cuestiones conducentes para la adecuada solución de la causa” (conf. G. 251 XXXVI, recurso de hecho en autos “González Avalos, Carlos León c/ Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados de Santiago del Estero”, del 07/12/01, citando: B. 213 XXV, autos “Gehrensen G. F. C/ Ferrocarriles Argentinos s/ daños y perjuicios”, del 30/11/93, y S. 418 XXI, autos “Samuel, Santiago Ponciano y Tiburci c/ Gobierno Nacional”, del 08/09/87).

También ha concluido el Alto Tribunal que una resolución es arbitraria cuando se omite “considerar argumentos conducentes y centrales, oportunamente vertidos por la demandante, respecto al encuadre de la relación jurídica”, agregando que “no resulta óbice para la apertura del recurso extraordinario la circunstancia de que los agravios remitan al examen de cuestiones de hecho y derecho común si, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio, la alzada omitió considerar un tema oportunamente planteado y conducente para la correcta decisión del caso” (conf. S. 96 XXXVII, recurso de hecho en autos “Sanz, Sonia Mónica c/ Del Plata Propiedades S.A.”, del 19/09/02, citando: Fallos 311:119; 312:1150; 313:323; 319:1377; 320:2662).

En otro caso en que la “recurrente aduce arbitrariedad en razón de que: a) la mayoría de la Sala omitió tratar una cuestión introducida oportunamente por la accionada y conducente a la solución del juicio”, la Corte Suprema de la Justicia de la Nación resolvió que “asiste razón al quejoso en su planteo extraordinario, pues la sentencia atacada no provee un análisis razonado de una cuestión introducida oportunamente y conducente para la correcta dilucidación del pleito” (conf. L. 717 XXXVI, recurso de hecho en autos “Leguizamón, Ana María c/ Celcer, Tadeo”, del 31/10/02, citando: Fallos 310:1707 y 317:39).









El Procurador General ante la Corte Suprema de la Justicia de la Nación ha dicho que de existir arbitrariedad “no habría sentencia propiamente dicha”, ocurriendo a su criterio ello cuando “el juzgador no analizó con el rigor que es menester los conducentes argumentos esgrimidos por el recurrente en la oportunidad de la apelación ante su estrado”, siendo que dichos argumentos devienen centrales cuando podrían “poner en crisis la solución arribada por el juzgador”.

Por su parte, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha afirmado en ese caso que “los agravios basados en la arbitrariedad resultan procedentes pues, aparte de que -como expresa el señor Procurador Fiscal en su dictamen- lo resuelto no dio respuesta concreta a los planteos conducentes formulados por la parte en su apelación ante la Cámara, el a quo prescindió de los elementos de juicio obrantes en la causa y de un examen preciso y completo de las normas en juego, circunstancias que justifican descalificar el fallo como acto jurisdiccional”. Ello llevó a revocar el fallo apelado -entre otros motivos- por haber omitido la “ponderación de los argumentos de la demandada” (conf. D. 149 XXXVI, recurso de hecho en autos “Duran, Noemí Magdalena c/ ANSeS”, del 09/08/01). 




Por último, señalamos también que la Corte Suprema de Justicia de la Nación sostuvo que si no han sido “debidamente examinadas en la sentencia que viene apelada” las “defensas planteadas por la recurrente”,  la misma carece “de los requisitos mínimos para que pueda considerarse un acto jurisdiccional válido”, agregando que “es descalificable el pronunciamiento que ha omitido expedirse sobre una cuestión oportunamente planteada y conducente para la correcta decisión del caso” (conf. B. 141 XXXV, recurso de hecho en autos “Badenas, Carlos Alfredo c/ Costa, Silvia Catalina”, del 20/02/01, citando: Fallos 301:1928).















En un esclarecedor precedente la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que “el marco jurídico en que se desenvuelve la cuestión impone una cuidadosa consideración del tema, que dé respuesta concreta a todos los puntos que se plantean, condiciones de que adolece -a mi juicio- el fallo atacado que, al prescindir del examen y decisión expresa de puntos oportunamente propuestos y susceptibles de incidir en el resultado del litigio, no constituye derivación razonada del derecho vigente y producen desmedro en la garantía de defensa en juicio consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional” (Fallos 310:1707, citando doctrina de la sentencia dictada el 03/06/86 en autos “Obra Social de Mecánicos del Transporte Automotor c/ Renault Argentina S.A.”, expte. O. 202 XX).

Segundo motivo de casación:

V.2. La exclusión de prueba y la contradictoria utilización de ella en otro tramo de la sentencia.

La arbitrariedad en este caso concreto se traduce en una autocontradicción flagrante que priva a la sentencia de fundamentos e implica su nulidad (arts. 123 y 404 inc. 2 del CPP). 

El agravio se resume fácilmente y se evidencia también con igual sencillez:

Por un lado, V.E. ha excluido expresamente prueba que las partes pretendían utilizar (mediante la resolución por la cual se admitió y denegó la incorporación por lectura de diversas piezas procesales –lectura que fue ficta, por cierto—). 

Dijo la mayoría de V.E.: “A la solicitud de incorporación por lectura de las declaraciones indagatorias prestadas ante la instrucción por ...Eduardo Telleldin, Claudio Miguel Cotoras...no ha lugar, por no configurarse ninguno de los supuestos previstos en el art. 392 del Código Procesal Penal de la Nación...” (voto de los Dres. Pons y Larrambebere en la mencionada resolución)

· Por otro lado, al dictar sentencia, V.E. cuestionó duramente lo que denominó la “Artificial separación de las causas AMIA y Brigadas” (punto J.1, del Capítulo VIII). El eje de esa crítica pasó por el denominado “Arbitrario manejo de las categorías procesales en que declararon Hugo Antonio Pérez, Claudio Guillermo Miguel Cotoras y Eduardo Daniel Telleldín” ( Punto J, del Capítulo VIII). Este extenso punto “J” del Capítulo VIII, fue en buena medida uno de los ejes para arribar a la arbitraria nulidad ya criticada en los puntos anteriores (Punto V.1 de este escrito y sus subtítulos). 

· Es decir, no puede caber duda alguna, que siguiendo el razonamiento del Tribunal, aquellas declaraciones testimoniales obtenidas en la causa “Brigadas” de personas que habían sido indagadas en la causa “AMIA” no tienen valor probatorio. 
· Pero además de esa crítica al Juez instructor que resulta ser uno de los núcleos de la nulidad dispuesta en la sentencia, lo cierto es que de manera más genérica pero igualmente abarcativa, el punto I de la parte resolutiva de la sentencia dispone declarar la nulidad del decreto de fs. 37.557/37.559 y de todo lo actuado en consecuencia respecto a las personas por las que se requirió elevación a juicio. 

· De lo expuesto hasta aquí se desprende que no es posible “valorar” en ningún sentido ni las declaraciones testimoniales ni las declaraciones indagatorias de Claudio Cotoras, Eduardo Telleldin  (sea porque ella fue (i) rechazada para ser incorporada por lectura –específicamente las indagatorias—o bien, porque esas testimoniales son, (ii) uno de los ejes de la nulidad dictada y ha sido duramente cuestionada, o porque se trata de testimoniales (iii) nulas lisa y llanamente y por lo tanto “inexistentes” según una posición doctrinaria, o “carente de efectos jurídicos”
). 

· Es por ello que la sentencia es nula de nulidad absoluta pues hace uso de elementos que han sido excluidos del debate (no admitidos en el auto por el que se incorporó la prueba por lectura) o que según el Tribunal son, como mínimo, carentes de efectos jurídicos. 

· Esta valoración, que es grave por sí misma, es aún más infeliz si se pretende utilizar, como en el caso, con el objeto de reconstruir los hechos para “dar acabada respuesta a las legítimas expectativas de conocer la verdad de lo acontecido” (sic, tomado del Capítulo X “Derecho a la Verdad”, pto. “A”).

·  A partir de material probatorio “expresamente excluido del debate” (como son las declaraciones indagatorias de las personas antes nombradas) o “jurídicamente carente de efectos” (como son las testimoniales de esas personas tomadas en la causa “Brigadas” que según la reiterada expresión del Tribunal, son producto de un arquitectónico armado o equivalente), ¿cómo es posible pretender sustentar nada menos que la reconstrucción de la “verdad” a la que tienen derecho los familiares y la sociedad a partir de ella?. La sentencia pretende dar respuesta a la “verdad” a la que tienen derecho los familiares y la sociedad a partir de prueba “excluída” “inexistente”, “jurídicamente inválida”, “armada”, artificial, etc.

A simple modo de ejemplo, los tramos de la sentencia en los que esta autocontradicción se presenta veremos algunos párrafos en los que V.E. hace uso de esa prueba:

Respecto de Hugo Pérez dice el Capítulo X:

“Por su parte, Pérez en sus declaraciones indagatorias admitió que estuvo en la casa, aunque, por encontrarse en la cocina, sólo tomó conocimiento de dicha operación por Ana Boragni”. 

“Ahora bien, como se dijera, en la declaración testimonial del 21 de junio de 1996, Pérez modificó radicalmente sus dichos, al negar su presencia en la vivienda de Telleldín ese día”.

“Este trascendental cambio adquiere aún más relevancia a partir de que explicara que su primera versión había respondido a instrucciones impartidas por Ana Boragni”.

“Si bien esta declaración no ha sido incorporada al debate por los motivos ya expuestos, procede su valoración en la inteligencia de que no es utilizada como un elemento de cargo sino exclusivamente para verificar la credibilidad de las personas sobre las que se apoya, en gran medida, la imputación al personal policial. Idéntico criterio se ha adoptado respecto de las declaraciones indagatorias de Cruz. (pág. 4123; el resaltado no es del fallo).

Respecto de Guillermo Cotoras dice el Capítulo X:

“Sobre el tema en estudio Claudio Guillermo Cotoras se expidió en su declaración testimonial de fs. 38.691. En esa ocasión sostuvo que el 10 de julio de 1994 concurrió al domicilio de Telleldín a bordo de su Valiant, el que estacionó detrás de la Trafic blanca casi enfrente de la casa. En ese momento observó que Telleldín, acompañado de un individuo, iba a subir a la camioneta”.


“Agregó que vio que el titular del Ford Falcon amarillo estacionado delante de la Trafic (que se encontraba solo) se acercó al conductor de ésta para ofrecerle correrlo y facilitar la salida”.


“Nuevamente, reviste sumo interés el análisis de una declaración que no fue incorporada al debate. Su valoración se realizará en los mismos términos que se hiciera respecto de Hugo Pérez y Jacinto Cayetano Cruz. (pág. 4127; el resaltado no es del fallo)”

La utilización de esa prueba es una gravísima autocontradicción (amén de una inconsistente y hasta absurda pretensión de cumplir con dar respuesta a un derecho como el “derecho a la verdad”), y obligará a la Excma. Cámara de Casación a disponer su nulidad por violación del art. 404 inc. 2 del CPP.

La incorporación de prueba al debate –o su no incorporación—son decisiones jurídicas del tipo “todo o nada”: o se incorpora y se valora o no se incorpora y está tan fuera de la causa como la prueba del juicio oral anterior. Si esto es así, como parece serlo, se evidencia la autoncontradicción que se deduce en este motivo casatorio. 

Cabe agregar a lo ya dicho, que siguiendo la tesis del “todo o nada”, este material probatorio fue expresamente vedado a las partes para su utilización. Esta parte, por ejemplo, no pudo utilizar los dichos de Cotoras en su alegato –por la expresa prohibición dispuesta por el Tribunal—, y ahora nos encontramos con que ese mismo elemento, primero excluido por los jueces, es luego valorado –claro que a los fines útiles a las premisas de la sentencia— sin que los esfuerzos por justificar su tardía y arbitraria inclusión resulten satisfactorios.
VI. Motivos vinculados con la absolución en la causa 496/00

Se comenzarán transcribiendo los párrafos de la Sentencia que contienen el resumen de los argumentos por los que V.E. consideró atípica la acción enrostrada al Sr. Ribelli:

                 “Ahora bien, aplicados los principios enunciados al caso, resulta con claridad que  la  acción de Ribelli -entregar al juez Galeano, en un encuentro a solas, la videocinta-, no constituyó una amenaza en el sentido antes indicado, toda vez que no se advierte la injusticia de tal proceder desde que al nombrado le asistía, como a cualquier otra persona, un legítimo derecho a denunciar su contenido o, cuanto menos, hacer saber al magistrado que conocía lo que hacía a espaldas de casi todos los procesados”. (Cap. III, párr. 16).

“Por lo tanto, al no haberse acreditado una amenaza “injusta”, no es posible hablar del tipo penal previsto en el art. 149 bis, primer párrafo, del Código Penal”. (id. 17)

                 “Por otra parte, tampoco el debate pudo demostrar, tal como lo exige el tipo penal de coacción, la finalidad que persiguió el imputado al entregar la videocinta”. (id. 18).

A.  La errónea aplicación de la ley sustantiva (art. 456 inc. 1º)

1. La atipidad que absuelve al Sr. Ribelli (“... considerar atípica la conducta del imputado, al no encuadrar en la figura de coacción agravada  (art. 149  ter  inc. 2º  apartado  a) del Cód. Penal”). (Título II, Capítulo III) resulta de incluir en el concepto de “amenaza “, la exigencia de que debe ser injusta para que sea típica (conf., además del párrafo antes transcripto, especialmente párr. 17 “no es posible hablar del tipo penal previsto en el art. 149 ...”. El subrayado no es del original).

Esta parte sostiene que esa cualidad –el deber ser injusta- no forma, ni puede formar parte de las exigencias conceptuales de la acción de amenazar pues ésta, entendida como lo hace el fallo, se satisface con “dar a entender, con palabras o gestos, que se quiere hacer  algún mal a otro” (Título II, Cap. III, párrafo 3 del Fallo que toma a esta definición como base, citando la 22ª ed. Espasa Calpe). 

Nada hay, pues, en la definición correctamente usada por V.E. que aluda a la exigencia adicional de que sea “injusta”, cuya  falta determina la atipicidad resuelta; y, por el contrario, se sostiene que es el contenido injusto de lo que se entrega, el que precisamente“da a entender” que se quiere hacer “algún mal a otro”, transformando  la entrega en amenaza. 

Esta afirmación se verifica con solo pensar, por hipótesis, que la videocinta posee un contenido inocente ¿dónde está, entonces, la amenaza?. Evidentemente, lo que suministra la estimativa típica es el contenido objetivamente peligroso de la cinta para el Juez, la que importa la posibilidad de provocarle “un mal”; las exigencias de que el mal – o el daño – sea futuro, capaz de afectar la normalidad de la vida del amenazado así como que debe haber sido grave, serio e idóneo, no son más que precisiones, desarrollos, de lo que se encuentra compendiado en la fórmula tomada por el Excmo. Tribunal del Diccionario de la Lengua. 

Por otra parte, la gravedad, seriedad e idoneidad exigidas, son calificativos objetivos de la acción de amenazar. Esto demuestra que no es la impresión (temor, alarma, miedo etc) que pudo causarle al receptor lo que determina la existencia de la amenaza, sino que ésta, objetivamente, reúna aquéllas características. De otro modo, sería atípica una amenaza que reuniera aquellas características, pero el receptor fuera un sujeto valiente o no impresionable. Esto es equivalente a dejar librado el resultado del tipo penal a las condiciones subjetivas del sujeto pasivo lo cual, en modo alguno resulta posible.      

 La tesis absolutoria, que se basa en incluir una exigencia adicional al alcance conceptual que debe asignársele a la voz “amenaza”, núcleo de los tipos de amenazas tanto simple como agravados, no tiene en cuenta lo que esta parte ya sostuvo en su alegato: no importa el contenido ilegítimo o no del objeto con el que se hará el mal. Lo que importa es que con su uso – como gesto o palabra – se da a entender que se hará algún mal a otro; y en el caso, queda evidenciado que el “mal” resultaba de la potencial utilización que se podría hacer con la utilización de dicho video.

Esto es válido también, obviamente, para el caso de una amenaza agravada a la que la doctrina suele denominar “coacción” al tener como propósito la obtención de alguna medida o concesión por parte de cualquier miembro de los poderes públicos (art. 149 bis, párrafo 2º, agravado a su vez por el art. 149 ter inc. 2º apartado a). 

En efecto, inclusive el propio argumento absolutorio contenido en el párrafo 16 del Cap. II (“...al nombrado le asistía, como a cualquier otra persona, un legítimo derecho a denunciar su contenido o, cuanto menos, hacer saber al magistrado que conocía lo que hacía a espaldas de casi todos los procesados”), denota que en él falta algo: falta, precisamente, hacer explícita la finalidad propia de toda acción humana (¿“para qué”?), que permite entenderla y clasificarla con palabras. 

V.E. suspendió la descripción, arbitrariamente a juicio de esta parte, en el mero “hacer saber”, que se  hizo al propio magistrado que lo estaba perjudicando. Y esto carece de sentido como descripción racional de una conducta humana. La “denuncia” o el “hacer saber” solos, sin ninguna finalidad ulterior, carecen de sentido. Y el único sentido posible es que se usó como medio de coacción para que el magistrado hiciera o dejara de hacer algo. 

2. La manera en que V.E. resolvió el caso – como atipicidad – implicó eludir el análisis de si podía o no concurrir la causa de justificación a la que inconsecuentemente – de acuerdo a la propia lógica del Fallo —, recurre a continuación en su argumento. 

En efecto, la cualidad de “injusta” de una acción (o “ilegal” o “antijurídica”, que en general se toman como sinónimas), es considerada por la jurisprudencia y doctrina dominantes como un elemento autónomo y general del modelo teórico de delito (así, clásicamente se lo define como “acción típica, antijurídica y culpable”). Respecto de la exigencia de “antijuricidad”, puede afirmarse que ella concurre cuando no opera ninguna causa  que haya justificado la acción típica cometida
. 

Por tanto, es inconsecuente con la propia lógica del fallo -como se dijo en párrafos precedentes-, absolver por “atipicidad”, para luego sustentar ésta en la presencia del  “legítimo derecho a denunciar su contenido o, cuanto menos, hacer saber al magistrado que conocía lo que hacía a espaldas de casi todos los procesados” (última  parte del párrafo 16 del Cap. III). 

Esto implicó otra errónea aplicación de la ley sustantiva – aunque vinculada, obviamente con la anterior --; en  este caso, de la causa de justificación del art. 34 inc. 4º  del Código Penal (“El que obrare en ... o en el legítimo ejercicio de su derecho...” que la sentencia, no obstante hacer uso argumental, ni siguiera menciona)– , pues invocando erróneamente una causal de atipicidad omitió, como ya se dijo, analizar la concurrencia de las exigencias  objetivas y subjetivas de las causas de justificación. 

Al respecto afirma Claus Roxin
 “(...) en cualquier caso no puede ser conforme a derecho una conducta que, sobre la base de la representación del sujeto, constituye la realización de un delito. Desde el punto de vista de la concepción de injusto hoy dominante y aquí también defendida (...) una conducta solo puede ser además conforme a derecho si desaparecen tanto el desvalor de la acción como el del resultado”. 
Haber apelado a la causal de atipicidad para absolver (agregando arbitrariamente una exigencia que no resulta de la propia definición de amenaza que se adopta) , permitió a V.E. eludir en su argumentación, la cuestión de la antijuricidad y dentro de ella, el problema del conocimiento – negado  por Ribelli – del contenido concreto del video cassette.

La vía de la atipicidad, que omitió hacer explícita la cuestión de la antijuricidad es aun mas grave, pues la discusión sobre ese fundamental elemento de la teoría del delito constituyó una parte importante del debate: expresamente invocó el Sr. Defensor de Ribelli la causal de justificación de legítima defensa, con argumentos que esta parte cree haber rebatido. Pero V.E., esgrimiendo la atipicidad, omitió también considerarla.

3.- Por otra parte, y esto se vincula con la tipicidad objetiva, el “derecho a provocar el daño que anuncia” (Cap. III punto 12 in fine) es indudable cuando el anuncio se hace a un tercero, sea autoridad (bajo la forma de denuncia) o, simplemente, “haciéndolo saber”. 

Pero cuando se le hace saber a quien el contenido perjudica, a solas – habiendo podido dejar constancia en la indagatoria que estaba prestando mientras le entregaban el video – ya no es una denuncia sino una amenaza y cesa el derecho que se alega. Ribelli tenía derecho a hacer saber el contenido del video a cualquiera, menos al que éste perjudicaba, a solas. Lo que podría haber sido el legítimo ejercicio de un derecho se transforma en extorsión cuando subrepticiamente se hace saber que se tiene en su poder “algo” que necesariamente intimida a quien lo informa. Precisamente porque lo que se tiene, es ilícito.  

Estos errores en la aplicación de la ley sustantiva – concretamente, la inclusión de una exigencia ajena a la ley  para fundar la atipicidad, y la omisión de tratar acabadamente la procedencia de una causa de justificación  -- utilizada pero no hecha explícita -- descalifican el fallo por aplicación de la causal del art. 456 inc. 1º.

B. Falta de fundamentación: reconstrucción arbitraria y aparente de los hechos que dio por probados en su fallo, en contraposición a las reglas de la sana crítica (art. 456 inc. 2º del CPPN, arts. 122, 123, 398 y 404 inc. 2º del C.P.P.N.).
B.1. Motivo primero: la arbitraria reconstrucción narrativa de los hechos que el Fallo dio por probado 

Éste hace la siguiente descripción “-entregar al juez Galeano, en un encuentro a solas,  la  video cinta-”.

Ella equivale a decir “— entregar al Juez, a solas, un alfiler—”.                                           

Bajo la descripción elegida por el Tribunal, que se transcribió textual (Cap. III párrf. 16) se eluden importantes datos que resultan del propio fallo. Esta pobreza narrativa es evidentemente arbitraria y encuadra en la causal prevista en el art. 456 inc. 2º del CPPN. 

Las cuestiones que ésta aséptica descripción elude incluir son las siguientes: 

1. El conocimiento por Ribelli del contenido del video, que el fallo admite. (Cap. II A) último párrafo) pero Ribelli retacea.

Éste es un dato decisivo y por tanto ineludible en una descripción objetiva de lo acaecido pues como se demostró, da la estimativa de la calidad delictiva de su acción: si el fallo no hubiera admitido ese conocimiento sí habría cabido asimilar la entrega del video a un alfiler (como la descripción equivalente que incluyó esta querella). Pero al aceptar el fallo ese conocimiento, Ribelli conocía el mal que podía causar, por lo que la acción ya no resulta atípica.

Esta omisión del fallo obedece a no tener que explicar cómo puede denunciarse el contenido de algo que no se conoce mas que en su absoluta generalidad. Ribelli miente al afirmar que desconocía el contenido del video; por eso no quería ni “entregar” ni “denunciar”. Quería amenazar.

Se reitera: el “derecho a provocar el daño que anuncia” (Cap. III punto 12 in fine) es indudable cuando el anuncio se hace a un tercero, sea autoridad (bajo la forma de denuncia) o, simplemente, “haciendo saber”. Pero cuando se le hace saber a solas – habiéndolo podido consignar en el acto procesal que estaba realizando mientras le entregaban el video – a quien el contenido perjudica, no es una denuncia sino una amenaza y cesa el derecho que se alega. 

2. Que Ribelli haya considerado posible que “... al deslizar el video sobre el escritorio, el magistrado haya interpretado su actitud como una especie de agresión.
El uso por el imputado de la palabra “agresión” desvirtúa la asepsia de la descripción hecha por la Sentencia y que esta parta cuestiona. Esa palabra es usada por Ribelli, porque evidentemente percibe que el juez se sintió agredido con la aparición del video de él con Telleldín. 

3. La descripción que se cuestiona omite también considerar por qué Ribelli “... admitió que el Dr. Galeano pudo haber preguntado en ese momento si no le tenía confianza”. 
¿A qué venía esa pregunta? Es otra de las cosas que el Tribunal omite reproducir – y preguntar -- en su descripción del hecho

4. Tampoco justifica esa descripción aséptica que Ribelli haya admitido – y el Tribunal aceptado -- que “pidió al magistrado que no confundiera su accionar, y que si el acto iba a ser malentendido, que lo disculpara y que prefería llevarse el videocasete”.                                       

¿Qué podía ser “malentendido”? Evidentemente, la propia entrega del video con su carga de peligro para el Juez: Ribelli advirtió la reacción de éste  (“especie de agresión”), y trató de restarle significación, asignándole la calidad de “malentendido”.  

Pero no hay malentendido: hay amenaza.

B. 2. Motivo segundo: El fallo omite considerar el contexto en el que se hace aparecer la video cinta.

En efecto, la “entrega” del video tiene lugar en un contexto temporal que la Sentencia no considera en absoluto: 

· el cambio de letrado defensor del Sr. Ribelli (el Dr. Fiscalini renuncia por no coincidir con la estrategia, y la asunción del Dr. Cúneo Libarona); 

· la aparición en el diario Clarín de una nota firmada por el periodista Pasquini – el mismo que luego aparece en el video de la S.I.D.E. incorporado por V.E. a la causa –, dando cuenta de una estrategia que luego aparece cumplida en sus puntos principales (en especial, el desvío hacia un oficial de la bonaerense de apellido árabe (Alí), de notable parecido con Ibarra y dueño de un Ford Galaxy (el  de Leal) ;

· la ampliación de indagatoria de Ribelli en la que, luego de siete meses de silencio, cuestiona a fondo la prueba resultante de la ubicación de los celulares de su gente en la celda 13, correspondiente a  Telleldín, el 10 de julio;

· la propia “entrega” del video, objetivamente peligroso para el Juez.

Esta estrategia en la que se inscribe la entrega del video: cuestionamiento de la prueba de los celulares; entrega de Alí y coacción con la “entrega” del video, fue también ignorada por V.E.. Pero ella resultó confirmada por el video que la SIDE grabó de la entrevista entre el Dr. Cúneo Libarona, el periodista Pasquini y el Sr. Brousson, que V.E. incorporó al debate, autorizando su exhibición.

B. 3. Motivo tercero: El fallo, luego de dejar en su descripción (Cap. II párr. 16) sin finalidad  la denuncia o su “hacer  saber” (¿”para qué”?),  le atribuye una intencionalidad que no tiene y que el Sr. Ribelli jamás dijo tener. 
          Y esto no se compadece con el diálogo telefónico que mantienen el Dr. Cúneo Libarona (C.L.) y la Dra. Svatetz (S.).

En efecto, de su lectura se infiere fácilmente:

· Que ambos sabían de qué se estaba hablando: C.L.: ¿te acordás el tema aquél? S. Sí. C.L. Bueno, trascendió como la gran puta y ... yo creo que acá va a explotar en algún momento ... S.: trascendió para dónde? C.L. para todos lados ... , para los medios, para el gobierno, para la DAIA, para la Embajada de Estados Unidos. S. ah! ya trascendió?. Si supiera de qué se hablaba, Svatetz hubiera tomado a su interlocutor por loco o equivocado. Nada de eso sale del diálogo.
· Que de lo que se trataba era de una coacción y no de una denuncia: luego de un diálogo sobre “colar el elemento” (obviamente el video) dice C.L. “... porque es la única garantía de que esto ... porque no hubo ninguna posibilidad de que esta gente rebobine, de que piensen, reflexionen, por el contrario, tomaron una posición agresiva o estúpida ... en contra de toda lógica ... sobre esa base no queda otra forma que ir para adelante”   ...  S. ¿y porque los otros tomaron una posición agresiva? C.L.  porque son unos pelotudos S. así que ahora digamos vos lo tenes fuera de control digamos a esto?C.L. totalmente no, ... mas o menos ...  pero yo tengo que ir para adelante ... que querés que haga”. 
Excmo. Tribunal, esta parte no va a hacer más comentarios. Considera que el diálogo es lo suficientemente elocuente de la estrategia pergeñada, su fracaso, y consecuencias; y que la interpretación que le asigna el Tribunal es manifiestamente arbitraria. 

VII. Reserva de caso federal y Recurso Extraordinario Federal.

Encontrándose en juego derechos y garantías de raíz constitucional, como la igualdad, debido proceso y defensa en juicio (art. 18 de la CN), por resultar la resolución dictada, manifiestamente arbitraria, formulamos reserva del caso federal para acudir, de ser necesario, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación por vía del recurso extraordinario, en caso de que la resolución que se dicte sea adversa a la pretendida.

La arbitrariedad aludida, en tanto viola garantías de raigambre constitucional, resulta cuestión federal suficiente. En este sentido el Dr. Palacio enseña que  “(…)descalificar una sentencia judicial por razón de arbitrariedad reconoce fundamento en la garantía de constitucional de  defensa en juicio. Porque ésta no importa sólo la facultad de accionar y de contradecir, así como la de alegar y probar en apoyo de los derechos invocados, sino también el derecho de obtener el pronunciamiento de una sentencia que, haciéndose cargo de las alegaciones y de las pruebas, configure una respuesta válida a los requerimientos de las partes, o sea un adecuado ‘amparo’ judicial de esos derechos que no concurre, como es obvio, en los casos de arbitrariedad.”
    
VIII. Reflexión Final

Como conclusión de cuanto hemos expuesto hasta aquí, estamos seguros de haber demostrado las graves falencias que presenta la sentencia, así como la procedencia del recurso de casación que se presenta.

No ha sido fácil el camino recorrido hasta llegar a esta instancia; por el contrario, tanto los familiares de las víctimas como las instituciones atacadas tuvieron que rehacer su vida, cada uno como pudo, a partir del fatídico 18 de julio de 1994. Las vidas de las personas cambiaron para siempre; las de las instituciones de la colectividad judía también.

Jamás esperamos tener que contestar los agravios que a través de la sentencia hemos recibido provenientes de un Tribunal de la Nación. Y nos resistimos a tener que convivir con ellos. Porque la Historia no puede tolerar semejante distorsión de los hechos, y porque la memoria de las víctimas, que en definitiva es lo que nos impele, a particulares e instituciones, a continuar con la búsqueda de la verdad, así nos lo impone.

Ni las arbitrariedades, ni los agravios, ni las distorsiones que se pretenden consagrar, podrán jamás doblegar la voluntad de esta querella de obtener la consagración de la Justicia.

IX. Petitorio

Por todo lo expuesto solicitamos:




1) Se tenga por interpuesto en debido tiempo y forma el presente recurso de casación;

2) Respecto de la causa 487/00, se anule la sentencia cuestionada y se reenvíe para el dictado de nuevo fallo por la violación de las normas procesales aludidas conforme el art. 471 del CPPN.




3) Respecto de la causa 496/00, se case la sentencia o bien se anule la misma, conforme la errónea aplicación de la ley sustantiva y de la inobservancia de las leyes procesales aludidas (arts. 470 y 471 del CPPN).




4) Se tengan presentes las reservas de caso federal y Recurso Extraordinario Federal efectuadas.




Proveer de conformidad que,








ES JUSTO.
� En realidad es equivocada la alusión a que el Tribunal decidió declarar la nulidad a la vez que descartó la existencia de una vía independiente, pues justamente el pretendido “descarte” de la vía independiente se lee dentro del capítulo X “Derecho a la Verdad” en el punto C.2.c.viii, “La mal llamada `vía independiente`”. 


� A esta altura se cree conveniente aclarar que aunque “coacción” y “coerción” son considerados generalmente, en una de sus acepciones, como sinónimos, su etimología diverge: el primero deriva de coactio “acción de forzar” y el segundo de arcere “encerrar, contener”, por lo que su primera acepción es, precisamente, “contener, refrenar” (conf. “Breve diccionario etimológico de la lengua castellana” de Joan Corominas. Ed. Gredos, Madrid, 3ª reimpresión (diciembre de 1983) págs. 155 y 157 respectivamente.


� V.E. hizo uso de la facultad de denegar la introducción de prueba en el proceso cuando, mediante la resolución del 3 de diciembre de 2002 hizo lugar a la oposición expuesta por algunos defensores a que se exhibieran durante el debate las video filmaciones remitidas por el juzgado instructor a fs. 111.922 (video filmaciones efectuadas en la casa de Miriam Salinas). Es decir, hubo videos incorporados al debate por decisión de V.E. y hubo videos no incorporados al debate, también por decisión del Tribunal. Por eso, y por más que resulte incómodo no haber dispuesto su nulidad anteriormente (por ejemplo cuando el Dr. Cerolini planteó su oposición a la incorporación al debate el 24/10/01), los videos eran “prueba” admitida por V.E.


� Guariglia Fabricio, “Las prohibiciones probatorias”, en AAVV “El Nuevo Código Procesal Penal de la Nación, Análisis crítico”, Editores del Puerto, Buenos Aires, 1993, pág. 21.


� Roxin, Claus “Derecho Procesal Penal”, Editores del Puerto, Buenos Aires, 2000, pág. 381.


� Roxin, Op. Cit, Pág. 394, los resaltados obran en itálica en el original.


� Bovino Alberto “Problemas del derecho procesal contemporáneo”, Editores del Puerto, Buenos Aires, 1998, pág. 247.


� Este es el vocablo utilizado por el TCE aunque la extensión que se le otorga en esa sentencia no es de mera “reproducción” sino de verdadera producción originaria, tal como sostiene esta parte que debe ser entendida la prueba del Juicio Oral. 


� Roxin, Claus; Derecho Penal Parte General, Tomo I, Ed.Civitas, Madrid, 1997, pág. 799/800.


� Debe considerarse especialmente que, a pesar de las múltiples denuncias ordenadas en la parte dispositiva, ningún testimonio se ha ordenado librar por el delito de falso testimonio contra Ana Boragni. Lo que implica asumir, que, para el Tribunal en definitiva , la Sra. Boragni no mintió.


� Sobre la discusión del efecto de las nulidades se puede ver Manzini “Derecho Procesal penal, EJEA, Buenos Aires, 1952, pág. 113.


� Conf. p. ej. Bacigalupo, Enrique; Derecho penal, parte general – Hammurabi – Buenos Aires, 1999 págs. 675/76


� Roxin, Claus; Derecho Penal, Parte general, Ed. Civitas, Madrid 1997 págs. 596 y stes.


� Palacio, Lino Enrique; El Recurso Extraordinario Federal, Ed. Abelodo-Perrot, Buenos Aires 1992, págs. 222 y 223 (con cita de “Fallos” 207-72 y comentario de G. Carrió).
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